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Presidencia de los señores Melero Abaroa, don Patricio,


Araya Guerrero, don Pedro, y Bertolino Rendic, don Mario.


Secretario accidental, el señor Álvarez Álvarez, don Adrián.



Prosecretario accidental, el señor Landeros Perkič, don Miguel.
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Carlos Latorre y Nino Baltolu asistirán al proceso de primarias abiertas, simultáneas y obligatorias, que se realizará el día 14 de agosto en Argentina (234). Se tomó conocimiento.


-
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-
Comunicación del jefe de bancada de diputados de Unión Demócrata Independiente por la cual informa que el Diputado señor Issa Kort reemplazará al ex Diputado señor Alejandro García Huidobro en la Comisión de Minería y Energía. Se autoriza el cambio.


-
Comunicación del jefe de bancada de diputados de la Unión Demócrata Independiente por la cual informa que el Diputado señor Issa Kort reemplazará al ex Diputado señor Alejandro García Huidobro, en la Comisión de Micro, Pequeña y Mediana Empresa. Se autoriza el cambio.


-
Comunicación del jefe de bancada de diputados de Unión Demócrata Independiente por la cual informa que el diputado señor Issa Kort reemplazará a la diputada señora Andrea Molina, en la Comisión de Cultura y de las Artes. Se autoriza el cambio.


-
Comunicación del jefe de bancada de diputados de la Unión Demócrata Independiente por la cual informa que el Diputado señor Issa Kort reemplazará al Diputado señor Gustavo Hasbún en la Comisión de Superación de Pobreza, Planificación y Desarrollo Social. Se autoriza el cambio.


-
Comunicación del diputado señor Sauerbaum, quién acompaña licencia médica por la cual acredita que deberá permanecer en reposo por un plazo de 5 días, a contar del 08 de agosto próximo pasado. Se tomó conocimiento.



Respuestas a oficios.



Contraloría General de la República:

-
Diputado García-Huidobro, Déficit presupuestario en Municipalidad de Rancagua. (47201 al 8439).


-
Diputado Meza, Solicita al Contralor General de la República investigar las eventuales responsabilidades de organismos públicos a raíz del derrumbe de un cerro en el sector de calle Tricalén, Villarrica, con fatales resultados (47203 al 50).


-
Ex diputado Chahuán, Solicita al C.G. República informar respecto de la situación de la señora Luciana Dalila Alfaro Carrasco, quien prestó servicios a honorarios en la Subsecretaría de Pesca durante los años 2005 y 2006, y aún no se le han pagado los honorarios pactados (48389 al 7434).



Ministerio de Interior:


-
Diputado Saffirio, Solicita se informe si existe un proyecto de mejoramiento de viviendas integral en el sector San Ramón, comuna de Freire; y, en caso afirmativo, especifique si dicha iniciativa contempla la construcción de los cierros perimetrales de la totalidad de las viviendas del lugar, incorporándose a los miembros de la junta de vecinos Renacer, del aludido sector (17637 al 2929).


-
Diputada Vidal doña Ximena, Solicita informar acerca de los criterios, parámetros, procedimientos y métodos de selección utilizados para asignar, durante los años 2010 y 2011, los recursos del Fondo Social Presidente de la República; y, específicamente, sobre la cantidad de organizaciones sociales de las comunas de Macul, San Joaquín y La Granja, que postularon al mencionado fondo, presentando los documentos y demás antecedentes requeridos y, sin embargo, no obtuvieron financiamiento para sus proyectos. (17638 al 2948).


-
Diputado Jarpa, Solicita informe sobre diversos aspectos relacionados con la construcción de dos centrales de paso en la cuenca del río Cholguán, en la zona que se ubica en el límite de las comunas de Tucapel y Yungay, por parte de la empresa Electro Austral Generación Ltda (17639 al 3291).



Ministerio de Economía, Fomento y Turismo:


-
Diputado Espinosa don Marcos, Proyectos y programas destinados al fomento y capacitación, gestionados por el Servicio de Cooperación Técnica en la Región de Antofagasta, especialmente en las comunas de María Elena y 
Calama. (7883 al 3429).


-
Diputado Marinovic, Solicita realizar una propuesta metodológica que permita contar, para los efectos del indicador de necesidades de la Ficha de Protección Social, con un sistema que refleje las diferencias del costo de la vida en las distintas regiones del país (7885 al 774).


-
Diputado Delmastro, Solicita el envío a tramitación legislativa de un proyecto de ley que regule la particular situación que afecta a los pescadores sujetos al Régimen Artesanal de Extracción de la Región de Los Ríos (7886 al 1356).


-
Diputado Delmastro, Solicita dejar sin efecto, temporalmente, el protocolo de acuerdo público privado suscrito entre algunas organizaciones de pescadores sujetos al Régimen Artesanal de Extracción de la Región de Los Ríos y la autoridad zonal de la Subsecretaría de Pesca, que tiene por objeto modificar la situación vigente, atendido el hecho de que su celebración sólo incluye a un número acotado de organizaciones de pescadores artesanales (7886 al 1357).


-
Diputado Vargas, Solicita informe sobre los alcances de las normas del Convenio Internacional para la Protección de Obtenciones Vegetales (7887 al 3272).


-
Diputado Ascencio, Solicita informar las razones del incumplimiento de la obligación de remitir a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, el informe a que se refiere la Glosa 06, Programa 07 (Programa Fondo de Innovación para la Competitividad), Capítulo 01, Partida 07, Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, de la Ley de Presupuestos para el Sector Público, correspondiente al año 2011; sin perjuicio de dar debido cumplimiento a la obligación legal, remitiendo la información comprometida. (7945 al 3690).



Ministerio de Educación:


-
Diputada Muñoz doña Adriana, Solicita informe sobre el proceso de otorgamiento y pago de los beneficios de la Beca Presidente de la República (1037 al 3099).



Ministerio de Trabajo y Previsión Social:


-
Diputado García-Huidobro, Solicita remitir el listado de los viajes realizados oficialmente a la Organización Internacional del Trabajo, durante los últimos cinco años, por dirigentes sindicales, empresarios y asesores; con señalamiento de las fechas, tiempo de estadía y, cuando fuere el caso, los montos de los viáticos otorgados. (1484 al 3760).


-
Diputada Vidal doña Ximena, Solicita informe sobre los fundamentos o consideraciones que sirvieron de base al dictamen 2314/038, sobre el cálculo de la indemnización por años de servicio, y al dictamen 2461/040, que lo dejó sin efecto (3046 al 3625).


-
Diputado Díaz don Marcelo, Solicita se informe acerca del transporte de materiales peligrosos que la empresa minera Barrick Sudamérica, constructora del proyecto “Pacua-Lama”, realiza a través de la empresa Tamarugal, por el camino de une la ciudad de Vallenar con la comuna de Alto del Carmen; y, en particular, señale las medidas de fiscalización adoptadas para asegurar el respeto irrestricto a la jornada y condiciones laborales y de seguridad de sus conductores. (3047 al 2358).


-
Diputado Espinoza don Fidel, Solicita disponer una fiscalización exhaustiva, remitiendo sus conclusiones a esta Cámara, en todos los lugares de trabajo comprendidos en la zona de riesgo decretada con ocasión de la erupción del complejo volcánico Cordón del Caulle, tendiente a determinar aquellos en que se respetaron las medidas de evacuación, y en cuáles los trabajadores fueron obligadores a desarrollar normalmente sus actividades laborales, no obstante la emergencia; y, asimismo, señale las infracciones cursadas por estos motivos en el área afectada. (3048 al 3410).


-
Diputado Díaz don Marcelo, Solicita informe sobre los motivos por los cuales la Dirección del Trabajo no ha publicado aún los resultados 2010 del Programa de Fiscalización Laboral (3052 al 3578).


-
Diputado Schilling, Presuntas irregularidades administrativas cometidas por la Inspección del Trabajo de Valparaíso, en la supervigilancia del proceso de elección del directorio del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Empresa Santa Isabel S. A., llevado a cabo los días 20 de noviembre de 2010 y 24 de marzo de 2011. (3072 al 3719).



Ministerio de Salud:


-
Diputado Edwards, Solicita informe sobre diversos aspectos relacionados con el fallecimiento de don Juan Burgos (2473 al 3293).


-
Diputado Monckeberg don Cristián, Solicita informe sobre las gestiones, planes o programas diseñados para los efectos de dar una solución a las problemáticas que afectan a las postas rurales de la Región de Aysén, particularmente respecto a la dotación de paramédicos e infraestructura (2519 al 3476).


-
Diputado Arenas, Solicita informar sobre el proyecto de construcción de un nuevo hospital de Angol, en la Región de la Araucanía, con señalamiento de su costo, características, plazo de ejecución y estado de avance; además, respecto de los plazos para la realización de los trabajos de reparación del hospital de dicha ciudad, gravemente dañado a consecuencias del terremoto del 27 de febrero de 2010; y, finalmente, acerca del plan de contingencia previsto para este invierno, que permita una adecuada atención a los pacientes, y condiciones apropiadas de trabajo al personal de dicho centro asistencial. (2520 al 3216).


-
Diputado Chahín, Solicita un estudio de prevalencia del cáncer de mamas, en la comuna de Curacautín (2523 al 3062).


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Solicita gestionar la provisión de los fondos para la reconstrucción del Hospital de Pichidegua. (2524 al 1727).


-
Diputado García-Huidobro, Solicita realizar una investigación, remitiendo sus conclusiones a esta Cámara, en la Escuela de Formación Penitenciaria, ubicada en la comuna de San Bernardo, que determine el estricto cumplimiento de la normativa sanitaria, de higiene y de alimentación. (2525 al 3134).


-
Diputada Molina doña Andrea, Solicita informe sobre las acciones, planes o programas, que se encuentra desarrollando esa Secretaría de Estado en materia de manejo de residuos sólidos domiciliarios (2526 al 3207).


-
Diputado Melero, Solicita remitir los antecedentes considerados, para otorgar la autorización sanitaria respectiva a la muestra sobre anatomía humana denominada “Bodies, The Exhibition”, para ingresar cadáveres y restos humanos al país. (2529 al 3167).


-
Diputado Ascencio, Solicita informar sobre la situación de la planta generadora de energía a diesel, que se encuentra en el sector de Degañ, en la comuna de Ancud, perteneciente a la empresa Energy Partners Chile Generadora de Energía Ltda.; en especial, respecto de su condición como planta de respaldo, las oportunidades en que ha funcionado como tal, y de aquellas, en cuántas fue solicitado por dicha empresa, y, también, la mención de las solicitudes pendientes; y, asimismo, acerca de la potencia que genera y las sanciones que se le han aplicado. (2530 al 3211).


-
Diputado Carmona, Solicita informe sobre la situación del aprovisionamiento de vacunas para menores de dos meses en los consultorios de la Región de Atacama (2531 al 3188).


-
Diputado Andrade, Solicita una fiscalización respecto del servicio de agua potable, que presta la empresa Aguas Andinas, en las localidades de La Obra y Las Vertientes, comuna de San José de Maipo (2534 al 2909).



Ministerio de Vivienda y Urbanismo:


-
Diputado De Urresti, Solicita informar sobre factibilidad de que el Parque Urbano de Valdivia sea declarado Proyecto Bicentenario (374 al 1490).



Ministerio Secretaría General de Gobierno:


-
Diputado Vallespín, Solicita informar sobre las razones por las que la Federación Nacional de Árbitros de Chile debe solicitar, nuevamente, su reconocimiento oficial, en circunstancias que fue oportuna y legalmente reconocida por la, en otra época, Dirección General de Deportes y Recreación; sin perjuicio de señalar el procedimiento para que la mencionada federación pueda acceder a fondos concursables. (7571 al 3663).



Ministerio de Planificación y Cooperación:


-
Diputada Cristi doña María Angélica, Monto de los aportes que realizan la Secretaría Nacional de la Discapacidad y otras instituciones, a la Corporación de Ayuda a Personas Ciegas, Bartimeo, de la IX Región. (1790 al 3584).



Ministerio Medio Ambiente:


-
Diputado Ascencio, Solicita informar sobre la situación de la planta generadora de energía a diesel, que se encuentra en el sector de Degañ, en la comuna de Ancud, perteneciente a la empresa Energy Partners Chile Generadora de Energía Ltda.; en especial, respecto de su condición como planta de respaldo, las oportunidades en que ha funcionado como tal, y de aquellas, en cuántas fue solicitado por dicha empresa, y, también, la mención de las solicitudes pendientes; y, asimismo, acerca de la potencia que genera y las sanciones que se le han aplicado. (112385 al 3212).



Servicios:


-
Diputada Pascal doña Denise, Solicita informe respecto de la forma en que se llevó a cabo el proceso de postulación al subsidio de reparación, por los daños originados en el sismo de 27 de febrero de 2010, de los habitantes de la comuna de El Monte (5530 al 3792).


-
Diputado Carmona, Instrucciones impartidas a los inspectores del trabajo para su intervención en los Inflictos colectivos laborales, como la huelga legal en que se encuentran los trabajadores de la empresa Ingecom Limitada, subcontratista de la División El Salvador, de Codelco Chile, en la que habrían impedido la presencia de asesores del sindicato en las etapas de la negociación; y, los informes entregados sobre el desarrollo del conflicto en curso. (705 al 3554).


I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (101)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Aguiló Melo, Sergio
IND
VII
37

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
UDI
VII
38

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Araya Guerrero, Pedro
PRI
II
4

Arenas Hödar, Gonzalo
UDI
IX
48

Ascencio Mansilla, Gabriel
PDC
X
58

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Baltolu Rasera, Nino
UDI
XV
1

Bauer Jouanne, Eugenio
UDI
VI
33

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Bobadilla Muñoz, Sergio
UDI
VIII
45

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Burgos Varela, Jorge
PDC
RM
21

Calderón Bassi, Giovanni
UDI
III
6

Cardemil Herrera, Alberto
RN
RM
22

Castro González, Juan Luis
PS
VI
32

Cerda García, Eduardo
PDC
V
10

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Cornejo González, Aldo
PDC
V
13

Cristi Marfil, María Angélica
UDI
RM
24

Chahín Valenzuela, Fuad
PDC
IX
49

De Urresti Longton, Alfonso
PS
XIV
53

Delmastro Naso, Roberto
IND
XIV
53

Díaz Díaz, Marcelo
PS
IV
7

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Eluchans Urenda, Edmundo
UDI
V
14

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Estay Peñaloza, Enrique
UDI
IX
49

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
30

García García, René Manuel
RN
IX
52

Kort Garriga, Issa
UDI
VI
32

Goic Boroevic, Carolina
PDC
XII
60

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Gutiérrez Pino, Romilio
UDI
VII
39

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Harboe Bascuñán, Felipe
PPD
RM
22

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Latorre Carmona, Juan Carlos
PDC
VI
35

Lemus Aracena, Luis
PS
IV
9

León Ramírez, Roberto
PDC
VII
36

Rosales Guzmán, Joel
UDI
VIII
47

Macaya Danús, Javier
UDI
VI
34

Marinovic Solo de Zaldívar, Miodrag
IND
XII
60

Martínez Labbé, Rosauro
RN
VIII
41

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Molina Oliva, Andrea
UDI
V
10

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
RM
18

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
26

Morales Muñoz Celso
UDI
VII
36

Moreira Barros, Iván
UDI
RM
27

Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
IV
9

Nogueira Fernández, Claudia
UDI
RM
19

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Lozano, Marco Antonio
PPD
V
11

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Pascal Allende, Denise
PS
RM
31

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lahsen, Leopoldo
RN
RM
29

Rincón González, Ricardo
PDC
VI
33

Rivas Sánchez, Gaspar
RN
V
11

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rubilar Barahona, Karla
RN
RM
17

Saa Díaz, María Antonieta
PPD
RM
17

Sabag Villalobos, Jorge
PDC
VIII
42

Sabat Fernández, Marcela
RN
RM
21

Saffirio Espinoza, René
PDC
IX
50

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
PRI
VI
34

Silber Romo, Gabriel
PDC
RM
16

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Teillier Del Valle, Guillermo
PC
RM
28

Torres Jeldes, Víctor
PDC
V
15

Tuma Zedan, Joaquín
PPD
IX
51

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Letelier Aguilar, Cristián
UDI
RM
31

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Vallespín López, Patricio
PDC
X
57

Van Rysselberghe Herrera, Enrique
UDI
VIII
44

Vargas Pizarro, Orlando
PPD
XV
1

Velásquez Seguel, Pedro
IND
IV
8

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
UDI
III
5

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
UDI
XIV
54

Walker Prieto, Matías
PDC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

Zalaquett Said, Mónica
UDI
RM
20

-Asistió el ministro presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señor 
Luciano Cruz-Coke.-







II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 10.09 horas.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor ARAYA (Vicepresidente).- El acta de la sesión 63ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 64ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

El señor ARAYA (Vicepresidente).- El señor Prosecretario dará lectura a la Cuenta.

-El señor LANDEROS (Prosecretario accidental) da lectura a la Cuenta.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Carlos Montes, para referirse a un punto de la Cuenta.

El señor MONTES.- Señor Presidente, ¿cuál es la situación del diputado Alinco?

El señor ARAYA (Vicepresidente).- La sentencia de la Corte Suprema se notificó ayer. 

A partir de este momento, el diputado Alinco está desaforado.

ENVÍO DE PROYECTO A COMISIÓN DE SUPERACIÓN DE LA POBREZA, PLANIFICACIÓN Y DESARROLLO SOCIAL.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Fuad Chahín.

El señor CHAHÍN.- Señor Presidente, la Comisión de Superación de la Pobreza, Planificación y Desarrollo Social acordó solicitar a la Sala que un proyecto de ley que ingresó a tramitación y del que se dio cuenta a la Sala el martes (boletín 7855-13), que dice relación con el establecimiento de una reserva legal de empleos para las personas con discapacidad, que se envió a la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, se remita a la Comisión de Superación de la Pobreza, que está tratando los problemas relacionados con la discapacidad y en la actualidad está discutiendo dos iniciativas originas en mociones sobre la inclusión laboral de las personas con discapacidad.

Conversé con los diputados miembros de la Comisión de Trabajo y todos están de acuerdo en que ese proyecto lo conozca la Comisión de Superación de la Pobreza, Planificación y Desarrollo Social.

Por lo tanto, si existe acuerdo unánime en ambas Comisiones sobre la materia, solicito a su señoría que pida el asentimiento de la Sala para que el proyecto se remita a la Comisión de Superación de la Pobreza, Planificación y Desarrollo Social.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para acceder a la petición del diputado Chahín.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

-o-

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Enrique 
Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, en relación con el horario de las sesiones de los jueves, cabe señalar que para 



muchos de los diputados que vivimos en regiones se nos produce un problema con el tráfico aéreo.

En su momento, el horario de la sesión de Sala de los jueves se fijó a las 10 horas; sin embargo, cada vez empezamos la sesión más tarde. 

Solicito que quede sin efecto la convocatoria de 10.15 a 10.30, es decir, que no se produzca la tolerancia de hasta media hora en el inicio de la sesión. Por algo el tema se debatió en la Comisión de Régimen Interno y el horario de inicio se fijó a las 10 horas.

En nombre de varios diputados que vivimos en regiones, hago presente la molestia que significa no regresar a nuestros hogares los días jueves y solicito que se trate la materia y, ojalá, que se acuerde ese horario por unanimidad.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Diputado Enrique Jaramillo, su señoría sabe que la Mesa ya suprimió un horario alternativo de sesión. 

En consecuencia, le sugiero que pida, a través de su jefe de Comité o de bancada, que se trate el tema en la próxima reunión de la Comisión de Régimen Interno, Administración y Reglamento.
-o-

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Alfonso de Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, un grupo de diputados solicitamos hace varias semanas la creación de una Comisión Investigadora sobre Codelco, pero hasta el día de hoy no se ha podido constituir.

En consecuencia, le pido que nos informe qué Comités aún no han designado a sus representantes para integrar dicha Comisión. 

Si las bancadas no designan representantes, solicito que lo haga directamente la Mesa.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Señor diputado, falta que designen sus representantes la Unión Demócrata Independiente, el Partido por la Democracia y Renovación Nacional. Además, el Partido Comunista debe notificar formalmente que su representante es el diputado Lautaro Carmona. 

En todo caso, si no se cumple con la designación de representantes hasta la próxima semana, la Mesa ejercerá sus atribuciones y nombrará a los representantes que faltan.

El señor DE URRESTI.- Gracias, señor Presidente.

PRÓRROGA DE PLAZO A COMISIÓN DE RECURSOS NATURALES, BIENES NACIONALES Y MEDIO AMBIENTE PARA INFORMAR.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Recabo el asentimiento de la Sala para acceder a la petición de la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente en orden a ampliar en treinta días, a contar de su vencimiento, el 31 de agosto en curso, el plazo conferido para el cumplimiento de su mandato para analizar, indagar y determinar la participación de la empresa estatal Codelco y empresas asociadas en la contaminación ambiental de los habitantes de la comuna de Puchuncaví y de otros lugares en que desarrollan sus actividades.

¿Habría acuerdo para acceder a la solicitud?

Acordado.

-o-

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para acceder a la petición de la Comisión Investigadora sobre el funcionamiento de la educación superior para sesionar simultáneamente con la Sala los jueves, de 10.30 a 12.00 horas.

¿Habría acuerdo?

No hay acuerdo.

Tiene la palabra la diputada señora 
Alejandra Sepúlveda.

La señora SEPÚLVEDA (doña 
Alejandra).- Señor Presidente, pido que los diputados que se han opuesto a la solicitud de la Comisión reflexionen sobre su negativa para que sesionemos los jueves simultáneamente con la Sala, dado que la mayoría de los integrantes de dicha Comisión pertenece a la Comisión permanente de Educación y están bastante complicados con sus horarios; otros estamos participando en varias Comisiones Investigadoras.

En esas circunstancias, solicito a los diputados que reconsideren su posición y accedan a hacer una excepción en este caso, dada la complejidad del tema tan importante que debemos analizar.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Señora diputada, lamentablemente no hay asentimiento para acceder a la petición de su señoría.

RÉPLICA A ALUSIÓN PERSONAL.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Conforme a lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, tiene la palabra el diputado Giovanni Calderón.

El señor CALDERÓN.- Señor Presidente, el día de ayer, el diputado comunista Lautaro Carmona, quien lamentablemente ahora no se encuentra en la Sala, invocando mis declaraciones a un medio de comunicación de la Región de Atacama, textualmente dijo: “Si esto sólo fueran afirmaciones políticas ligeras que representan una suerte de anticomunismo trasnochado, podría tomarlo con el peso de quien viene”, expresando de esa forma un claro menosprecio hacia mi persona. 

En otro oscuro pasaje de su discurso, afirmó que “ni la más mínima desesperación (…) le dan permiso para que él se permita afirmaciones de este tipo”. No contento con ello, comparó mis dichos con los que precedieron al golpe de Estado de 1973. 

Por su intermedio, señor Presidente, creo necesario aclararle al señor Carmona lo siguiente:

El pasado viernes 5 de agosto, cuando me retiraba junto a mi cónyuge del acto ecuménico por el aniversario del accidente de la mina San José, fui violentamente agredido por dos personas de un reducido grupo de manifestantes. Liderando ese grupo de no más de diez personas, estaba el presidente regional de la CUT, un conocido militante comunista al que el señor Carmona aludió en su discurso y cuyo nombre no repetiré para no granjearle más fama de la que merece.

Indagando sobre la identidad de los agresores, otro conocido militante comunista me informó que personeros de esa tienda política pagaban a activistas para participar en las marchas y actos de protesta, con la finalidad de generar un ambiente de inseguridad en la población.

Consultado por el momento de agitación que se vive, y a la luz de los antecedentes recibidos, emití responsablemente mis declaraciones, en ejercicio de la libertad de expresión que nos asiste a todos los chilenos y chilenas, sin proferir ofensa o agravio a persona o institución alguna, de manera firme pero respetuosa. Esa libertad de expresión es la que hoy nuevamente defiendo, precisamente porque constituye la base y condición de todo estado democrático de derecho.

Por su intermedio, señor Presidente, permítame decirle al señor Carmona que para ejercer esa libertad de expresión no se requiere permiso alguno.

Desconozco a qué clase de sociedad aspira mi contradictor, pero créame que si los chilenos tuviéramos que dar aviso o pedir permiso al Partido Comunista para emitir nuestras opiniones no estaríamos precisamente en un régimen democrático.

Pagarle a una persona para participar en un acto político no constituye delito. Sólo habla de la escasa convocatoria de las ideas y de aquellos que necesitan recurrir a esos medios. Pero hacer de mis declaraciones un hecho político sí constituye claramente un acto de mala fe y el abuso de un derecho.

Provengo de una familia modesta entre cuyos miembros hay militantes de los partidos Socialista y Comunista. Personas muy cercanas a mí y a mis afectos sufrieron el exilio, la represión y la persecución política. En 1973 tenía, apenas, 2 años de vida. No voté en el plebiscito de 1980 ni en el de 1988, por no tener la edad necesaria para hacerlo. Fui el único miembro de las bancadas de gobierno que permaneció en esta sala cuando el año pasado se rindió homenaje al ex Presidente Salvador Allende, por considerarlo un necesario gesto de amistad cívica. Quienes me conocen en este Hemiciclo, saben que he defendido con seriedad y decisión los principios de una sociedad libre y democrática. 

Por ello, las declaraciones del señor Carmona no sólo me injurian en lo personal, sino a todas aquellas personas modestas que creen en la democracia y que se han ganado la vida con esfuerzo y honestidad.

De más está decirlo, pero no soy yo el que ha defendido la vía armada o el que ha adherido a regímenes totalitarios y dictatoriales. Por el contrario, mi señora y quién habla sufrimos una agresión absurda y gratuita. Por ello, las expresiones del señor Carmona me recuerdan el viejo refrán del “ladrón detrás del juez”.

Si el señor Carmona se permite decir, con desprecio, que recibe mis dichos “de quien vienen”, tal vez sea bueno que sepa de quién provienen. 

Provienen de un profesional, de un abogado formado en una escuela pública, en un liceo público -el Instituto Nacional- y en una universidad de esas que llaman tradicionales, que pagué hasta el último peso, con mi trabajo. Soy un profesional con estudios de posgrado que también pagué con el fruto de mi esfuerzo, pues no gocé de beca ni beneficio alguno del gobierno de la época. Como verá, algo conozco de educación pública.

No me amedrentan ni me amedrentarán las acciones de violentistas ni los dichos termocéfalos y escandalizantes de algunos. Seguiré defendiendo con la misma seriedad y compromiso los valores de la sociedad libre y democrática a la que aspiro, tal como en el pasado, incluso a costa de su propia vida, hicieron grandes servidores públicos del partido al que con orgullo pertenezco: la UDI.

Finalmente, quiero manifestar que creo firmemente en la democracia, en sus reglas y en sus principios. Por eso, en el momento de agitación social que el país enfrenta por estos días, hago un sincero y ferviente llamado a los dirigentes de todos los partidos políticos, en particular a los del Partido Comunista, a someterse a las reglas de la democracia, a moderar el lenguaje y las actitudes, buscando caminos de entendimiento y no de enfrentamiento y, en fin, a velar con altura de miras…

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Diputado Calderón, ha terminado su tiempo.

El señor CALDERÓN.- …por el bien superior de Chile y de los chilenos, más allá del pequeño provecho político del momento.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Fernando Meza.

El señor MEZA.- Señor Presidente, sólo quiero hacer una observación, tal vez anecdótica.

Ayer, de manera súbita, la Presidencia, que no la ejercía su señoría en ese momento, cortó abruptamente al diputado Lautaro Carmona. Y en este caso, siguió hablando el diputado Giovanni Calderón, a pesar de que había concluido su tiempo.

-Hablan varios señores diputados a la vez.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- La Mesa ha tomado nota de su alcance, diputado Meza.

-o-

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Alejandra Sepúlveda.

La señora SEPÚLVEDA (doña 
Alejandra).- Señor Presidente, sólo quiero informar a los diputados que conforman la Comisión Investigadora sobre el funcionamiento de la educación superior que nos reuniremos a las 10.30 horas en la sala de la Comisión de Educación, para funcionar en Comité.

V. ORDEN DEL DÍA

PROMOCIÓN DE PRESENTACIONES DE MÚSICA EN VIVO. Modificación de la ley 
N° 19.925, sobre Expendio y Consumo de Bebidas Alcohólicas. Primer trámite constitucional.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, iniciado en mensaje, que modifica la ley N° 19.925, sobre Expendio y Consumo de Bebidas Alcohólicas, con el objeto de promover las presentaciones de música en vivo, con urgencia calificada de suma.

Diputado informante de la Comisión de Gobierno Interior y Regionalización es el señor Celso Morales.

Antecedentes:

-Segundo informe de la Comisión de 
Gobierno Interior y Regionalización, boletín N° 7449-11, sesión 61ª, en 2 de agosto de 2011. Documentos de la Cuenta N° 13.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado informante.

El señor MORALES (de pie).- Señor Presidente, la Comisión de Gobierno Inte-
rior y Regionalización me ha encomendado informar, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.925, sobre Expendio y Consumo de Bebidas Alcohólicas, con el objeto de promover las presentaciones de música en vivo, de origen en un mensaje y con urgencia calificada de suma.

De los artículos que no han sido objeto de modificaciones ni de indicaciones.

El propósito de esta constancia es hacer operable aquella norma contenida en el 
artículo 131, inciso segundo, del Reglamento de la Cámara de Diputados, esto es, que se declararán aprobados, ipso iure, aquellos artículos del proyecto que no hayan sido objeto de indicaciones en la discusión del primer informe, ni de modificaciones en el segundo, salvo que se trate de normas que para su aprobación requieran quórum especial, en cuyo caso deberán votarse en particular.

La iniciativa en informe consta de un artículo único, compuesto de dos números, los cuales han sido motivo de indicaciones, por lo que respecto de ellos no cabe la aplicación de la norma contenida en el artículo 131, inciso segundo, del Reglamento de la Corporación.

Por otra parte, debo hacer presente que ambas modificaciones propuestas son de rango legal común.

En lo que respecta a las indicaciones rechazadas por la comisión o declaradas inadmisibles, debo precisar que en la primera de estas situaciones se encuentran las que paso a señalar:

a) Una indicación de la diputada señora María Angélica Cristi y de los diputados señores Pedro Araya, Mario Bertolino, 
Rosauro Martínez, Joel Rosales y Germán Verdugo, para reemplazar el número 1) del artículo único, por el siguiente:

“1) Reemplázase su letra C) por la siguiente:

“C) RESTAURANTES DIURNOS o NOCTURNOS, con expendio de bebidas alcohólicas a los clientes que concurran a ingerir alimentos preparados, podrán realizar espectáculos artísticos consistentes en música en vivo, sin amplificación.

Valor patente: 1,2 UTM.”.”.

Al respecto, el señor Valencia, asesor legislativo del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señaló que la indicación agrega a esta categoría a los restaurantes nocturnos, posibilidad que fue descartada por el Ejecutivo en la redacción original del proyecto, pues resulta redundante respecto de ese tipo de establecimientos, los que en virtud de su propia autorización o patente, que se extiende a la música con amplificación, no requieren de una nueva autorización para contar con música sin amplificación. En cambio, hoy, los restaurantes diurnos carecen de esa autorización y, justamente, el propósito del proyecto de ley es concedérselas, como un accesorio a su patente principal.

b) Indicación del diputado señor Alberto Robles, para agregar, en el señalado número 1), al final de la oración propuesta, a continuación de su punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.) la siguiente: “Siempre que cuente con la autorización del Concejo, de acuerdo con lo dispuesto en la letra ñ), del artículo 65 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.”.

Al respecto, hubo consenso en considerar que no resulta necesario agregar la frase propuesta, pues, por tratarse de una patente municipal, ya cuenta con el parecer del concejo para su otorgamiento.

c) Una nueva indicación de la diputada señora María Angélica Cristi y de los diputados señores Pedro Araya, Mario Bertolino, Rosauro Martínez, Joel Rosales y Germán Verdugo, para reemplazar el número 2) del artículo único del proyecto de ley, por el siguiente:

“2) Agrégase la siguiente letra Q):

“Q) PATENTES DE MÚSICA EN VIVO, establecimientos con expendio de bebidas alcohólicas y venta de comidas, según el tipo de patente principal, donde se realicen las presentaciones de música en vivo. 

Valor Patente: 3,5 UTM.

Esta patente sólo podrá otorgarse como accesoria a los establecimientos que cuenten con algunas de las patentes establecidas en las letras C) o E) de este artículo. Esta patente se concederá en la forma que determina el artículo 5°, previo cumplimiento de los requisitos de zonificación y distanciamiento establecidos en el artículo 8° cuando corresponda, en las normas sobre emisión de ruidos en las ordenanzas municipales respectivas, especialmente se dará cumplimiento al decreto N° 146, de 1997, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, o la que lo reemplace, además de las exigencias sobre condiciones acústicas contenidas en la ordenanza General de Urbanismo y Construcciones y en el decreto N° 10/10, de 2010, del Ministerio de Salud.

La municipalidad podrá siempre caducar la patente accesoria, si existe comprobación de ruidos molestos por la autoridad competente y no concederá esta patente accesoria a aquellos establecimientos que funcionen en conjuntos habitacionales o barrios residenciales.”.”.

Al respecto, el señor Valencia, señaló que, en primer término, la indicación excluye a los salones de té y cafeterías (letra Ñ, del artículo 3° de la ley que se modifica), los que habían sido justamente incorporados en virtud de una indicación del Ejecutivo a propuesta de la Comisión, y respecto de los cuales es necesario conservar la autorización. 

Por otra parte, enumera ciertos requisitos para la obtención de la patente accesoria, los que, sin embargo, ya se encuentran contenidos en el texto inicialmente aprobado por la Comisión, con una redacción más precisa y concisa. Y, en tercer término, mediante la introducción de un inciso final, la indicación contempla la opción de la municipalidad de caducar la patente, en circunstancias que esa facultad le es propia sin necesidad de esta expresión, por lo que no es pertinente incorporarla en este punto.

d) Indicación del diputado señor Alberto Robles, para agregar, al final de la letra Q) propuesta respecto del número anterior, a continuación de su punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Siempre que cuente con la autorización del Concejo, de acuerdo con lo dispuesto en la letra ñ), del artículo 65 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.”.

Al respecto, se reiteraron los argumentos planteados al tratar la indicación señalada en la letra b) de este acápite, por tratarse exactamente de la misma disposición antes propuesta.

Por las razones indicadas, el texto que la Comisión viene en someter a la consideración de esta Sala en este trámite es exactamente igual al contenido en su primer informe.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Pepe Auth.


El señor AUTH.- Señor Presidente, en las últimas décadas, la industria de la música ha cambiado radicalmente al reducirse de manera muy significativa el umbral de acceso a la producción de discos. Hoy, para cualquier artista, es infinitamente más fácil grabar un disco. Al mismo tiempo, la proporción de los ingresos que aporta la venta de discos a los artistas se ha ido reduciendo progresivamente. Y todos sabemos que el componente esencial en la vida de un artista de la música lo dan justamente las presentaciones en vivo, los conciertos y los recitales. 

De ahí la importancia del proyecto, porque expande las posibilidades de realizar presentaciones en vivo, que hoy son muy escasas en nuestro país, por la falta de salas para realizar conciertos y porque la únicas entidades que tienen la posibilidad legal de aceptar o promover presentaciones en vivo son, precisamente, aquellas que tienen patentes de cabaré.

Es evidente que la actividad de los cabarés es completamente distinta, en su connotación social, calidad y aporte a la identidad nacional, a la música. 

Por eso, me parece extraordinariamente positiva la idea -que aplaudo entusiastamente- de crear una patente accesoria a la cual puedan acceder cafés, restaurantes diurnos, bares, etcétera, que tengan patentes de alcohol y, adicionalmente, puedan desarrollar esta actividad de manera unplugged, desenchufada, es decir, sin amplificación. 

Quienes estamos interesados en tener un país con más desarrollo cultural e identidad, obviamente aplaudimos todo lo que favorezca el desarrollo de la actividad artística y, en particular, de la música. Por lo tanto, no podemos sino respaldar activamente la iniciativa.

Creo que están bien resguardos los riesgos que podría haber tanto en materia de la preservación de la no proliferación de patentes alcohólicas, como del control de la emisión de ruidos. 


Por las razones expuestas, en lo que respecta a mi bancada, votaremos favorablemente la iniciativa.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora María Angélica Cristi.

La señora CRISTI (doña María Angélica).- Señor Presidente, lo que diré a continuación lo he expresado en reiteradas oportunidades, pero la situación me obliga a plantearlo y repetirlo una vez más, debido a que todas las indicaciones que presentamos para tratar de hacer más acucioso el proyecto y efectivo, sin crear condiciones adversas, fueron rechazadas.

¿Cuáles son las principales observaciones? En primer lugar, a pesar de que el proyecto me parece positivo, porque es interesante promover la música, me pregunto: ¿por qué la música en vivo debe ir asociada a una patente de alcohol? ¿Qué ocurre en el caso de que un local no tenga esta patente y quiera presentar música en vivo? ¿Significa que queda restringido? Es una primera situación que me parece adversa.

Ahora bien, ante el hecho de que esta modificación esté asociada a una patente de alcoholes, me hace pensar que hubo algún interés de parte de los dueños de restaurantes, cantinas, bares u otros para promover su venta. Sin embargo, esta Cámara se encuentra abocada a tratar de reducir el consumo excesivo de alcohol. Por ejemplo, estamos modificando la ley de Tránsito, se está viendo un programa integral, etcétera. Por eso, me parece que existe una contradicción que la iniciativa esté amarrada al consumo de alcohol.

El número 1) del artículo único expresa: “Incorpórase en su letra C), a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración:

“Los Restaurantes Diurnos que cuenten con este tipo de patentes podrán realizar espectáculos artísticos consistentes en música en vivo, sin amplificación.”.

¿Por qué no podrían tener amplificación si reúnen las condiciones para ello? Hay muchos restaurantes diurnos que perfectamente podrían presentar actividades con música con amplificación, pero aquí se circunscribe a los restaurantes diurnos a que tengan música sin amplificación.

Más adelante, el número 2) establece: “Q) PATENTES DE MÚSICA EN VIVO, establecimientos con expendio de bebidas alcohólicas y venta de comidas, según el tipo de patente principal, donde se realicen las presentaciones de música en vivo.”. Nuevamente, incluye a los restaurantes diurnos y nocturnos -la letra C)-, a las cantinas, bares, tabernas, cabarés, etcétera -letra E)-, y a las cafeterías y salones de té, incluidas en la letra Ñ).

¿Por qué pedimos suprimir la letra Ñ), que comprende a los salones de té y cafete-
rías? Si bien es cierto la letra C) abarca a los restaurantes, de alguna manera regulados en la ley, y ubicados en lugares determinados 
-aunque no tanto-, y la letra E) comprende a los bares y cantinas, también regulados como patentes limitadas y con distanciamiento de ciertos sectores, pero la letra Ñ) incluye a las cafeterías y salones de té, que están ubicados en todas partes de la ciudad y no tienen ninguna restricción. Me parece bien que no la tengan, porque es muy agradable es contar con una cafetería o salón de té en una plaza o en una esquina de cualquier barrio, porque no molesta a nadie. Sin embargo, el día en que puedan presentar música en vivo la situación va a cambiar. ¿Quién asegura que esas cafeterías o salones de té no presenten música en vivo? El proyecto de ley les ofrece esa posibilidad, sin ninguna restricción. 

Con una de las indicaciones rechazadas, justamente pedíamos suprimir la referencia a la letra Ñ), y todavía considero un error incluirla. 

La normativa dispone que las patentes se concederán en la forma que determina el artículo 5º de la ley. Es decir, se avanzó con el objeto de que el municipio tenga algo que ver con la concesión de las patentes, porque, en un principio, no tenía ninguna atribución. 

El proyecto también precisa que esta patente se concederá en la forma que determina el artículo 5º, previo cumplimiento de los requisitos de zonificación. Pero, ¿qué pasa con esos requisitos? Ninguna de las patentes aludidas está incluída en el artículo 8º en materia de zonificación, que establece que esto se determinará en el respectivo plano regulador. Todos sabemos lo complicado que es un plano regulador y lo difícil que es determinar los lugares donde se van a instalar los establecimientos con patente de ventas de alcohol. 

Por lo tanto, a la larga, la norma no va a resguardar que la música en vivo que se pretende promover no se transforme en un inconveniente para la comunidad. 

También se alude a las normas sobre emisión de ruidos. En efecto, el proyecto de ley lo señala, y aunque un abogado sostenga que es una redundancia, si la emisión de ruidos no es controlada por el Servicio Nacional de Salud entonces no tiene ninguna efectividad. Hay más de 4 mil denuncias por ruidos molestos. En la ciudad de Santiago se presentan a cada minuto. Todos sabemos lo difícil que es comprobar si un local cumple o no con la cantidad de decibeles permitidos. De hecho, hay cafeterías, salones de té y otros establecimientos que funcionan en carpas, insertos en barrios residenciales, que vuelven locos a los vecinos y vecinas, quienes se desesperan. Cuando llegan los representantes del Servicio de Salud del Ambiente, al establecimiento le conceden seis meses para que repare la situación, lo que significa crear una estructura sólida, acondicionada para no producir ruidos molestos, y recién en ese momento, si la municipalidad se muestra de acuerdo, se puede acceder a una patente para presentar música. 

Además, no es cierto que una municipalidad pueda caducar la patente de un recinto porque presenta ruidos molestos. El único organismo que lo puede hacer es el Servicio de Salud del Ambiente, que cuenta con los medidores de los niveles de ruido o de los decibeles permitidos. Si no se cumple con la normativa, los responsables pueden ser citados al juzgado de policía local para que, después de mucho tiempo, se pueda cancelar una patente por producir ruidos molestos. 

Mi mayor preocupación apunta justamente a que la norma sea efectiva; es decir, estoy de acuerdo en que haya música en vivo, pero que ésta no afecte a la comunidad, que no haya ruidos molestos en los sectores residenciales, situación que actualmente se produce de manera recurrente, porque siempre se presentan reclamos por este motivo, ya que se afecta la tranquilidad de las personas en forma considerable.

La alusión a las ordenanzas municipales me parece excelente. Pero, ¿por qué entonces la ley no especificó que todas las municipalidades deberán elaborar una ordenanza municipal en que se fijen los lugares en que se pueda presentar música en vivo? Habría sido más simple y nos habríamos ahorrado mucha discusión y un montón de problemas. 

La ley no dice que las municipalidades deban dictar una ordenanza, sino que se refiere a las municipalidades que tengan una ordenanza sobre ruidos molestos. Revisamos casi todas las ordenanzas de Chile relacionadas con el tema, de distintos municipios, y constatamos que muy pocas tienen una ordenanza ajustada a la situación planteada en el proyecto de ley. 

Aclaro que no estoy en contra del proyecto, sino que considero que podría haber sido mucho más simple si se hubiera entregado esa responsabilidad a las municipalidades, para que sus ordenanzas determinaran en qué lugar pueden realizarse presentaciones de música en vivo, con o sin amplificación.

No puede dejar de decir que tengo otras dudas. Por ejemplo, ¿qué significa “sin amplificación”? ¿Una guitarra eléctrica sin amplificación? ¿Un grupo de mariachis sin amplificación? ¿Qué es música sin amplificación? ¿Por qué no se consideró la música ambiental, que también es importante? Encuentro muy agradable esa música. 

La letra O) del artículo 3° de la ley que modificamos, que se refiere a las discotecas, dice claramente que debe haber una ordenanza que determine en qué lugares pueden establecerse discotecas autorizadas con música en vivo. De hecho, todos sabemos que, a pesar de que la ley menciona una ordenanza y que debe ser establecida por la municipalidad, ayer escuchamos que, en cierto lugar del país, algunos vecinos reclamaban por el hecho de que se instalaría una discoteca cerca de sus viviendas, lo que alteraría la vida y la tranquilidad de sus barrios. 

Siento que una buena idea, como es promover la música en vivo y lograr un entorno adecuado para que la gente goce y disfrute de la música, se enreda con complicaciones innecesarias. Lo más sencillo habría sido una ordenanza municipal, porque cada comuna tiene características distintas de las demás. Algunas tienen muchos restaurantes de turismo. ¿Qué pasó con esos restaurantes? No figuran, pero también debieron ser incluidos, para que pudieran presentar música en vivo sin necesidad de contar con patente de cabaré. Pero la ley no le ofrece la posibilidad. 

En mi modesta opinión, el proyecto de ley se complicó, y corre el riesgo de que se convierta en una ley que va a interferir en la tranquilidad de quienes residen en sectores habitacionales. Que las cafeterías y salones de té puedan tener patente para presentar música en vivo puede transformarse en algo de locos. Como lo pidieron los propios concejales y los alcaldes, hubiera sido más simple dejarlo establecido en una ordenanza municipal, para que cada municipio, de acuerdo a sus características, determine en qué lugares puede haber música en vivo o ambiental, etcétera. Así habríamos tenido una normativa muy fácil de aplicar y de controlar.

Finalmente, por su intermedio, señor Presidente, pido al ministro que creo que se trata de una buena idea, pero que se aterrizó en forma más complicada de lo necesario y puede crear problemas a la comunidad.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Orlando Vargas.

El señor VARGAS.- Señor Presidente, este proyecto de ley abre muchas oportunidades de trabajo a los artistas y músicos callejeros que tocan en las calles de las ciudades, en las micros o en el Metro. Esta normativa les abre las puertas para estabilizarse en algún local o establecimiento que cuente con patente de alcoholes, como los pubs o restaurantes.

El proyecto también soluciona un problema medioambiental, porque cuando alude a música en vivo, sin amplificación, se refiere a instrumentos acústicos, como guitarras, charangos, congas, bongós, etcétera, que se pueden escuchar sin amplificación. 

Además, las municipalidades tendrían menos problemas con el control de los ruidos ambientales fuertes. Los vecinos muchas veces se quejan del sistema de amplificación de pubs muy pequeños, lo cual se puede apreciar en todas las ciudades.

Por lo tanto, el proyecto es positivo, porque ayudará a sacar a los músicos de las calles para ubicarlos en esos locales o establecimientos. 

Muchos estarán de acuerdo conmigo en que es muy grato concurrir a un restaurante o asistir a una velada donde se pueda escuchar música unplugged interpretada por artistas con guitarra, a un trío de cantantes o a un grupo folclórico, porque así se hacen mucho más amenas las reuniones, almuerzos, cenas, etcétera. 

Debemos ponernos del lado los músicos. Por lo demás, con este proyecto que no se perturbará la acústica, el medio ambiente ni el buen convivir de la población, que muchas veces se queja por los ruidos molestos. 

Por lo tanto, anuncio que apoyaré el proyecto, porque lo considero una iniciativa positiva.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ramón Farías.

El señor FARÍAS.- Señor Presidente, tal como lo han planteado mayoritariamente mis colegas, el proyecto de ley que nos ocupa viene a corregir algunos problemas que no habían sido atendidos.

Si durante la semana, un fin de semana o un día festivo se concurre a un local de Valparaíso o Viña, del litoral en general, o de Santiago, como el Mercado Central, etcétera, vamos a encontrar a músicos que cantan, tocan sus guitarras y se pasean por entre las mesas, pero resulta que a nadie se le había ocurrido que esos músicos no contaban con permiso y, por lo tanto, en estricto rigor, esos establecimientos no podían contar con el servicio de esos músicos para que entretuvieran a la clientela porque, insisto, no estaba contemplado en la ley. Por lo tanto, estábamos ante una “ilegalidad”, pero todo el mundo miraba para el techo, porque se apreciaba que ello no era una molestia para los clientes.

Ahora, a través de este proyecto, se intenta regular esa situación, lo que me parece bien, con algunas salvedades relacionadas con que los restoranes diurnos son los que van a poder contar con este tipo de patente, con música en vivo sin amplificación. Además, agregamos y subrayamos que se respetara la zonificación y los distanciamientos establecidos en el artículo 8° de la ley N° 19.925, relacionada con la emisión de ruidos y zonas en las que podrán instalarse esos establecimientos, que estará determinado a través de ordenanzas municipales. Ésa es una manera de proteger la tranquilidad de la comunidad, para que no ocurra lo que temían algunos y que, por ejemplo, algún restaurante presentara música en vivo que, aunque no tuviera amplificación, igual produjera molestias a los vecinos. Eso nunca va a ocurrir, porque deben establecerse la zonificación, los distanciamientos y, además, respetar las normas sobre emisión de ruidos. En consecuencia, no habrá problemas en ese sentido. La norma está bien elaborada.

Ahora, ¿cuál es la falencia? Me gustaría que el señor ministro me pudiera responder una consulta, que también formulé en la Comisión y que, a mi juicio, no quedó suficientemente aclarada. 

¿Qué ocurre con aquellos restaurantes familiares -conozco varios- en los que, a la hora de almuerzo, por ejemplo, hay un músico que toca un órgano, que necesita electricidad para funcionar, que no es una orquesta ni emite ruidos que vayan más allá de lo permitido? Entiendo que, según esta futura norma, eso no estaría permitido. Entonces, tendríamos que prohibir la interpretación musical de esas personas que con su teclado amenizan un almuerzo familiar en ciertos establecimientos.

¿Cuál es la visión del ministro respecto de esos casos? Se pretende cautelar que, por ejemplo, un grupo rock o punk se ponga a tocar en un restaurante a mediodía, que moleste a los vecinos y transgreda todas las normas. En el fondo, se busca garantizar que los músicos populares puedan tocar en distintos restaurantes. Pero se presenta un problema que podría ser importante, porque muchos locales familiares cuentan con el servicio de un tecladista cuyo instrumento funciona con electricidad; es decir, funcionan con amplificación, pero no es molesta. 

Escuchamos a los músicos, a sus organizaciones y, en general, todos están de acuerdo en apoyar este proyecto, de manera que se transforme en ley, para reglamentar una realidad en la que actualmente existe una especie de laissez faire, en que se deja hacer, porque esto no está normado.

Además, se va a pagar una patente y el municipio dará la autorización, si se cumplen con todos los requisitos, porque no se trata simplemente de pagar una patente. Se protegió el tema de la patente y que los municipios no pierdan la autonomía que tienen en la actualidad para otorgar o no una patente determinada.

Anuncio que votaré a favor del proyecto, pero espero que el ministro Cruz-Coke me aclare la duda planteada, que no sólo fue expresada por quien habla, sino también por otros miembros de la Comisión.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Celso Morales.

El señor MORALES.- Señor Presidente, sólo quiero manifestar que la discusión que se generó en la Comisión fue única y exclusivamente en torno a si la autorización de las patentes debía otorgarse con participación del consejo municipal, y todos los miembros acordaron que así debía ocurrir.

Este proyecto constituye una ayuda real, especialmente a los músicos de regiones y de provincias, donde no existen centros culturales que puedan acoger la actividad que realizan los diferentes artistas, no solamente locales, sino también los que vienen de otras regiones, en particular de la Región Metropolitana.

Hago un llamado a que, ojalá, podamos despachar rápidamente este proyecto, porque no tan sólo ayuda a promover el tema cultural, sino que también posibilita que en las regiones los artistas tengan un espacio en que puedan mostrar sus diferentes aptitudes artísticas.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Enrique Jaramillo.
El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, saludo al señor ministro Cruz-Coke. Es poco usual contar con la presencia de ministros en la discusión de proyectos, particularmente en las sesiones que se celebran los jueves, de modo que es muy valiosa su presencia.

Me han llamado mucho la atención las intervenciones de los diputados y diputadas del Partido por la Democracia. Parece que esta bancada está muy ligada al mundo artístico y cultural. Hago esa mención, porque me parecieron muy interesantes las intervenciones de mis colegas de bancada, así como también de muchos otros diputados.

Por su intermedio, señor Presidente, quiero decirle a la diputada Cristi que mi modesta opinión difiere con la suya -como ella manifestó-, porque creo que entraba el proyecto.

También respaldo la duda del diputado Farías -a lo mejor, el señor ministro la aclara- referente a los instrumentos electrónicos cuando se trata de música en vivo y electrónica, especialmente. El proyecto establece que ciertos establecimientos podrán realizar espectáculos artísticos con música en vivo, pero sin amplificación, lo que eventualmente podría afectar a ciertos artistas.

Considero que los artistas requieren el lugar mismo en que se realice la actividad, y por esa razón están pendientes de este proyecto, que se ha dilatado más de lo debido. Por eso, es importante la opinión del diputado informante y son muy adecuadas las indicaciones del Ejecutivo. 

Se crea una nueva figura que permite la promoción de la música en vivo en esos establecimientos, lo cual implica dar mayores oportunidades de trabajo a los artistas, especialmente a los callejeros, y una atracción para esos locales.

Por ello, a mi gusto, una solución adecuada fue crear esta nueva patente accesoria de salones de música en vivo. De esa forma, no es necesaria la patente de cabaré y, entonces, podrán ejecutarse legalmente dichas actuaciones. Obviamente, considero que al momento de otorgarla, la autoridad municipal correspondiente deberá cerciorarse -eso implica una responsabilidad más para los municipios- de a quién se le otorga y que disponga de las instalaciones adecuadas para que los ruidos no molesten a los vecinos, quienes reclamaron cuando se trató este proyecto en el Congreso Nacional. Por lo tanto, con él no se debe perturbar el descanso o desarrollo de otras actividades en los alrededores del local. En todo caso, estimo que con los resguardos adecuados no se verá perturbado el entorno. 

La iniciativa debería tener un buen final y seguramente será aprobada por unanimidad. Es lo que se concluye de las intervenciones de los diputados y de las diputadas. 

Aunque espero la aclaración del ministro a la inquietud del diputado Farías, anuncio que aprobaré el proyecto. 

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el ministro Luciano Cruz-Coke.

El señor CRUZ-COKE (ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes).- Señor Presidente, aprovecho la ocasión para saludar la incorporación a esta honorable Cámara del ex director regional de Cultura de la Región de O’Higgins, señor Issa Kort. Tengo la mejor opinión de él y estoy seguro que su aporte será valioso, no sólo para esta Corporación sino también para el país y, en particular, para el sector cultural. El diputado Kort se integró a la Comisión de Cultura y de las Artes, donde espero que aporte toda su experiencia. 

Entrando en materia, el proyecto que nos convoca vuelve a la Sala después de haber sido aprobado dos veces por la Comisión de Gobierno Interior y Regionalización, sin que hayan sido acogidas las indicaciones referentes a las normas de emisión de ruido y a la eventual vulneración de las competencias propias de los concejos municipales, por estar ambas contenidas en el proyecto, en los dos casos no se afecta ninguna de las atribuciones establecidas en las leyes.

El proyecto apunta a corregir la limitación que existe para acceder a las patentes de cabarés, nomenclatura bastante antigua. Para tal efecto, se introduce una modificación que permite a titulares de otras patentes -que no es del caso detallar- acceder a una para cabaré, como un derecho accesorio, cuestión que se materializara pagando el respectivo valor. Esta nueva patente se llama de “salones de música en vivo”. 

De más está señalarles la importancia 
-como bien señalaban los señores diputados- de las presentaciones en vivo para los músicos nacionales, en particular, para los de regiones, debido a que buena parte de la infraestructura cultural que permite acoger este tipo de expresiones musicales se encuentra focalizada en Santiago, dejando en una posición muy desmejorada a los artistas de regiones, particularmente por la diversidad climática y geográfica de nuestro país. 

Aclararé algunos puntos que preocupan a algunos señores diputados.

Respecto de lo que señaló el diputado 
Orlando Vargas, efectivamente este proyecto entrega a los artistas que se encuentran en una posición de vulnerabilidad, tal vez, como los callejeros, que no encuentra lugares donde presentarse, la posibilidad de estabilizarse, de tener una renta más permanente, proveyéndolos de lugares de mayor dignidad para sus presentaciones. 

Por su parte, el diputado Ramón Farías, miembro también de la Comisión de Gobierno Interior, preguntó qué iba a suceder con aquellos locales diurnos, lugares a los que acuden familias, que son muy agradables, y que, de pronto, necesitan un teclado. Por el solo ministerio de la ley, una persona puede tocar música acústica, esto es, sin amplificación. Sin embargo, si el locatario paga el valor de la patente accesoria, también puede tener música con amplificación. Por tanto, la inquietud del señor diputado también está contenida en el proyecto.

Por otra parte, valoro mucho los dichos de la diputada señora Cristi, tengo un gran aprecio por la diputada; pero, en este caso, creo que se equivoca, ya que sus objeciones están resueltas en el proyecto, y así lo señaló dos veces la Comisión de Gobierno Interior.

Aprovecho la ocasión para agradecer la voluntad que tuvieron los miembros de la Comisión de Gobierno Interior de la Cámara para sacar adelante el proyecto; también la importancia que le asignó la Sociedad Chilena del Derecho de Autor y el acuerdo que logramos con la comisión de Concejales de la Asociación Chilena de Municipalidades.

Por último, con la aprobación de este proyecto el país dará un paso muy importante, ya que así se dará dignidad y mayores oportunidades a sus artistas, de acuerdo con el talento y el aporte que hacen a nuestra sociedad.

Muchas gracias.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre el proyecto en los siguientes términos:

El señor MELERO (Presidente).- Corresponde votar, en particular, el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que modifica la ley Nº 19.925, sobre expendio y consumo de bebidas alcohólicas, con el objeto de promover las presentaciones de música en vivo.

Hago presente que todas las normas del proyecto son propias de ley simple o común.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 69 votos; por la negativa, 2 votos. Hubo 4 abstenciones.

El señor MELERO (Presidente).- Aprobado

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Araya Guerrero 
Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Browne Urrejola Pedro; Cerda García Eduardo; 
Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Díaz Díaz Marcelo; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza 
Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; 
García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Jaramillo Becker 
Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rojas 
Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Schilling Rodríguez Marcelo; 


Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia 
Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Vidal Lázaro Ximena; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward 
Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Tarud Daccarett Jorge; Letelier Aguilar Cristian.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Hasbún Selume Gustavo; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Squella Ovalle Arturo.

MODIFICACIÓN DE LA LEY N° 19.712, DEL DEPORTE. Primer trámite constitucional.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Corresponde tratar, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley, iniciado en mociones refundidas, que modifica diversos artículos de la ley N° 19.712, del Deporte, con urgencia calificada de simple.

Diputado informante de la Comisión Especial de Deportes es el señor Celso Morales. 

Antecedentes:

-Moción, boletines N° 4871-29, sesión 124ª, en 24 de enero de 2007. Documentos de la Cuenta N° 15; 

-N° 3455-04, sesión 50ª, en 22 enero de 2004. Documentos de la Cuenta N° 10; 

-N° 4783-29, sesión 112ª, en 2 de enero de 2007. Documentos de la Cuenta N° 21.

-N° 6143-04, sesión 86ª, en 8 de octubre de 2008. Documentos de la Cuenta N° 9.

-N° 7230-29, sesión 80ª, en 29 de septiembre de 2010. Documentos de la Cuenta N° 8.

-N° 4522-29, sesión 75ª, en 13 de septiembre de 2006. Documentos de la Cuenta N° 6.


-N° 5519-29, sesión 111ª, en 4 de diciembre 2007. Documentos de la Cuenta 
N° 21.

-N° 7378-29, sesión 117ª, en 20 de diciembre de 2010. Documentos de la Cuenta N° 6.
-Informe de la Comisión Especial de Deportes, sesión 53ª, en 7 de julio de 2011. Documentos de la Cuenta N° 4.
El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Celso Morales.

El señor MORALES.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión Especial de Deportes paso a informar, en primer trámite constitucional, sobre el proyecto de ley, iniciado en mociones refundidas, que modifica diversos artículos de la ley N° 19.712, del Deporte.

Las mociones que dieron origen al proyecto -algunas llevan entre tres y cuatro años en la Comisión- se encuentran individualizadas en el informe que sus señorías tienen en sus pupitres electrónicos y están contenidas en los boletines 4871-29, 7230-29, 7378-29, 4522-29, 5519-29, 4783-29, 3455-04 y 6143-04.

Como se señala en las mociones que la Comisión solicitó a la Sala refundir, de la nueva institucionalidad que se creó bajo el alero de la ley del Deporte, que se aprobó luego de una larga discusión en 2001, ha sido considerada como una de las innovaciones más importantes realizadas recientemente a fin de crear las condiciones idóneas para, tanto la práctica deportiva, masiva y recreacional, como la competitiva y de alto rendimiento, puedan desarrollarse adecuadamente. Siguiendo la experiencia extranjera, se crearon una institucionalidad pública y un conjunto de instrumentos de gestión para facilitar y estimular el trabajo de las organizaciones deportivas.


Sin embargo, a juicio de los autores de las mociones refundidas, los objetivos no han podido ser satisfechos plenamente, debido, entre otras razones, a rigideces normativas que deben ser eliminadas, puesto que inhiben el cabal cumplimiento de los fines buscados. 

Para superar esas rigideces, el proyecto busca dotar a la ley de mecanismos más idóneos y flexibles para cumplir los objetivos para los cuales fue diseñada.

La Comisión, en su sesión de 18 de mayo del presente año, aprobó en general, por la unanimidad de los once diputados presentes, los proyectos refundidos.

Durante su discusión general, el subsecretario de Deportes, don Gabriel Ruiz-Tagle, manifestó la disposición del Ejecutivo a explorar diversos perfeccionamientos a la Ley del Deporte, para hacerla más operativa. Sin embargo, agregó que no compartía algunas de las modificaciones propuestas en las mociones, por las razones que da cuenta su discusión particular y que consta en el informe que tienen los señores diputados en sus pupitres electrónicos. 

Por su parte, los diputados integrantes de la Comisión Especial de Deportes manifestaron su disposición para avanzar en perfeccionamientos a la Ley del Deporte. Estimaron que los proyectos refundidos constituyen un primer paso en esa dirección. Por eso, aprobaron por unanimidad la idea de legislar en esta materia y concordaron en perfeccionar sus contenidos en la discusión particular, los que constan en las modificaciones introducidas en el texto final de que da cuenta el informe. 

Las modificaciones acordadas por vuestra Comisión inciden en los artículos 5°, 39 y 44 de la ley N° 19.712, conocida como Ley del Deporte. 

Ellas dicen relación con el fomento de la práctica del deporte por los establecimientos educacionales a sus alumnos, a fin de que tengan las facilidades para competir en actividades de alto rendimiento, como también a árbitros, jueces y técnicos, en cualquier actividad deportiva oficialmente patrocinada por una federación o asociación. Esto está respaldado, porque no existían las facilidades del caso, especialmente para los árbitros, jueces y técnicos de los respectivos establecimientos educacionales.

Por otra parte, se modifica la periodicidad con que las instituciones deportivas deben elegir a sus representantes, materia que fue acuciosamente debatida en la Comisión, con el objeto de favorecer la reelección de los buenos dirigentes, quienes podrán ser reelectos ahora por tantos períodos como sus representados los aprueben en votaciones directas. Antes solo podían ser reelectos por dos períodos.

Asimismo, se modifican los beneficios a que tienen derecho las organizaciones deportivas para su readecuación estatutaria y el límite para la asignación directa del financiamiento de proyectos deportivos con cargo al Fondo Nacional para el Fomento del Deporte. 

Por último, me permito hacer presente que, a juicio de la Comisión, los artículos aprobados del proyecto de ley en informe no son de quórum calificado ni de rango orgánico constitucional. De igual manera, determinó que ninguno de sus preceptos debe ser objeto de estudio por la Comisión de Hacienda pues no inciden en materia presupuestaria o financiera del Estado.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ricardo Rincón.

El señor RINCÓN.- Señor Presidente, con el colega Juan Carlos Latorre y otros diputados de ésta y otras bancadas presentamos una de las mociones, tal vez la más reciente. Su objetivo fue, precisamente, lo reseñado en el informe que nos entregó el diputado Celso Morales. Concretamente, que los dirigentes podrán ser reelectos por tantos períodos de cuatro años como sus socios aprueben en votación directa, lo que no se puede hacer en la actualidad.

La ley vigente impide que los buenos dirigentes sean reelegidos, aunque hayan hecho un gran trabajo y hayan sido elegidos por mayoría o en forma unánime. Podría señalar muchos buenos dirigentes de mi distrito -tal vez, también otros diputados conocen a muchos en sus respectivos distritos- pero sólo nombraré a uno, don Luis Pavez, que ejerce su labor en el Consejo Local de Deportes de Rengo.

Además, la Comisión ha mejorado la moción, ya que establece que las elecciones de dirigentes deben realizarse cada cuatro años y podrán ser reelectos por tantos períodos como sus socios aprueben en votaciones directas.

La sencilla moción que presentamos, y que la Comisión, en una sana práctica, refundió con otras para tratarlas conjuntamente, permitirá que los buenos dirigentes que tienen el apoyo de la gente, sean reelectos cada cuatro años.

Por eso, anuncio mi voto favorable al despachado por la Comisión, ya que potencia la normativa del deporte nacional.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Manuel Rojas.

El señor ROJAS.- Señor Presidente, 
como dijo el diputado informante Celso Morales, en el proyecto en discusión que refunde varias mociones que estaban postergadas, propone modificar la Ley del Deporte, que tanto costó despachar, pero que es necesario perfeccionar, de acuerdo con las actuales realidades. Recuerdo a la Sala lo ocurrido en Chiledeportes.

Esta iniciativa tiende a perfeccionar un instrumento destinado a desarrollar el deporte en todos sus aspectos. Fundamentalmente, queremos modificar lo relativo al permiso que se otorga a los deportistas que representan a sus establecimientos, a sus regiones o al país, ya que, en la actualidad, por ejemplo, en el caso de los estudiantes, no se otorga la subvención escolar al respectivo establecimiento educacional cuando no asisten a clases para competir en su especialidad.

Por otra parte, en los eventos participa mucha gente, deportistas, técnicos, dirigentes, en fin, quienes también necesitan del permiso. En consecuencia, se modifica la Ley del Deporte para que dichos permisos se otorguen como corresponde, ya que muchas de esas personas volvían a sus lugares de origen, después de representar a la región, y se encontraban con que habían perdido sus trabajos o los empleadores, que no comprendían la situación, les decían que se dedicaran o a trabajar o a hacer deportes, cuestión que nos tocó vivir en carne propia en Antofagasta.

También se modificó el mecanismo de elección de los dirigentes. Lamentablemente, no existe mucho interés en ocupar esos cargos, ya que es una labor que se realiza ad honorem y muchos, incluso, tienen que preocuparse del lavado de las tenidas deportivas, de los carnés para sus equipos, etcétera. Además, la ley limita la reelección de los buenos dirigentes, ya que permite elegirlos por cuatro años, pero pueden ser reelectos por una sola vez, lo que impide la reelección de la gente que hace bien su pega.

Otra modificación se relaciona con una norma que establece que se debe ser dueño o acreditar un comodato sobre un terreno por cuarenta años para que el fisco invierta en él. Muchas veces el terreno tiene un valor muy alto, pero la inversión del Estado solo es de 2 millones ó 3 millones de pesos. Eso se perfecciona para no entrampar el desarrollo de las actividades deportivas.

Además, los clubes deportivos van a tener privilegio de pobreza, lo que les permitirá realizar ciertos trámites legales gratuitamente. Esperamos que la disposición se apruebe por mayoría de votos en la Cámara.

Considero fundamental el perfeccionamiento de la Ley del Deporte. Además, se está mejorando la normativa sobre violencia en los estadios, con el objeto de aplicarla no sólo a los espectáculos de fútbol profesional, sino que a los del básquetbol, del tenis y de otros deportes amateur, en los que se han producido problemas.

Reitero, necesitamos perfeccionar los instrumentos legales respectivos para hacer de esta actividad lo que todos nosotros queremos, que el deporte se transforme en el pilar de desarrollo social de nuestra comunidad.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alberto Robles.

El señor ROBLES.- Señor Presidente, la ley N° 19.712, fue promulgada en febrero de 2001. Desde esa fecha, hemos tenido un serio problema, incluso hubo una Comisión investigadora por problemas en la aplicación de la ley. Tanto es así, que año tras año en la Ley de Presupuestos se debe incluir glosas que limitan la gestión de los distintos directivos en el área del deporte por lo acontecido hace algunos años. El resultado de esa Comisión investigadora fue bastante claro: hay que reformar la Ley del Deporte.

Los cambios que requiere la Ley del Deporte son más profundos de los que hoy se plantean y que se radican en el funcionamiento de las entidades deportivas. Hoy, con el sistema que tenemos, con la concursabilidad, cada vez son menos los clubes o las entidades deportivas de barrios, juntas de vecinos u organizaciones deportivas rurales que acceden a recursos del Estado, pues no tienen las capacidades técnicas, operativas ni recursos necesarios para contratar personal especializado que haga los proyectos. Por lo tanto, es bastante difícil llegar al nivel escolar, al barrio y a los trabajadores, incluso existiendo los recursos y la voluntad política, porque su entrega se dificulta debido al actual marco jurídico. Entonces, es prioritario realizar un cambio fundamental en la Ley del Deporte.

Me hubiese gustado la presencia en la Sala del subsecretario del Deporte. Al parecer, sólo le interesa el fútbol y no el deporte en su conjunto. 

Proyectos como éste deben tener una mirada holística, tal como lo planteó el diputado Rojas. Necesariamente se debe cambiar la Ley del Deporte. 

No concuerdo y me parece contradictorio lo resuelto por la Comisión al reemplazar la letra k). Por eso, pido votación separada del numeral 3). Hoy, la ley establece que los dirigentes deportivos podrán ser elegidos por cuatro años y pueden postular a un nuevo período, pero eso no puede ser permanente ni eterno.

En ningún tipo de institución, tampoco en la Cámara de Diputados, debe regir una disposición de esa naturaleza. En algún momento, planteamos un proyecto en ese sentido. Si se quiere ser coherente, se debe serlo también en los proyectos y deben limitar el desempeño de los períodos parlamentarios, presidenciales y de cualquier autoridad para evitar que se eternice en su cargo. Así también lo tiene que considerar la Ley del Deporte.

Creo que el artículo vigente es mejor que el que propone la Comisión.

Reitero, pido votación separada del numera 3). 

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Celso Morales.

El señor MORALES.- Señor Presidente, de todas las modificaciones que se hicieron a la Ley del Deporte, dos son las más importantes, trascedentes y relevantes. Una tiene que ver con las facilidades que se otorgan a alumnos, árbitros, jueces o técnicos que realicen actividades deportivas en un establecimiento educacional que hoy, por diferentes razones, no las tienen para participar.

Actualmente, dichos establecimientos dan cierta facilidad a los alumnos, pero existe una dificultad para quienes ejercen la labor de jueces o técnicos. Si se considera la escasez de estos elementos en la actividad deportiva en el mundo de la educación, se dará un paso sumamente importante. Ahora no hay ningún incentivo para participar por no existir facilidades que permitan asistir a las competencias si están realizando alguna actividad en su respectiva unidad educativa. 

Por lo tanto, la Comisión, en forma unánime aprobó la moción, para dar una señal clara y precisa al mundo del deporte amateur, a aquellos que tienen menos facilidades para desarrollar actividades deportivas: que, a lo menos, cuando deban hacer representaciones ante una federación o asociación en actividades deportivas, a lo largo del país, tendrán las facilidades.

Por cierto, difiero del diputado Robles, en cuanto a la periodicidad con que se deben elegir los dirigentes deportivos. Hoy, la ley señala que pueden ser electos por cuatro años y reelectos por una vez. Pero junto con otros diputados propusimos que fueran elegidos por cuatro años y reelectos en forma continua por los períodos que los socios aprueben. El fundamento de lo planteado es la poca participación de personas que se interesen en ser dirigentes deportivos. Éstos son cada día más escasos, pues se trata de una actividad muy sacrificada y que entendemos es muy difícil. 

Espero que los diputados entiendan que el mundo del deporte y el de los dirigentes deportivos son diferentes al de otras actividades.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre el proyecto en los siguientes términos:

El señor MELERO (Presidente).- Corresponde votar, en general, el proyecto de ley, iniciado en mociones refundidas, que modifica diversos artículos de la ley 
Nº 19.712, Ley de Deportes.

Hago presente a la Sala que se trata de normas propias de ley simple o común.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 75 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor MELERO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Andrade Lara Osvaldo; Araya 
Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne Eugenio; Becker 
Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela 
Jorge; Cerda García Eduardo; Ceroni 
Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Díaz Díaz Marcelo; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; 
Espinosa Monardes Marcos; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Hasbún 
Selume Gustavo; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa 
Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes 
Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé 
Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja 
Alberto; Rojas Molina Manuel; Rubilar 
Barahona Karla; Saa Díaz María Antonieta; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto 
Felipe; Sandoval Plaza David; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Squella Ovalle Arturo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; 
Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Van 
Rysselberghe Herrera Enrique; Vidal Lázaro Ximena; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said 
Mónica.

El señor MELERO (Presidente).- Por no haber sido objeto de indicaciones, queda también aprobado en particular, con excepción del numeral 3) del artículo único, que se ha pedido votar separadamente.

En votación el numeral 3) del artículo único.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 72 votos; por la negativa, 1 voto. No hubo abstenciones.

El señor MELERO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Andrade Lara Osvaldo; Araya 
Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne Eugenio; Becker 
Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela 
Jorge; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Díaz Díaz Marcelo; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa Monardes 
Marcos; Farías Ponce Ramón; García García René Manuel; Kort Garriga Issa; Goic 
Boroevic Carolina; Gutiérrez Pino Romilio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hoffmann Opazo María José; 
Jaramillo Becker Enrique; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Nogueira Fernández Claudia; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Rubilar 
Barahona Karla; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza 
David; Schilling Rodríguez Marcelo; 
Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Squella Ovalle Arturo; Torres 
Jeldes Víctor; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Vidal Lázaro Ximena; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe; 
Zalaquett Said Mónica.

-Votó por la negativa el diputado señor Robles Pantoja Alberto.

El señor MELERO (Presidente).- Despachado el proyecto.

ESTABLECIMIENTO DEL PRINCIPIO DE FINALIDAD EN TRATAMIENTO DE DATOS PERSONALES. Modificación de la ley N° 19.628. Primer trámite constitucional.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción, que establece el principio de finalidad en el tratamiento de los datos personales.

Diputado informante de la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo es el señor Felipe Harboe.

Antecedentes:

-Moción, boletín N° 7392-03, sesión 120ª, en 22 de diciembre de 2010. Documentos de la Cuenta N° 8.

-Informe de la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo, sesión 50ª, en 5 de julio de 2011. Documentos de la Cuenta 
N° 27.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado informante.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, en primer lugar, agradezco a la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo, pues no pertenezco a ella, su deferencia de designarme diputado informante por ser uno de los mocionantes de este proyecto de ley.

En consecuencia, paso a informar el proyecto que modifica la ley N° 19.628, con el objeto de reforzar el principio de finalidad en el tratamiento de datos personales, esto es, que su manejo sólo esté referido a la evaluación de riesgo para el proceso de crédito.

La iniciativa contenía seis artículos permanentes y un artículo transitorio, pero, como veremos en el informe, se agregó un artículo durante su tramitación.

La moción no contiene normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado y fue aprobada en general por unanimidad.

Votaron a favor la diputada señora 
Cristina Girardi y los diputados señores Gonzalo Arenas, Guillermo Ceroni, Fuad Chahín, Marcelo Díaz, en reemplazo del diputado Carlos Montes, José Manuel 
Edwards, Miodrag Marinovic, Joaquín Tuma, Patricio Vallespín y Pedro Velásquez.

La Comisión, contó con la asistencia y colaboración de las señoras Ximena Castillo y Alejandra Vega, jefa y abogada del Departamento de la División Jurídica del Servicio Nacional del Consumidor (Sernac), respectivamente; y del abogado experto en derecho y tecnología, señor Raúl Arrieta Cortés.

Además, asistió el presidente de la Corporación Nacional de Consumidores y Usuarios (Conadecus), señor Hernán Calderón.

La iniciativa se funda en que la legislación vigente sobre tratamiento de datos personales y protección de la vida privada desde hace muchos años, se encuentra ampliamente cuestionada en nuestro país. De hecho, cabe recordar que en la propia Corporación es posible encontrar una cincuentena de proyectos destinados a legislar al respecto.

Sin embargo -sin la finalidad de obviar el tema de fondo, es decir, la lesión de los derechos fundamentales de millones de chilenos como consecuencia de la forma en que se tratan los datos personales tanto por organismos públicos como por empresas privadas-, hay una situación que es imprescindible resolver inmediatamente y que no es objeto de discusión dogmática: 

En la actualidad cerca de cuatro millones de personas se encuentran en los registros del Dicom o de las empresas administradoras de datos comerciales por diversas circunstancias, atrasos, moras o incumplimientos comerciales. Lamentablemente, un sistema que es indispensable para la adecuada marcha de la economía y para facilitar el acceso al crédito ha desviado el sentido original para el cual fue creado: evaluar el riesgo en el proceso de colocación de créditos.

Lo que se perseguía originalmente con la implementación de los sistemas de información comercial era que las instituciones que participaban en el otorgamiento de créditos tuvieran claridad respecto al comportamiento de pago de una persona, de manera de anticipar su posible conducta en el cumplimiento de las obligaciones mercantiles y, con ello, reducir el riesgo de incobrabilidad y, por ende, de tasas. Pero en la actualidad dichos registros se utilizan con finalidades completamente diferentes. Por ejemplo, a pesar de la prohibición legal consagrada en la legislación laboral, se exigen certificados del Dicom del postulante para su ingreso a determinados puestos de trabajo, eso influye en la decisión de contratación, lo que afecta un derecho fundamental, el derecho al trabajo.

Hoy es posible afirmar que esa práctica ha terminado por afectar el ingreso al mercado laboral de cerca de un millón doscientas mil personas. Dicho en otros términos, alrededor de un millón doscientas mil personas que buscan trabajo no lo encuentra por estar en los registros del Dicom, lo cual parece una absoluta contradicción, toda vez que si queremos que las personas con morosidades tengan posibilidad de pagarlas, se les deben dar oportunidades laborales, pues al negárselas se les impide el pago y se genera un círculo vicioso.

Asimismo, diferentes parlamentarios, particularmente la diputada Karla Rubilar, han denunciado el condicionamiento de entidades públicas y privadas de atención en salud a la consulta de los antecedentes comerciales de quienes asumen los costos económicos, lo cual significa una nueva afectación de otro derecho fundamental, el acceso a la salud.

De igual forma, durante la discusión del proyecto en la Comisión también se citaron casos de discriminación en educación y en otros ámbitos de la vida cotidiana. 

El proyecto consta de seis artículos permanentes.

El artículo 1º consagra el principio de finalidad que debe respetarse en el tratamiento de datos personales de carácter económico, financiero, bancario o comercial. Ello significa que esa información sólo debe usarse para la evaluación de riesgo en el proceso de crédito.

El artículo 2º establece que la comunicación de esta clase de datos sólo podrá efectuarse a entidades reguladas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y que participen de la evaluación de riesgo para el proceso de crédito. Además, consagra la responsabilidad solidaria por el mal uso de la comunicación de los datos. Es decir, termina con la posibilidad del acceso universal a los antecedentes comerciales de las chilenas y chilenos.

El artículo 3º impone a los responsables de los registros o bancos de datos personales la obligación de implementar los principios de legitimidad, exactitud, finalidad, proporcionalidad, transparencia, no discriminación y seguridad en el tratamiento de datos personales que se hallan amparados por las legislaciones internacionales. 

El artículo 4º obliga a los responsables de los registros o bancos de datos personales a designar un agente que responda por su tratamiento, de forma tal que los titulares puedan acudir ante él para los efectos de hacer efectivos sus derechos y exigir los cambios que corresponda.

El artículo 5º consagra la certificación para fines específicos que podrá solicitar el titular de los datos personales a los responsables del registro para fines diferentes a la evaluación de riesgo en el proceso de crédito, debiendo considerar sólo las obligaciones vencidas y no pagadas. Es decir, el propio titular de los datos es quien tiene que solicitar los antecedentes y el certificado respectivo ante las administradoras de datos personales. 

El artículo 6º, con la modificación a la ley N° 19.628, prohíbe a los responsables de los registros o bases de datos que comuniquen las obligaciones de carácter económico, financiero, bancario o comercial en cuanto hayan sido repactadas y éstas se encuentren con alguna modalidad pendiente. Además, se rebaja de siete días hábiles a setenta y dos horas el plazo para que el acreedor avise al responsable del registro de datos el pago o la extinción de la obligación por otro modo en que intervenga directamente el propio acreedor.

El artículo transitorio establece que los responsables de los registros o bancos de datos personales que traten información de carácter económico, financiero, bancario o comercial a que se refiere el Título III de la ley N° 19.628 sobre protección de la vida privada, no podrán comunicar los datos relativos a dichas obligaciones cuando se hayan hecho exigibles antes del 18 de septiembre de 2010 y se encuentren impagas, siempre que el total de obligaciones impagas del titular que comunique el registro o banco de datos a la fecha de publicación en el Diario Oficial de esta ley sea inferior a 2 millones 500 mil pesos por concepto de capital, excluyendo intereses, reajustes o cualquier otro rubro.

Durante la discusión del proyecto intervino doña Ximena Castillo, jefa del Departamento de la División Jurídica del Servicio Nacional del Consumidor, quien señaló que el Sernac siempre tendrá una opinión favorable respecto de un proyecto de ley que tenga por propósito elevar el nivel de protección de los consumidores.

A su vez, manifestó que si bien actualmente la competencia del Servicio se encuentra limitada a que la afectación de los derechos de los titulares de datos se enmarque dentro de una relación de consumo, representa un gran adelanto que en el tratamiento de datos personales de carácter económico, bancario, financiero o comercial deba respetarse en forma irrestricta el principio de finalidad, esto es, que el manejo del dato sea sólo para la evaluación de riesgo en el proceso de crédito.

Otro aspecto que destacó como propicio fue la modificación del artículo 17 de la ley N° 19.628, que agrega a la disposición del inciso segundo que señala que no podrá comunicarse información relacionada con las deudas contraídas con empresas públicas o privadas que proporcionen servicios de electricidad, agua, teléfono y gas, lo siguiente: “ni las obligaciones de carácter económico, financiero, bancario o comercial en cuanto hayan sido repactadas y éstas se encuentren con alguna modalidad pendiente.”. 

Consideró un gran avance en la protección de los derechos del consumidor el que, al efectuarse el pago o al extinguirse la obligación por otro modo en que intervenga directamente el acreedor, éste avisará del hecho, en el plazo máximo de 72 horas y no de siete días hábiles al responsable del registro para que se borren los antecedentes de las personas. 

Luego, don Raúl Arrieta Cortés, abogado, expresó que la legislación sobre tratamiento de datos se encuentra cuestionada e hizo una exposición de derecho comparado respecto de la materia. 

Destacó el gran avance en materia de protección de los derechos de los titulares de datos personales en materia económica que se logra a través de esta moción, que tiene por objeto limitar o circunscribir el uso de los datos de los sistemas comerciales a los fines para los cuales fueron recolectados.

Subrayó la implementación práctica del principio de finalidad. Estableció la importancia de innovar en el sentido de disminuir los tiempos de demora de la modificación del registro de deuda y su retiro cuando ésta haya sido pagada o extinguida. 

Y don Hernán Calderón, presidente de la Conadecus, destacó que éste es un proyecto importante porque hay muchas personas afectadas por encontrarse en los registros del Dicom. 

Finalmente, en cuanto a la discusión en general, se consideró del todo pertinente eliminar de los registros de morosidad a quienes hayan novado o repactado una obligación vencida. 

Puesta en votación general la idea de legislar, se aprobó por asentimiento unánime.

En la discusión particular, los artículos 1º a 6º fueron aprobados por unanimidad y sin cambios.

Votaron a favor la diputada señora Cristina Girardi y los diputados señores Arenas, 
Ceroni, Chahín, Díaz (en reemplazo del diputado señor Montes), Edwards, Marinovic, Tuma, Vallespín y Velásquez.

Se incorporó un artículo 7º, nuevo, al aprobarse por unanimidad una indicación de las diputadas señoras Girardi, Rubilar y 
Zalaquett y de los diputados señores Arenas, Ceroni, Chahín, Díaz, Edwards, Harboe, Marinovic, Sauerbaum, Tuma, Vallespín, Van Rysselberghe y Velásquez que, intercalando un inciso tercero en el artículo 141 bis del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2006, prohíbe de manera expresa a los prestadores de salud consultar sistemas de información comercial para los efectos de condicionar la suscripción de los instrumentos de crédito para el otorgamiento de sus prestaciones y condicionar o restringir una atención médica de urgencia.

Votaron a favor de dicha indicación la diputada señora Cristina Girardi y los diputados señores Arenas, Ceroni, Chahín, Díaz, Edwards, Marinovic, Sauerbaum, Tuma, Vallespín y Velásquez.

Artículos e indicaciones rechazadas por la Comisión.

Fue rechazado el artículo transitorio que establecía la posibilidad de considerar la eliminación de morosidades del registro de personas que al 18 de septiembre de 2010 se le hayan hecho exigibles deudas de hasta dos millones y medios de pesos.

Votaron a favor de este artículo transitorio la señora Cristina Girardi y los diputados señores Ceroni, Chahín, Díaz y Vallespín. Rechazaron este artículo los diputados señores Arenas, Edwards y Marinovic; se abstuvieron los diputados señores Tuma y Velásquez.

No hubo indicaciones declaradas inadmisibles.

Es todo cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- En discusión general el proyecto.

Tiene la palabra la diputada señora 
Carolina Goic.

La señora GOIC (doña Carolina).- Señor Presidente, me alegro de que estemos discutiendo este proyecto. 

Recuerdo que la Cámara celebró una sesión especial para tratar el tema, oportunidad en que el ministro de Hacienda se comprometió a avanzar en ello. Sin embargo, la discusión la hemos alentado varios diputados y diputadas, quienes entendemos la importancia que tiene para la ciudadanía avanzar en modificar el sistema del Dicom.

Debo aclarar que el proyecto en discusión no ha tenido urgencia ni respaldo del Ejecutivo. Espero que eso suceda en lo que resta de sus trámites legislativos, sobre todo, pensando en el gran número de personas que hoy se sienten con las manos atadas, ya que por estar en Dicom no pueden trabajar, tienen problemas para matricular a sus hijos en algunos colegios -como lo señalaba el diputado informante-, incluso, no reciben atención de salud. Es decir, hay un sistema que sienten que está por sobre ellos. De ahí la urgencia para el despacho de esta iniciativa.

Quiero destacar la campaña previa a la presentación de esta iniciativa. Es un ejemplo de cómo se incorpora a la ciudadanía en estas instancias, donde se juntó una gran cantidad de firmas. Más de un millón. Ahí debo destacar el trabajo realizado por el diputado Felipe Harboe y la capacidad que tuvo para convocar, en forma transversal, a un grupo de colegas para que nos hiciéramos cargo de este tema.

Ya se ha informado sobre los contenidos del proyecto. Lo que se busca es ir al fondo de un sistema que es injusto y no cumple con su finalidad, sino que excede todo aquello que significa evaluar datos para el otorgamiento de un crédito, además, de que una persona no tenga el control de cómo la información de una deuda pasa de una mano a otra y es utilizada para fines diferentes.

Nosotros queremos -así lo hemos hecho también respecto de otras mociones en las que hemos ido avanzando- limitar ese abuso. Creo que parte del descontento que hoy mucha gente manifiesta en las calles tiene que ver con un sistema que te supera y poco se relaciona con el esfuerzo que hacen muchas personas honestas y que trabajan día a día para salir adelante, pero que cuando quieren pedir un crédito hipotecario para pagar su casa y tienen que cancelar, además, los estudios de sus hijos, se encuentran con un sistema que es absolutamente injusto, que genera un círculo vicioso, no les dan trabajo porque están con una morosidad en Dicom y como están cesantes, no pueden pagarla. Es decir, se les cierran las puertas. Este proyecto le da salida a ese tipo de situaciones y reforma el sistema.

Ojalá que en su tramitación en el Senado -espero que hoy sea aprobada por la Cámara-, se reponga la indicación para eliminar del registro la deuda morosa que un número importante de personas hubieren tenido por un monto de hasta dos millones y medio de pesos al 18 de septiembre de 2010.

Desgraciadamente, en la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo no se contó con los votos necesarios para aprobar dicha indicación. Nosotros pensamos que en esa proposición también hay una señal importante, ya que no sólo se trata de modificar el sistema de aquí para adelante, sino, también, de dar la posibilidad a muchas personas que hoy están en Dicom de liberarse de ese negro antecedente; asimismo, de facilitar el trámite para borrar del registro a quienes hayan arreglado su morosidad; además, hacer responsables y sancionar a las personas que utilicen los datos personales en mala forma, todo lo cual, constituye un avance sustantivo.

Por ello, quiero dar a conocer el voto positivo y entusiasta de la bancada de la Democracia Cristiana. Asimismo, es importante destacar las campañas para recolectar firmas que realizaron algunos colegas en sus respectivos distritos, entre ellos, los diputados señores Chahín, Rincón, Saffirio, 
Torres, Ortiz, Vallespín y Latorre. También quiero agradecer a cada uno de los magallánicos que concurrieron a dar su apoyo a esta iniciativa. 

En nombre de todos ellos, pido que la tramitación de esta moción sea lo más rápida posible para que esta muy buena iniciativa sea finalmente ley de la República.

He dicho.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Karla Rubilar.

La señora RUBILAR (doña Karla).- Señor Presidente, a mi juicio, hoy es un buen día para la Cámara de Diputados, ya que se está debatiendo un proyecto muy anhelado por muchas personas que han sufrido el mal uso de sus datos personales, lo que les ha coartado su vida y desarrollo.

En esta lucha, que aúna a millones de compatriotas, creo que corresponde ocupar un dicho que dice: al César, lo que es del César; a Dios, lo que es de Dios. No puedo seguir mi intervención sin reconocer la enorme labor del diputado Felipe Harboe. Desde que inició su trabajo en la Cámara de Diputados, tomó como bandera luchar en contra de esta herramienta que genera la más dura y difícil discriminación respecto de las personas, ya que no pueden trabajar para obtener un sueldo que les permita mantener a su familia y abastecerse de lo necesario para cubrir las necesidades más básicas. Por ello, hago un reconocimiento a su esfuerzo y trabajo.

Sé que hay otros colegas que también han sido impulsores de esta iniciativa, entre ellos, el diputado Gonzalo Arenas, pero este proyecto, cuando sea ley de la República, si debe llevar un nombre, probablemente debe ser el del diputado Felipe Harboe.

Este proyecto va a permitir algo que resulta paradójico: es que los datos personales sean personales. A pesar de lo básico que parece, lamentablemente, no es una realidad en nuestro país. Con esta iniciativa, las personas van a ser dueñas de sus datos personales y van a poder usarlos en fines comerciales, para lo que son realmente necesarios. Pero su uso no puede -como señalé en un proyecto anterior- limitar el acceso a la salud de las personas que pagan todos los meses su seguro de salud, que tienen coberturas enormes, a veces con una sola clínica y que al momento de requerir esa atención, se les niegue y -como dije en aquella oportunidad-, más aún, se les haga firmar un documento en el que se señala que se retiran voluntariamente de la clínica, al no poder ser atendidos por estar en Dicom. 

También hay casos, como el del señor Nelson Cardemil, quien me pidió en forma especial que lo diera a conocer. Desde hace muchos años no ha podido trabajar por estar en Dicom, cuando lo único que quiere es trabajar. Gasta y gasta dinero en sacar su certificado de antecedentes, el cual está completamente limpio, y en ir a todas las entrevistas que lo llaman, pero es rechazado por estar en Dicom. Su situación es muy difícil, ya que tiene una pequeña hija que alimentar. Esos casos son los que no queremos volver a ver y los que impulsan el espíritu de este proyecto de ley.

Otra cosa importante de este proyecto es la obligación de sacar rápidamente a la gente del Dicom y no demorarse un largo tiempo. Hay que considerar que las personas hacen un gran esfuerzo para pagar sus deudas a fin de que sean eliminados del Dicom con la misma rapidez con la que los ingresaron. El tiempo se limita a 72 horas y no a siete días, como era antes, que parece lo mínimo, sobre todo, cuando la rapidez para registrar a las personas morosas al Dicom es enorme. 

Asimismo, las clínicas no pueden cometer abusos en contra de la salud de las personas, mediante trampillas, porque cuando se discutió la ley, se buscó limitar tal situación. Lamentablemente, nos dimos cuenta de que, hecha la ley, hecha la trampa, y la forma de discriminar al final terminó siendo la consulta al Dicom.

Otro punto importante del proyecto es que se establezcan sanciones claras para los responsables por el inadecuado tratamiento de datos. 

Sería importante emparejar la cancha y no sólo legislar de aquí para adelante, sino también, hacer un esfuerzo para atrás. Muy a título personal, creo que el perdonazo del Bicentenario para personas que no tienen una deuda muy alta y que no pudieron pagar por su cesantía, creo que no era un mal comienzo para empezar a administrar en mucho mejor forma los datos personales, porque si el sistema impidió que estas personas pudieran ponerse al día y pagar sus deudas, deberíamos hacer algo para que partan como corresponde en este nuevo sistema de protección de sus derechos y datos personales. Espero que podamos reponer esa indicación y logremos su aprobación. 

Este es un gran día para los más de cuatro millones de chilenos que están en Dicom y que no son sinvergüenzas ni ladrones; muchos de ellos sufrieron graves problemas de cesantía, debido a lo cual no pudieron pagar. Lamentablemente, esto se transformó en un círculo vicioso que permitió que las personas siguieran endeudadas. Son muchas las personas que requieren ayuda y un empujón para salir adelante, trabajar día a día y mantener a sus familias.

Creo que hoy la Cámara de Diputados ha hecho bien su trabajo.

He dicho.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Felipe Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, ante todo, agradezco las intervenciones de las diputadas que me antecedieron en el uso de la palabra.

Quiero destacar que este es un gran día, un gran momento político y, sobre todo, social. Chile está inmerso en un ambiente de conflictos, de desunión, de falta de diálogo y de descrédito de la democracia representativa.

Dentro de las causales de este descrédito está, precisamente, el hecho que los ciudadanos consideran que gran parte de los políticos no están preocupados de los problemas que los afectan a diario. Tal vez, hay un poco de injusticia en ese juicio, porque cuando discutimos un proyecto de esta naturaleza y envergadura, reivindicamos la política como una forma de acoger y solucionar los problemas de los que más sufren. 

En 2009, iniciamos un proceso, un camino de participación en torno a un sistema que constatamos que estaba haciendo sufrir a los chilenos y que, originalmente, fue concebido con el objeto de evaluar el riesgo para el proceso de crédito y para evitar que quienes colocan recursos sean defraudados. Pero, a los ojos de los políticos, el sistema había mutado a una especie de certificado de conducta de los chilenos, al punto de que hoy parece más grave tener Dicom que antecedentes penales. ¿Dónde están los valores jurídicamente protegidos? El Dicom afecta la propiedad de un recurso económico; los antecedentes penales, muchas veces, la vida; sin embargo, le damos más importancia a la propiedad.

Entonces, había llegado el momento de reflexionar. Quienes nos dedicamos a la política tenemos el deber ético de enfrentar con seriedad y responsabilidad estos temas. Cuando iniciamos la campaña previa a la iniciativa, algunos nos dijeron populistas; otros, que la emprendida era una batalla imposible. Si vamos a dar sólo las batallas que son posibles, quiere decir que no estamos a la altura de lo que la sociedad nos demanda; tenemos que dar las batallas difíciles y, en efecto, ésta lo ha sido porque hemos tenido que luchar contra el descrédito, a través de los medios de comunicación de una empresa poderosa y contra el lobby desenfrenado que, en reiteradas oportunidades, mandaba minutas a los parlamentarios para dilatar el despacho del proyecto.

Debo reconocer que en este proceso ha habido un acuerdo transversal, porque la convocatoria fue abierta, amplia. No sé si los cuatro millones de chilenas y chilenos que están en Dicom son de Derecha o de Izquierda, si son religiosos o no; me da lo mismo. Nuestro deber ético es legislar para la gran mayoría de los ciudadanos, y siento que hoy lo estamos haciendo respecto de un problema muy importante.

Hicimos una tremenda campaña ciudadana, a nivel nacional, de Arica a Punta Arenas; fuimos serios y responsables, usamos las redes sociales. Muchos diputados y diputadas que están aquí participaron activamente recolectando firmas en la calle. Muchos concejales y concejalas, alcaldes y alcaldesas y más de 1.200 voluntarios, a quienes no tuve el gusto de conocer personalmente, pero que confiaron en el proceso, mandaron sus antecedentes, trabajaron a través de las redes sociales y consiguieron 1.085.314 firmas, en ocho meses de campaña, desde Arica a Punta Arenas.

Desde este Hemiciclo les envío mi agradecimiento a esos más de 1.200 voluntarios y voluntarias que hicieron posible la materialización de esta cifra, porque esas personas confiaron en la política, en alguien que les decía: “Vamos a trabajar”. Pero, esa campaña no quedó ahí; se tradujo en algo concreto, en un proyecto de ley. Así, junto a importantes y destacados abogados, trabajamos en el diseño de un proyecto serio y responsable que nos permitiera decirle al país: “Tenemos pantalones largos en esta materia, porque vamos a proteger los datos personales de cada ciudadano.”.

Sepan ustedes que hoy, Chile está incumpliendo las normas de la OCDE al no proteger la vida privada de los chilenos. Ustedes se preguntarán, ¿qué importancia tiene eso? Mucha, y doy un ejemplo. Si en el marco de un proceso de investigación criminal un tribunal de Chile pidiera los antecedentes de un delincuente que se encuentra fuera de nuestra frontera, por ejemplo, en un país europeo, éste no nos entregaría los antecedentes requeridos porque consideraría que Chile no es un país seguro respecto del manejo de los datos personales de los ciudadanos. En consecuencia, tenemos un problema no sólo en el ámbito institucional y, por eso, es importante el paso que hoy estamos dando.

En primer lugar, este proyecto reconoce el derecho de las personas sobre sus datos personales. Es decir, cada ciudadano es dueño de sus datos, no la empresa que los administra. Eso es algo muy importante.

En segundo lugar, el proyecto establece en forma categórica que se termina el acceso universal a la información de terceros. ¿Qué significa esto? Que nunca más voy a poder pedir los antecedentes comerciales de otra persona a sus espaldas. Por ejemplo, si quiero los antecedentes personales del señor Presidente, se los pediré directamente, como corresponde, y él será libre de entregármelos o no. Por cierto, se salvaguarda a las instituciones bancarias y comerciales, porque su negocio, su giro, es la colocación de dinero, razón por la cual tienen derecho a conocer los antecedentes de los solicitantes de créditos.

Al terminar con el acceso universal, vamos a poner fin a una discriminación que hoy afecta a millones de chilenas y chilenos, que se ven imposibilitados de encontrar trabajo, de acceder a una atención de salud, de acceder a la educación, por tener antecedentes en Dicom. Hoy, vemos grandes manifestaciones estudiantiles: 110 mil jóvenes que son deudores del crédito universitario están en Dicom y no encuentran trabajo, lo que les impide pagar sus deudas. No se trata de defender a los “frescos” o delincuentes, como los catalogó la empresa en algún minuto, sino a personas honestas que, por alguna razón, no han podido pagar una deuda, no obstante tener la disposición de hacerlo. Pero, como digo, no encuentran trabajo; se lo niegan por tener Dicom. Con este proyecto de ley, nunca más debiera ocurrir eso.

En tercer lugar, quiero destacar que el proyecto zanja, además, la discusión producida entre el Ministerio de Economía y las empresas sobre la necesidad de sacar del registro del Dicom las deudas repactadas. Así lo redactamos transversalmente en 2009 y lo presentamos en 2010. Repito, se prohíbe la incorporación en Dicom de las deudas que han sido repactadas, porque cuando un consumidor repacta su deuda con una casa comercial, ésta no lo hace gratis, sino que le aplica mayor plazo, mayor interés o una multa. Ahora, si el deudor ha pagado, ¿por qué tiene que volver a ser sancionado, si ya ha repactado su deuda? El proyecto zanja esta discusión y termina con estos abusos.

De igual forma establece que cuando una persona, por cualquier medio, ha extinguido una obligación, la empresa acreedora tiene un plazo máximo de 72 horas para informar a la base de datos para que sea borrada de los registros, porque hay muchos chilenos y chilenas que pierden contratos, trabajos y oportunidades, porque la empresa a la cual ya le pagaron demora una eternidad en eliminar los antecedentes de los registros de Dicom. 

Algunos dirán que al Dicom se le acaba el negocio. Nosotros estamos por defender a los ciudadanos, a los consumidores; por lo tanto, será responsabilidad de sus dueños estudiar un nuevo giro para su negocio. Lo más importante es que, con este proyecto de ley, estamos dando un tremendo salto en el mejoramiento de las condiciones sociales de nuestro país. Hoy, el Dicom es generador de marginalidad, de pobreza, de discriminación desde el punto de vista social y laboral.

Por eso, congratulo a cada una de las señoras diputadas y a los señores diputados, porque estamos debatiendo un tema transversal.

Quiero agradecer, también, públicamente, a pesar de nuestras legítimas diferencias, al Presidente de la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados, diputado 
Gonzalo Arenas, quien tuvo la voluntad, la disposición y el coraje de darle a este proyecto la urgencia que ameritaba, porque aquí mismo, en presencia de todos, los ministros de Hacienda y de Economía se comprometieron en acelerar la urgencia durante el mes de junio; estamos en agosto y nada de eso ha pasado. Pero no importa, el Parlamento es un órgano autónomo de representación de los ciudadanos. Más allá de la voluntad del Gobierno, hoy la convocatoria apunta a aprobar el proyecto, para que nunca más tengamos en nuestro país esta marginalidad, esta desigualdad y esta injusticia.

He dicho.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Miodrag Marinovic.

El señor MARINOVIC.- Señor Presidente, felicito a los autores del proyecto. Ha sido un orgullo participar en la Comisión de Economía en su tramitación, que busca resguardar y defender los derechos de muchas personas afectadas por el uso de sus antecedentes comerciales.

Hace unas semanas un magallánico, padre de tres hijos, todos profesionales; un hombre de clase media, de esfuerzo, lamentablemente, por diversas circunstancias, en algún momento de su vida se atrasó en el pago de sus deudas, y por eso cayó en el Dicom.

El mal uso que se está haciendo en nuestro país de la información de cada uno de nosotros ha ocasionado que a él se le haya negado la oportunidad de acceder a un trabajo y a la salud.

Éste es un gran proyecto, y en él se dice que la información financiera de cada uno de los chilenos es de nuestra propiedad, no de las isapres, ni de las clínicas, ni de los bancos, ni de ninguna institución que pretenda lucrar mediante el conocimiento de nuestra situación financiera.

Valoro que el proyecto haya sido aprobado por unanimidad en la Comisión de Economía, y espero que con su aprobación en la Sala se termine con el mal uso de la información que hacen muchas instituciones.

Sin embargo, debemos avanzar un paso más, porque el proyecto no se hace cargo de la información que obra en poder de los bancos e instituciones financieras; debiéramos perfeccionar la iniciativa, y espero que eso se haga en el Senado, porque, finalmente, la información financiera es de propiedad privada, desde el más modesto de los trabajadores hasta el más importante; es propia, personal, pero ocurre que hay otras personas que están ganando dinero a costa de la utilización de esa información.

Valoro con mucho entusiasmo el proyecto, le daré mi voto favorable, para que se 



resguarden los derechos de las personas, para que incorporemos también algunos otros elementos que no están incluidos en él.

Hace poco tiempo constatamos cómo la empresa Walmart renegoció las deudas impagas de muchos de sus clientes; sin embargo, a pesar de que esos clientes están activos en sus deudas por la renegociación, el señor Claudio Hohmann nos decía que se mantenían en Dicom, y que ellos, como empresa, tenían ese legítimo derecho, perjudicando a esos chilenos e impidiéndoles el acceso a crédito o a otras posibilidades.

Reitero que valoro el proyecto y que lo aprobaré con mucho entusiasmo. Espero, sí, que se mejore en el Senado.

He dicho.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Fidel 
Espinoza.

El señor ESPINOZA (don Fidel).- Señor Presidente, quiero iniciar mi intervención felicitando a los autores del proyecto, en especial al diputado Felipe Harboe, quien hace tiempo inició una campaña sobre la materia, de la cual también me siento partícipe. Estuvimos muchas veces con el diputado Vallespín en las calles de Puerto Montt, recolectando las firmas de más de un millón 800 mil chilenos para avanzar en la posibilidad de que Dicom deje de publicar los nombres de los deudores.

También quiero agradecer a toda la gente que nos colaboró en esta tarea; a mi equipo parlamentario, a concejales de las comunas que represento. Hicimos nuestra tarea en Fresia, Los Muermos, Llanquihue, Puerto Varas, Frutillar, Purranque, Puerto Octay, Puyehue y Río Negro.

Cuando estábamos recolectando firmas, muchos decían que era muy poco lo que se podía hacer, o creían que era populismo, como dijo el diputado Harboe, pero creemos que hoy estamos dando un paso importante para el país, quizás no fundamental y no lo que hubiesen querido todos los chilenos, cual es que se borraran sus antecedentes de Dicom, situación que les han impedido avanzar en su cotidianeidad, en encontrar trabajo, en tener mejor acceso a la salud.

El proyecto liderado por el diputado 
Felipe Harboe, fue explicado públicamente en cada una de las regiones que visitó, como en Osorno, por ejemplo, donde estuvimos junto con el concejal Baeza y un grupo de ciudadanos que nos apoyaron. En esa oportunidad él señaló algo muy cierto: cuando una persona contrae una deuda, por lo general lo hace porque puede y quiere pagarla; lamentablemente, hay ocasiones en que eventos inesperados le impiden el pago o simplemente se producen retrasos que los conducen al infierno, a ese túnel oscuro que es el Dicom. Una enfermedad catastrófica, o el accidente de algún familiar, o la muerte de un proveedor, o la cesantía, afectan la capacidad de pago de las personas. Y a esas personas, que son la gran mayoría, que sufren estos problemas, no se les puede considerar como delincuentes ni como “frescos”, como plantearon algunos que defendían la posición del Dicom.

El hecho de que existiera acceso universal a los antecedentes comerciales negativos estaba generando un tremendo problema social en el país, y creo que este proyecto ayuda enormemente a evitar el uso y abuso de la información de las personas.

En consecuencia, la gente que estaba en Dicom ni siquiera podía acceder a un teléfono. Para qué decir lo que sería acceder a un trabajo.

He recogido algunos testimonios en mi zona, en las redes sociales. Alguien señaló: “el Dicom representa para mí lo peor que me ha pasado en los últimos veinte años de mi vida. Hace tres años no pude pagar una cuenta, por lo que no he podido salir del sistema y no he podido encontrar un trabajo digno, porque lo primero que hace la empresa cuando voy a una entrevista es que espere en mi casa el llamado. Y yo sé que no me llamarán -señala una trabajadora de Puerto Varas- porque estoy en Dicom.”.

Tengo otro testimonio, esta vez de un trabajador fresiano: “La verdad es que cometí un error. Soy joven, llegaron a ofrecerme una tarjeta de crédito a la universidad, en circunstancias de que no tenía capacidad de pago. Por lo tanto, ya cuando salí de la universidad, porque no pude seguir estudiando, no pude pagar y hoy estoy en Dicom. Ha sido un calvario encontrar trabajo.”.

Podría seguir dando decenas de ejemplos de lo que ocurre en el día a día con este pernicioso mal de nuestra sociedad que es el Dicom.

Hoy día, a pesar de todos los problemas que enfrentamos, que ojalá se superen, por el bien del país, y que el Gobierno escuche los planteamientos de quienes legítimamente plantean sus posturas, estamos discutiendo un proyecto bueno, para los ciudadanos, hombres y mujeres, jóvenes y adultos. Es bueno, porque llegamos a un nivel de tal descrédito del famoso instrumento del Dicom y del uso y abuso de la información privilegiada, que era necesario que se le pusiera “el cascabel al gato”, como se dice en buen chileno.

Por ello, felicito al diputado Gonzalo Arenas, aunque pensamos totalmente diferente en algunos temas, por haberlo puesto en tabla. Sin duda, ha andado muy cuerdo en los últimos días.

Entre otras cosas, no puedo dejar de señalar que los planteamientos esgrimidos guardan estricta relación con la realidad que está viviendo Chile.

Muchas veces, hemos escuchado en nuestros distrito los testimonios de gente que llega con un familiar enfermo, a quienes, por el famoso Dicom, se le impide el acceso a las clínicas privadas o, con subterfugios, se le pide un cheque en garantía.

Ojalá que esta iniciativa, que permitirá, de una u otra manera, un manejo más personalizado de la información y, como dijo el diputado Felipe Harboe, que nunca más alguien pueda pedir a nuestras espaldas antecedentes comerciales, sea un avance y una protección para los chilenos.

Espero que la gente que siente temor por buscar trabajo o está desmotivada para ello, porque sabe que el Dicom lo perjudicará, sienta que este proyecto lo está ayudando. En ese sentido, se está dando una contribución importante a millones de chilenos.

No queremos que nunca más ocurran situaciones de discriminación y de aislamiento, debido a que sus datos comerciales los pueda manejar cualquiera, a sus espaldas.

Por lo tanto, este proyecto protege a los ciudadanos al darles elementos jurídicos para aliviar el drama del Dicom, desde el punto de vista de los antecedentes que hemos entregado.

Ojalá que en el futuro, y tal como lo han expresado muchos colegas, tengamos la posibilidad de que el Ejecutivo implemente una iniciativa, a fin de que podamos llegar a la “segunda patita”, como se dice en buen chileno, sobre este tema: me refiero a borrar ciertos antecedentes cuando ha pasado una cantidad de años, para mitigar en parte este drama.

Sabemos que ello no significa la extinción de la deuda, pero sí un alivio para la persona que quedó endeudada y comprometida, lo que se traduce en trastorno no sólo para la persona en forma individual, sino para todos los que la rodean.

Cuando el Dicom afecta, sus consecuencias recaen en toda la familia. Si el hijo cae a este boletín, los papás sufren. Generalmente, ocurren situaciones de este tipo, que redundan en serios y graves problemas.

Quiero destacar que hoy es un día tremendamente importante para el país, debido a que este proyecto constituye un avance sustancial en una materia muy problemática para miles y miles de chilenos que están en los registros de Dicom y cuyos datos eran mal utilizados, lo cual provocaba perjuicios permanentes, sobre todo en lo concerniente el acceso al trabajo.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Gonzalo 
Arenas.

El señor ARENAS.- Señor Presidente, estoy muy contento por haber llegado a esta instancia del proyecto, que viene a corregir un defecto endémico en nuestro sistema financiero que, en el fondo, es utilizar el famoso Dicom, o las deudas personales, para fines mucho más allá de lo cual está pensado como sistema.

El Dicom se ha convertido en una verdadera hoja de vida de las virtudes y defectos de un chileno en temas que van mucho más allá del análisis de crédito.

Por eso, establecer el principio de finalidad en el tratamiento de datos personales, sin duda, es la solución correcta para el uso de esta herramienta, útil y necesaria cuando se otorga un crédito.

No cabe duda que es menester ver bien a quién se le presta. En caso contrario, pueden ocurrir descalabros financieros como los conocidos en Estados Unidos con la crisis subprime.

La justa evaluación del crédito no puede llevar a que a propósito de ella se utilicen estos mecanismos para otros fines, sea para conseguir una atención de urgencia en un hospital, para matricular a un niño en una escuela o para conseguir trabajo. No es posible continuar cometiendo todos esos abusos con el famoso registro de deudas, lo que se trata de evitar con esta iniciativa.

El proyecto que llega a la Sala, si bien puede ser objeto de algunas perfecciones y precisiones, es bastante completo y puede ayudar a solucionar este problema, sin necesidad de meterse en la gran traba que existe para legislar sobre el tema de la deuda consolidada. El principio de finalidad en el tratamiento de datos personales, muchas veces se ha tratado de incluir en una reforma más global de las deudas consolidadas. Sin embargo, un proyecto como el que hoy examinamos es de fácil tramitación, y meternos con las deudas consolidadas complicará las votaciones. Por eso, es bueno sacar el principio de finalidad de datos personales de esa idea general de legislación e incluirla sólo en ésta.

Como proyecto aislado, puede parecer que no cubre todas las situaciones de injusticia que se pueden dar en la protección de datos comerciales y personales. Sin embargo, adelanta mucho en la discusión y tiende a favorecer en mucho mayor grado una tramitación más rápida y más ágil en beneficio de todos los consumidores.

De manera similar a como lo hicimos durante su tramitación en la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo, con las precisiones y mejoras que se le introdujeron, daremos nuestro voto favorable a la iniciativa.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Patricio 
Vallespín.

El señor VALLESPÍN.- Señor Presidente, se puede decir que estamos al final del largo recorrido que iniciamos con el diputado Felipe Harboe, quien lideró este proceso hace algún tiempo, durante el cual se recolectaron más de un millón de firmas en todo Chile.

En Puerto Montt, Calbuco, Maullín y otras localidades de mi región, donde trabajamos con el diputado Fidel Espinoza, recolectamos casi veinte mil firmas de gente que quería que el Dicom cambiara su esquema de funcionamiento, que necesitaba ser liberada de la prisión que significa este registro comercial para cuatro millones de chilenos y chilenas que pierden oportunidades por estar en esa situación.

Por eso, en la Comisión de Economía se dio una discusión en profundidad sobre esta iniciativa y se escuchó a todos los actores. Luego, concluimos que esto era bueno para el funcionamiento del sistema, que era bueno limitar el uso de la información personal, porque hoy se abusa de ella.

La información personal debiera ser un derecho resguardado con el máximo rigor. Sin embargo, hoy circula en las bases de datos y se vende al mejor postor, muchas veces, sin capacidad de control alguna de parte del afectado.

Por eso, no cabe duda de que este proyecto es proconsumidor. Así lo vimos en nuestra Comisión de Economía; por eso, se aprobaron prácticamente en forma unánime casi todos sus artículos. Hemos visto cómo el consumidor cotidianamente es abusado. Respecto de este tema, también lo era, porque sin su autorización esta información, insisto, fluye por todos lados.

Cuando decimos que el uso de la información y el tratamiento de datos personales deben apuntar sólo a la evaluación de riesgos en el proceso de créditos, estamos focalizando su utilización para las necesidades del sistema.

Efectivamente, puede existir un riesgo sistémico si en materia crediticia no se aplica el máximo rigor para la capacidad de endeudarse. Pero no es legítimo, ni responsable, ni ético, que ese mismo dato personal sea utilizado para limitar el acceso al trabajo. Si bien ello está legalmente prohibido, no tenemos cómo controlar el uso de las bases de datos para limitar el acceso al trabajo. 

También es éticamente inaceptable que este instrumento sea utilizado para restringir el acceso a los establecimientos de salud. Por eso, en forma unánime, la Comisión incorporó una indicación para resguardar esa situación. Tampoco es ético limitar el acceso a los integrantes de una familia a los distintos establecimientos educacionales, a quienes también se les exige no estar en Dicom.


Por lo tanto, es una medida proconsumidor, un proyecto prociudadano, para garantizar y respetar el uso de la información privada. También es un proyecto prorrespeto de la privacidad de la información personal. La gente está cansada de recibir, en su hora de colación o cuando llega a su casa, llamadas de cientos de oferentes para ofrecer multiplicidad de productos, probablemente, fruto de una información que alguien vendió y que, supuestamente, es privada. Se ofrece cuanta cosa hay para que los chilenos se sigan endeudando, lo que genera más problemas a la familia.

Creo que el proyecto va en la línea correcta, porque busca abrir puertas y garantizar que la información privada tenga un fin exclusivo y no cualquier costo o precio para las personas.

Por lo tanto, espero que la Sala lo apruebe, en forma unánime, porque resguarda la privacidad de todos los ciudadanos. 

Haremos un esfuerzo -otro desafío que queremos cumplir- por reponer el artículo transitorio que busca liberar de la prisión a estos cuatro millones de chilenos y chilenas que actualmente se encuentran en Dicom. Borrar, por una vez, a todas aquellas personas honestas y responsables que, por razones ajenas a su voluntad, no pudieron seguir pagando, a fin de que, de una vez por todas, sean borrados del Dicom por deudas inferiores a dos millones quinientos mil pesos. 

La Comisión de Economía hizo bien en legislar al respecto y aprobar el proyecto, al igual como lo hará esta Sala cuando apruebe, espero unánimemente, el término del uso de la información, como también la posibilidad de borrar, por una sola vez, a los cuatro millones de chilenos y chilenas que quieren volver a tener otra oportunidad en la vida.

Por las razones expuestas, nuestra bancada votará favorablemente el proyecto.

He dicho. 


El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor René Manuel García.

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, cuando legislamos este tipo de proyectos, todas las personas se alegran y eso nos gratifica.

Todo el mundo habla y felicita a quienes dieron el segundo paso y se olvidan de que el primero lo dimos junto al diputado Tuma, hoy senador de la República, cuando discutimos la primera ley de Dicom. 

Ahora bien, la pregunta que cabe hacerse, que es más o menos lo que planteó el diputado Vallespín -también se consideró en el primer proyecto que propusimos junto, repito, con el actual senador Tuma-, esto es si se cumplirá la ley que se promulgue. No sacamos nada con hacer leyes que no se van a cumplir. La gente tendrá un momento de alegría, pero seguirá marcada en Dicom. ¡Ése es el problema! 

Se ha dicho que la información sólo podrá ser manejada por instituciones financieras. ¿Pero qué pasará cuando una persona vaya a buscar trabajo y se lo nieguen porque está en el Dicom, en circunstancias de que la información es privada y personal? Al final, las empresas igual mantendrán el Dicom bajo el escritorio para utilizarlo como subterfugio para ampararse. ¡Los hechos nos están indicando lo que debemos hacer! Suprimir el Dicom, como ocurría antiguamente, y que cada empresa se preocupe de sus clientes. Lo que no podemos permitir es que se traspase la responsabilidad a miles de ciudadanos que, en más de alguna ocasión, han sufrido una crisis económica, como todos alguna vez, o que los alumnos que estudian y no pueden pagar no puedan seguir sus estudios. ¡Sólo los flojos se salvan de no estar en Dicom! Lo he dicho en más de alguna oportunidad. 

En más de alguna ocasión, muchos compatriotas han debido recurrir a una tarjeta de crédito para solucionar un problema económico, sabiendo que no van a poder pagar. Por otra parte ¿cómo va a ser justo que al alumno que egresa de la universidad le exijan que pague su tarjeta, si por estar en Dicom no puede conseguir trabajo para pagarla? Es decir, antes de comenzar su vida laboral ya está manchado. 

Cuando las casas comerciales recorren las universidades para ofrecer tarjetas de créditos a esos niños que no tienen cómo pagar, los responsables son precisamente ellos y no los jóvenes, a quienes después extorsionan diciéndoles que si no pagan no los sacan del Dicom. Es ahí donde debemos apuntar nuestra preocupación.

El Dicom es como esos remedios que algunos parlamentarios o chilenos toman, de vez en cuando, como un vasodilatador. ¿Qué quiero decir con esto? Que el Dicom no específica cantidades. Me explico. Usted puede caer al sistema por sólo mil quinientos pesos, por ejemplo, por no pagar el TAG de una concesionaria. Sin embargo, en ese mismo momento usted está solicitando un préstamo para comprar una casa o pagar un crédito universitario. Al presentar ese impago la institución le niega el crédito, precisamente, por estar en Dicom. Al pedir los antecedentes para pagar la deuda, se encuentra con la sorpresa de que sólo debe mil quinientos pesos, pero ya ha sido enormemente perjudicado, pues el banco respectivo le ha negado el crédito ¡De qué estamos hablando! ¡Aquí no hay un tubo, sino que un embudo gigante que no tiene salida! ¡Todo es para Dicom y nada para el usuario! ¡Ése es el problema que debemos atacar como parlamentarios y avanzar sin temor!

Cuando vemos, por ejemplo, lo que está pasando con las manifestaciones ciudadanas, debemos preguntarnos qué es lo que nos quieren decir. Hay que escuchar lo que los estudiantes nos están diciendo. No consideremos a los revoltosos, encapuchados y delincuentes que hacen desórdenes, queman vehículos y asaltan edificios, que son los que realmente debieran estar en el Dicom de la delincuencia, por ser más peligrosos. 

Lo que están haciendo los alumnos es parecido a lo que sucede con Dicom. Estamos de acuerdo en varias cosas. De los diez o doce puntos en cuestión, estamos de acuerdo en ocho. Sólo quedan dos o tres en disputa. Entonces, solucionémoslos para llegar a un acuerdo final. ¡El país no puede seguir con este ritmo de violencia! 

Por último, felicito a todos y cada uno de los colegas que han dado este segundo paso, repito, después del que dimos con el senador Tuma, para sacar, de una vez por todas, a los chilenos de Dicom. Seguiremos peleando. Las instituciones financieras deben defenderse solas. ¡Lean los balances que tienen las “pobres” bancas del país! Parece que es al revés, entre más pobre está el país, más plata ganan los bancos. Las utilidades van de seiscientos a tres mil quinientos millones de dólares en los últimos tres meses!

Regulemos todo lo que signifique ir en ayuda de las personas, y las empresas, cualquiera sean éstas, que se defiendan solas. Que hagan su negocio como quieran hacerlo, pero no vengan a liquidar a cuatro millones de chilenos por conveniencias personales. A pesar de que estoy de acuerdo con las represas, las que son impulsadas por determinadas empresas, éstas no deben usar jamás el Dicom a espaldas de las personas. 

El próximo lema o emblema que levantemos debiera ser: ¡Chile sin Dicom! Les aseguro que cuatro millones de chilenos van a estar con nosotros.

He dicho.

(Aplausos)

El señor MELERO (Presidente).- Quiero hacer presente que aún quedan algunos diputados inscritos para hacer uso de la palabra. 

Los autores del proyecto plantean votarlo hoy. Para ello, necesitamos cerrar el debate y pedir el asentimiento de la Sala para conocer y votar una indicación formulada por varios señores diputados.

¿Habría acuerdo para proceder así?

No hay acuerdo.

El señor ARENAS.- Pido la palabra.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra su señoría.

El señor ARENAS.- Señor Presidente, el problema radica en que el diputado señor Felipe Harboe formuló una indicación que ya fue rechazada por la Comisión. Por lo tanto, si se retira la indicación, se puede votar hoy el proyecto. Si se aprueba, pasaría al Senado. Esa indicación se discutió. ¡Para qué ponerla en discusión de nuevo! Como dije, fue rechazada por la Comisión. Si se retira, el proyecto se puede aprobar, porque todos lo apoyamos.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Felipe Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, lo más importante es que despachemos el proyecto. No estoy de acuerdo en que se coarte la posibilidad de votar si alguien no está de acuerdo con una indicación. Ello 
-repito- no me parece correcto. Pido que se vote y que la mayoría disponga. Si la mayo-
ría quiere votarla, bien; si no, muy bien también. Pero, insisto, me parece complejo 
coartar la posibilidad de debatir la materia.

El señor MELERO (Presidente).- No corresponde entrar a debatir la materia. Se ha hecho un planteamiento. Voy a solicitar, una vez más, el asentimiento de la Sala para votar la indicación en general y después en particular. Los diputados pueden expresarse. No se pidió el cierre del debate, porque existía la posibilidad de seguir este procedimiento. Cada diputado tiene derecho a ejercerlo. Por lo tanto, no tengo más camino que recabar el asentimiento de la Sala. 

Tiene la palabra el diputado señor 
Gonzalo Arenas.

El señor ARENAS.- Señor Presidente, apoyamos el proyecto de ley, pero si vamos a empezar con el populismo de insistir en algo que ya se votó en contra en la Comisión, eso no es respetar los acuerdos.

La señora SAA (doña María Antonieta).- ¡La Sala tiene derecho a expresarse! 

El señor MELERO (Presidente).- Pido el asentimiento de la Sala, una vez más, para votar la indicación.

No hay acuerdo.

El proyecto queda pendiente para una próxima sesión.

-o-

La señora MUÑOZ (doña Adriana).- Pido la palabra.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra su señoría.

La señora MUÑOZ (doña Adriana).- Señor Presidente, en relación con el informe de la Comisión Especial Investigadora sobre la situación de los depósitos de relaves mineros existentes en el país, quiero señalar que desde hace más de dos meses que figura en el cuarto lugar de la tabla de los jueves. Ello, parece ser publicidad engañosa, porque a la Comisión asistieron muchas organizaciones de pequeños mineros que están muy atentos a conocer las conclusiones del informe, las que son muy importantes y fueron acordadas por unanimidad. Considero injusto el trato a los integrantes de la Comisión, porque trabajaron bastante para emitir su informe. De ello ha transcurrido más de dos meses. 


Pido, entonces, que el citado informe ocupe un lugar más honroso en una próxima tabla.

El señor MELERO (Presidente).- Señora diputada, vamos a hacer todos los esfuerzos necesarios para conocer ese informe con prontitud.

VI. PROYECTOS DE ACUERDO

PRÓRROGA DE LEY DE REGULARIZACIÓN DE PEQUEÑA PROPIEDAD RAÍZ A DAMNIFICADOS POR TERREMOTO Y MAREMOTO. (Preferencia).

El señor MELERO (Presidente).- En virtud de lo acordado por los Comités parlamentarios, corresponde tratar, con preferencia, el proyecto de acuerdo Nº 397.

Tiene la palabra el señor Prosecretario.

El señor LANDEROS (Prosecretario 
accidental).- Proyecto de acuerdo Nº 397, de los diputados señores Tuma, Campos, 
Delmastro, Teillier, Monsalve, Auth, Hasbún, Hales, Sabag y Cardemil, que en su parte dispositiva dice:

“La Cámara de Diputados acuerda oficiar a su excelencia el Presidente de la República, señor Sebastián Piñera, y a la ministra de Bienes Nacionales, señora Catalina Parot, para que si lo tienen a bien y en el ejercicio de su iniciativa legislativa exclusiva, sometan a consideración del Congreso Nacional un mensaje cuya idea matriz sea la prórroga por al menos un año de la ley Nº 20.458, que establece un procedimiento simplificado de regularización de la pequeña propiedad raíz para los afectados por el terremoto y maremoto del 27 de febrero de 2010, que se encuentra pronta al vencimiento de su plazo de vigencia.”.


El señor MELERO (Presidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Joaquín Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, el 13 de agosto del 2010 se publicó en el Diario Oficial y entró en vigencia la ley N° 20.458 que establece normas de excepción para la aplicación simplificada del procedimiento de regularización de la pequeña propiedad raíz, contenido en el decreto ley N° 2.695, de 1979, y su Reglamento, para las propiedades ubicadas en las regiones afectadas por el terremoto y posterior maremoto del 27 de febrero del año pasado. Según datos oficiales del Ministerio de Bienes Nacionales, los damnificados que podrían ser beneficiados por esta ley ascenderían, al menos, a dieciocho mil personas, y sólo hasta este moemento se han incorporado al beneficio no más de seis mil personas. Por lo tanto, queremos que el Presidente de la República reponga el plazo de un año -o dos años más-, como dice el proyecto, para los efectos de que puedan incorporarse todavía los doce mil posibles beneficiarios de esta ley.

Señor Presidente, a través de este proyecto se solicita al Presidente de la República que, si lo tiene a bien, en ejercicio de su iniciativa legislativa exclusiva, someta a consideración del Congreso Nacional un mensaje cuya idea matriz sea la prórroga de, al menos, un año, de la ley N° 20.458.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Para hablar a favor del proyecto, tiene la palabra el diputado señor Fernando Meza.

El señor MEZA.- Señor Presidente, en nombre de la bancada radical, me adhiero a este proyecto de acuerdo por el cual se busca prorrogar la ley N° 20.458, con el fin de beneficiar a miles y miles de chilenas y chilenos que sufrieron la catástrofe del terremoto y maremoto de 27 de febrero de 2010, y que todavía no pueden acceder a las viviendas que les prometieron, debido a la lentitud de la reconstrucción y la burocracia relacionada con la entrega de subsidios; sin embargo, ellos tienen que seguir pagando sus impuestos por una vivienda que está destruida o deteriorada.

Por lo tanto, nos parece correcto prorrogar por lo menos por un año dicha ley, cuyo vencimiento está por cumplirse, para que se aplique ese procedimiento simplificado y pueda regularizarse la pequeña propiedad raíz a los afectados por el terremoto y maremoto de 27 de febrero de 2010.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 51 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor MELERO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Andrade Lara Osvaldo; Araya 
Guerrero Pedro; Auth Stewart Pepe; Bauer Jouanne Eugenio; Bertolino Rendic Mario; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela 
Jorge; Cerda García Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Edwards Silva José Manuel; 
Eluchans Urenda Edmundo; Kort Garriga Issa; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Rosales Guzmán Joel; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa 
Patricio; Meza Moncada Fernando; Muñoz D’Albora Adriana; Ortiz Novoa José 
Miguel; Pascal Allende Denise; Pérez 
Lahsen Leopoldo; Rincón González 
Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Rojas 
Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto 
Felipe; Sandoval Plaza David; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Squella Ovalle Arturo; Teillier Del Valle Guillermo; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Letelier Aguilar Cristian; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vidal Lázaro Ximena; Ward Edwards 
Felipe; Zalaquett Said Mónica.

ENVÍO DE AYUDA HUMANITARIA A PAÍSES DEL LLAMADO “CUERNO DE 
ÁFRICA”. (Preferencia).

El señor MELERO (Presidente).- En seguida, conforme a lo acordado por los Comités parlamentarios, corresponde tratar el proyecto de acuerdo N° 410, al cual el señor Prosecretario va a dar lectura.

El señor LANDEROS (Prosecretario accidental).- Proyecto de acuerdo N° 410, del diputado señor Edwards; la diputada señora Zalaquett, doña Mónica, y los diputados señores Santana, Araya, Moreira, Teillier, Díaz, Meza, Cornejo y Ojeda, que en su parte dispositiva señala lo siguiente:

“La honorable Cámara de Diputados acuerda:

1. Manifestar su preocupación por la catástrofe humanitaria que se está viviendo en la región del “Cuerno de Africa”, siendo Somalía, Djibouti, Kenya y Etiopía los países más afectados de esta zona. La hambruna, las condiciones de insalubridad, la extrema pobreza, la inestabilidad política y la sequía han afectado a más de once millones de personas, y ha costado la vida, a causa del hambre, a cerca de treinta mil niños en los últimos meses.

2. Que, dadas las presentes condiciones y, haciendo honor a la ayuda humanitaria que otros países han otorgado a Chile en tantas situaciones de catástrofe a lo largo de nuestra historia, solicitamos el apoyo de los distintos entes políticos, sociales, empresariales y académicos, para que podamos comprometernos con esta causa, planificando acciones concretas para aportar a la superación de esta calamidad, de acuerdo con las posibilidades legales y económicas del Estado chileno y de cada actor público o privado.

3. Solicitar al Presidente de la República que, en su calidad de Jefe de Estado, lidere la ayuda humanitaria que entregue Chile y, si lo tiene a bien, proceda a dictar, a la brevedad, un decreto supremo para facilitar la cooperación económica que puedan realizar los distintos sectores públicos y privados del país, de acuerdo con la ley N° 16.282.”. 

El señor MEZA.- Pido la palabra.

El señor MELERO (Presidente).- Tiene la palabra su señoría.

El señor MEZA.- Señor Presidente, en función de lo que señala el proyecto de acuerdo, ¿es posible aprobarlo por unanimidad y sin discusión, puesto que se trata de un tema solidario y humanitario? Cualquiera puede sacar provecho personal de él y nos incumbe a todos.

El señor MELERO (Presidente).- Ha pedido la palabra el diputado señor Edwards para apoyarlo.

Tiene la palabra su señoría.

El señor EDWARDS.- Señor Presidente, en primer lugar, Chile debe preocuparse de sus necesidades internas; sin embargo, dado el nivel de desarrollo que ha logrado en los últimos años, tiene una responsabilidad con el devenir del planeta, más allá de sus fronteras y también de Latinoamérica.

En el “Cuerno de África”, en particular en Somalía, se está viviendo una situación muy extrema debido a una sequía que es la peor que se ha tenido en esa zona en las últimas décadas. Asimismo, ese país ha sido víctima de la conducción de variados gobiernos fraccionados y ha estado bajo el mandato de distintas organizaciones, algunas de las cuales han sido calificadas de terroristas, especialmente la que tenía el control de Mogadiscio, capital de Somalía.

En la actualidad, hay más de ochocientas mil personas que habitan campos de refugiados. La gran mayoría de ellas se encuentra fuera de la frontera, porque han debido salir de las sabanas y del desierto somalí hacia países vecinos, como Kenya, Etiopía y Djibouti o Somalía Francesa.

En los últimos tres meses han muerto treinta mil niños y hay más de un millón de ellos cuyas vidas están comprometidas por el hambre que están sufriendo. Hay once millones de personas que tienen un problema gigantesco de salubridad y también de hambre. Por lo tanto, Chile no puede sustraerse de esta situación y debe hacer algo.

La emergencia no solamente se circunscribe a la hambruna que se está viviendo, sino también -reitero- hay un problema muy grave de salubridad. Se han encontrado más de 4.500 casos de cólera y más de 17.500 casos de sarampión y de otras enfermedades en algunos campos para refugiados. Esta situación se puede volver incluso peor, dado que menos de un tercio de los niños menores de cinco años ha recibido las vacunas que necesitan para no contraer enfermedades como difteria, tos ferina, tétanos, polio, etcétera. No sólo se requiere ayuda en alimentos, sino, además, por ejemplo, para purificar pozos de agua a través de cloración, de manera de tratar de frenar la contaminación y la propagación de estas enfermedades. 

Mediante el proyecto de acuerdo planteamos lo siguiente:

Manifestar nuestra preocupación por lo que está ocurriendo en el “Cuerno de África” y plantear que, tal como Chile ha recibido ayuda internacional con ocasión de las catástrofes que lo han golpeado, debe preocuparse de otros países que vivan situaciones desastrosas, como la mencionada.

Además, si nuestro Presidente Sebastián Piñera lo tiene a bien, de acuerdo con la ley N° 16.282, proceda a dictar un decreto supremo, de manera de hacer expedita la ayuda económica, y también, si fuere necesario, dé facultades a nuestro embajador en Kenya respecto de la ayuda que se podría entregar mediante organizaciones no gubernamentales chilenas o internacionales, o de las Naciones Unidas, a través de una de las dos embajadas que tenemos en África: una en Sudáfrica y la otra en Kenya.

Señor Presidente, la Cancillería cuenta con un fondo especialmente destinado a situaciones de catástrofe o calamidades internacionales, el cual proviene del cobro de un pequeño impuesto por la venta de pasajes aéreos. Alcanza a varios millones de dólares y su utilización no significaría, en ningún caso, retirar otros dineros de índole social, como los destinados a vivienda, agricultura u otros, porque es un fondo exclusivamente para las situaciones indicadas. 

Los chilenos tenemos una tradición cristiana de empatía con el sufrimiento del otro, que se ha manifestado en sinnúmero de ocasiones. Esta es una oportunidad propicia para hacerlo, y no me cabe ninguna duda que la respuesta de la sociedad civil y del gobierno chileno estará acorde a esa tradición.

Finalmente, el proyecto de acuerdo es transversal de esta Cámara; por lo tanto, espero que lo aprobemos por unanimidad. 

He dicho. 

El señor MELERO (Presidente).- Ofrezco la palabra para impugnar el proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

En votación. 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 47 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor MELERO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bertolino Rendic Mario; Burgos Varela 
Jorge; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Díaz Díaz Marcelo; 
Espinoza Sandoval Fidel; Estay Peñaloza Enrique; Gutiérrez Pino Romilio; Harboe Bascuñán Felipe; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Melero Abaroa Patricio; Monsalve Benavides 
Manuel; Montes Cisternas Carlos; 
Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe 
Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Recondo Lavanderos 
Carlos; Rojas Molina Manuel; Sabag 
Villalobos Jorge; Salaberry Soto Felipe; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Squella Ovalle Arturo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa 
Marisol; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías; Ward 
Edwards Felipe.


INFORMACIÓN SOBRE REGLAMENTOS CUYA DICTACIÓN ESTÉ PENDIENTE. 
(Votación).

El señor MELERO (Presidente).- Corresponde votar por última vez el proyecto de acuerdo N° 378.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 23 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 2 abstenciones.

El señor MELERO (Presidente).- Rechazado por falta de quórum.

ENTREGA DE LA ADMINISTRACIÓN DE LOS BORDES COSTEROS AL MINISTERIO DE BIENES NACIONALES.

El señor MELERO (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la parte dispositiva del proyecto de acuerdo 
N° 376.

El señor LANDEROS (Prosecretario 
accidental).- Proyecto de acuerdo N° 376, de los diputados señores Rojas, Sandoval, 
Vilches, Baltolu, Santana, Rosales, Letelier, Araya y Meza, y de la diputada señora 
Andrea Molina, que en su parte dispositiva establece lo siguiente:

“La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a su excelencia el Presidente de la República el envío al Congreso Nacional de un proyecto de ley que entregue la administración de los bordes costeros al Ministerio de Bienes Nacionales, dejando aquellos lugares que, sea por su finalidad o por tratarse de un borde estratégico, en la competencia de la autoridad marítima competente.”
El señor MELERO (Presidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Manuel Rojas.

El señor ROJAS.- Señor Presidente, la institucionalidad relacionada con la administración de nuestro borde costero está quedando obsoleta, en el sentido de lograr que esta franja de territorio no quede al margen del desarrollo. 

A mayor abundamiento, las concesiones marítimas tienen costos asociados muy altos, que limitan lo que nosotros queremos, que es logar que estos sectores urbanos se desarrollen como corresponde. 

Estamos ciertos de que toda inversión tiene que estar asociada a rangos de seguridad por todos conocidos. Lo digo, a propósito del proyecto de modernización del borde costero de Antofagasta y de los problemas que hoy impiden desarrollar y potenciar turísticamente a la ciudad. La gestión y administración de la Armada imposibilita destinar recursos e inversión públicoprivada en nuestro borde costero, orientados a ocupar esos espacios y desarrollarlos de la mejor manera posible.

En otros lugares del país ocurre lo mismo. Con el diputado Sandoval conversábamos sobre la problemática de la zona austral, particularmente en relación con el borde costero lacustre. Cada vez que alguien quiere invertir, desarrollar y dar valor agregado a las zonas urbanas, se encuentra con una problemática muy compleja, que pasa principalmente por la gestión y la administración del borde costero.

Por eso, estamos pidiendo al Gobierno que radique la administración del borde costero, que hoy está en manos de la Cartera de Defensa, en el Ministerio de Bienes Nacionales. De esta forma, en conjunto con el Ministerio de Obras Públicas, se podrían aprovechar estos espacios públicos y dar valor agregado al borde costero nacional, en el entendido de que las franjas de territorio estratégicas seguirán siendo resguardadas por la Armada, amén de los espacios que ocupen para el desarrollo de las actividades propias de la institución.

Esperamos que el Ejecutivo acoja pronto nuestra petición, para que la nueva administración empiece a incentivar el desarrollo del borde costero nacional. 

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Gabriel Silber.

El señor SILBER.- Señor Presidente, respaldo plenamente el proyecto de acuerdo. Los bordes costeros, principalmente nuestras playas, como lo declara nuestro Código Civil, de Bello, son y deben seguir siendo bienes nacionales de uso público, patrimonio de todos. Entendemos que bajo la tuición del Ministerio de Bienes Nacionales existirá una mejor administración. Hemos visto mucho conflicto con la línea de base; muchas veces tenemos doble jurisdicción: por un lado, el Ministerio de Bienes Nacionales y, por otro, la Armada, a través de Directemar. 

A nuestro juicio, todos ganan si concentramos en un solo responsable la administración de nuestro borde costero.

He dicho. 

El señor MELERO (Presidente).- Para impugnar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Pedro Velásquez.

El señor VELÁSQUEZ.- Señor Presidente, es cierto que suena interesante que el borde costero esté en manos de Bienes Nacionales. Sin embargo, por un tema estratégico, es fundamental que la Armada siga teniendo la titularidad en la administración de esta franja del territorio nacional. 

En seguida, el Ministerio de Bienes Nacionales no cuenta con una dotación de funcionarios para vigilar los bordes costeros, que comprenden terrenos de playa, bahías, golfos, etcétera. La única institución que puede llevar a cabo tal vigilancia es la Armada de Chile, a través de las respectivas gobernaciones marítimas y capitanías de puerto.

A lo mejor, sería interesante entregarle la administración del borde costero a la Cartera de Bienes Nacionales, pero habría que dotarla de los elementos necesarios para la labor de vigilancia. De lo contrario, estaríamos en tierra de nadie. Repito, Bienes Nacionales no cuenta con personal, sus recursos son escasos, amén de que no está presente en todo el territorio nacional.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- Para impugnar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Fidel Espinoza.

El señor ESPINOZA (don Fidel).- Señor Presidente, no podemos aprobar este proyecto. Parte de los problemas que viven muchas comunidades se originan en esta problemática. 

La próxima semana tendremos una sesión especial para analizar las implicancias de la aprobación inconsulta contra la comunidad, del proyecto Parque Eólico Chiloé. Por años, centenares de familias venías pidiendo a Bienes Nacionales que les entregara la titularidad de las tierras que han habitado por casi ochenta años. Pero resulta que llega a Chiloé una empresa privada, Ecopower, y Bienes Nacionales le entrega centenares de hectáreas en forma gratuita, incluyendo sitios aledaños a los bordes costeros, para que instale un parque eólico. Este proceder no corresponde. 

Por eso, la administración de los bordes costeros debe seguir bajo la modalidad actual, con procesos rigurosos para la entrega de concesiones, cuando corresponda, y no pasar a manos del Ministerio de Bienes Nacionales, que, con la labor que tiene -entregar los títulos gratuitos a los chilenos, en los casos en que corresponde-, está colapsado, como dijo el diputado Velásquez. 

Por lo tanto, el proyecto no corresponde.

He dicho.

El señor MELERO (Presidente).- En votación el proyecto de acuerdo N° 376.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 18 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 4 abstenciones.

El señor MELERO (Presidente).- No hay quórum.

Se va a repetir la votación.

-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 19 votos; por la negativa, 3 votos. Hubo 3 abstenciones.

El señor MELERO (Presidente).- Nuevamente no hay quórum.

En consecuencia, se votará por última vez en la próxima sesión ordinaria.

-Los textos íntegros de los proyectos de acuerdo figuran en la página de internet de la Cámara de Diputados, cuya dirección es:

http://www.camara.cl/trabajamos/pacuerdos.aspx
VII. INCIDENTES

RECURSOS PARA REPARACIÓN DE CAMINOS Y PUENTES EN COMUNA DE 
FRESIA. Oficios.

El señor MELERO (Presidente).- En el tiempo del Comité Socialista, tiene la palabra el diputado señor Fidel Espinoza. 

El señor ESPINOZA (don Fidel).- Señor Presidente, los habitantes de Fresia, más del 60 por ciento de los cuales viven en el campo, están soportando una situación impresentable, que no habían vivido durante muchos años; mejor dicho, décadas. Jamás ocurrió algo como esto durante nuestros gobiernos. Hoy, la gente está aislada y los caminos se encuentran en pésimas condiciones debido a la crudeza del tiempo que hemos tenido que soportar en los últimos meses.

El alcalde de la comuna, Bernardo Espinoza, ha manifestado reiteradamente que los caminos que están bajo el Programa de Conservación Global de Vialidad debieran mantenerse y repararse durante los meses de verano. Sin embargo, la empresa respectiva, que ha ganado millonarios recursos con dicho programa, no ha cumplido bien su labor. Son muchos los caminos que presentan problemas, lo que impide el normal tránsito de camiones y de vehículos, además del aislamiento que afecta a la comunidad. El estado actual de los caminos preocupa y alarma a los pequeños productores lecheros, ya que impide la circulación de sus camiones, lo que significa la pérdida de su producción. Hay malezas y falta de recarga, con todo lo que ello implica.

Señor Presidente, me llamaron dirigentes de Fresia para decirme que se cortó el puente El Jardín-La Araña, el cual fue reparado el sábado en forma provisoria por el municipio, que habilitó sólo una vía para la circulación de vehículos livianos. Se informó de esta situación a Vialidad, organismo que contestó que mañana irá a repararlo, pero no tenemos plena seguridad de que será así.

Reitero, la gente humilde de esos sectores está preocupada por la pérdida de su producción lechera, ya que es el sustento para sus hogares.

Por lo tanto, solicito oficiar al ministro de Obras Públicas, con copia al señor intendente de la Región de Los Lagos y al director de Vialidad de nuestra región, con el objeto de que adopten las medidas destinadas a solucionar esta situación, ya que no es presentable que se diga que no hay recursos para reparar caminos. Nuestros gobiernos siempre dispusieron de recursos para repararlos. Cuando había una emergencia, como el aislamiento de un sector por condiciones adversas del tiempo, siempre llegaban los recursos a tiempo; pero ahora la respuesta es que no hay recursos, en circunstancias de que se invertirán 3 mil millones de dólares para construir dos líneas nuevas para el Metro de Santiago, es decir, se ríen de la gente más humilde de las regiones. ¡No puede ser!

Señor Presidente, estoy molesto por esta situación. He recibido múltiples llamados en estos días de dirigentes de la comuna que manifiestan que esta es una situación impresentable.

Muchos le echarán la culpa al municipio, en circunstancias de que esta es una responsabilidad del Estado, el que dispone de millonarios recursos para darle solución.

En la comuna de Fresia no sólo tenemos cortado el puente El Jardín-La Araña, sino también los caminos a Monte Verde, a Las Cuyas; en el camino a Río Blanco tenemos posibles cortes en los sectores de Las Cruces-cuesta Río Blanco. También tenemos problemas en los caminos Maichihue y Cañones, donde hay rebosamiento de alcantarillas y no existen defensas; una alcantarilla se rebosó en Pichimaule; no hubo instalación de defensas a tiempo y como corresponde. En La Esperanza subió el río; ese sector está completamente aislado. Toda la gente de Llico Bajo está aislada, no hay vía alternativa. En Yerbas Buenas Alto, apenas pasan los vehículos livianos. No obstante, la respuesta que nos da Vialidad es que no existen fondos disponibles para realizar la mantención de esas vías, lo que me parece vergonzoso.

Por eso, hago un llamado al gobierno regional para que el señor intendente se deje de despedir a funcionarias públicas de mi región porque no bailan a su ritmo, como hizo en estos días con la seremi de Economía, quien cumplió una gran labor con los pescadores artesanales de la zona, y que se preocupe de la gente, porque él representa al Presidente de la República en la región; no está para descalificar ni para andar haciendo cuestiones que no tienen relación con la pega de intendente. 

Señor Presidente, durante la campaña presidencial, nos prometieron un cambio; nos dijeron que harían un cambio para mejorar la calidad de vida de la gente. Sin embargo, vemos que sucede todo lo contrario en todos los aspectos, incluso en el de la reparación vial, que siempre fue un ejemplo y se hizo a tiempo para que la gente dispusiera de los caminos para desplazarse diariamente desde los sectores más apartados.

He dicho.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que están levantando la mano, de lo que la Secretaría está tomando debida nota.

INFORMACIÓN SOBRE TÉRMINO DE PROGRAMA DE ATENCIÓN DOMICILIARIA A PACIENTES DE HOSPITAL DE MELIPILLA. Oficios. 

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora 
Denise Pascal.

La señora PASCAL (doña Denise).- Señor Presidente, últimamente estamos viendo y nos sorprenden muchas resoluciones que se han tomado con respecto a diferentes temas en nuestra zona, las cuales realmente están afectando a la ciudadanía.

El Gobierno ha dicho que se debe escuchar a la gente, pero eso no se cumple, como veremos a continuación.

Recientemente, recibí un correo de la señora María Cantillana, presidenta del Consejo Consultivo de Usuarios del Hospital de Melipilla, en el que me dice con alarma que dicho hospital eliminó el presupuesto para el programa de atención domiciliaria de pacientes, mediante el cual se atendía en sus casas a doscientos pacientes, la mayoría adultos mayores, quienes se quedaron sin atención para sus enfermedades y para la entrega de remedios.

Por lo tanto, señor Presidente, solicito oficiar al ministro de Salud, al subsecretario de Redes Asistenciales, a la directora del Servicio de Salud Metropolitano Occidente y al director del hospital de Melipilla, con el objeto de que me informen por qué se suspendió ese programa, que tenía muchos años, el cual permitía además bajar costos al hospital, ya que evitaba hospitalizaciones prolongadas de personas que podían atenderse en sus casas.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que están levantando la mano, de lo que la Secretaría está tomando debida nota.

MALESTAR POR FALTA DE RESPUESTA DEL MINISTERIO DE VIVIENDA Y URBANISMO A OFICIOS SOBRE PROBLEMAS DE VECINOS DEL DISTRITO N° 31.

La señora PASCAL (doña Denise).- En segundo lugar, hace aproximadamente tres meses, exactamente el 13 de abril, oficié al Ministerio de Vivienda y Urbanismo, con el objeto de que se nos informara qué pasaba con 144 familias de El Monte, a las cuales se les habían rechazado por segunda vez sus postulaciones a beneficios del Serviu y se les habrían devuelto sus carpetas sin darles mayores antecedentes. No obstante, hasta la fecha no hemos recibido respuesta.

El 9 de junio de este año, también oficié al Ministerio de Vivienda y Urbanismo, con el fin de que se me informara sobre la situación de los vecinos de la población Padre Demetrio Bravo, comuna de Melipilla, a quienes se les pidió hace dos años demoler sus casas, que eran de autoconstrucción, porque el Serviu se las reconstruiría a través de un proyecto. No obstante, hasta hoy, esa gente está viviendo en mediaguas y en condiciones realmente infrahumanas, lo que no puede ser.

Señor Presidente, muchas veces solicitamos oficiar a diversos ministerios para solucionar los problemas de las personas a las que representamos, pero no recibimos respuestas de muchas de esas carteras.

Por lo tanto, la Corporación debe hacer ver esta situación a quienes corresponda, con el objeto de que nuestros oficios sean respondidos a tiempo.

He dicho.

REFLEXIONES SOBRE EL ACONTECER POLÍTICO Y SOCIAL DEL PAÍS.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Mixto Partido Radical Social Demócrata, Partido Comunista e Independientes, tiene la palabra el diputado señor Carlos Abel Jarpa.

El señor JARPA.- Señor Presidente, en septiembre de 2009, al iniciar mi campaña electoral en Chillán, en parte de mi discurso expresé lo siguiente:

“Enfrento un nuevo desafío en mi vida y en mi carrera política; un desafío diferente, en un momento diferente, en un Chile distinto, más exigente y mejor.

Hace poco más de veinte años, nos propusimos derrotar una de las dictaduras más dolorosas que haya conocido nuestro país. Lo hicimos con valentía y coraje; pero también convinimos en hacerlo a través de la razón, de nuestras ideas, pero, por sobre todo, con nuestra unión, para construir un Chile libre, más justo, más digno; un Chile mejor.

Que faltan cosas por hacer, sin duda; que hemos cometido errores, puede ser; pero, qué duda cabe de que nuestro país ha avanzado por una senda correcta. Hoy somos diferentes. Después de no conocer la libertad de expresión, hoy las políticas sociales son inclusivas, tenemos un Estado protector y generamos una admiración mundial.

Hoy, nuestros objetivos son diferentes, nuestras metas son diferentes y las exigencias son otras. Después de un largo camino recorrido, con éxito y responsabilidad, hoy hemos hecho propicio el momento de generar los cambios que necesita nuestro país; como perfeccionar nuestro sistema democrático, modificando o, simplemente, sustituyendo el sistema binominal, que atenta contra las minorías y no permite una competencia igualitaria. 

Hoy, hemos hecho propicia la necesidad imperiosa de una nueva Constitución, liberada de las amarras confeccionadas a base de cálculos de unos pocos. 

Hoy, necesitamos una negociación colectiva construida sobre un nuevo Código del Trabajo; hoy, necesitamos plantear y modificar las políticas sociales que desarrolló el último gobierno concertacionista, que apuntan a mejorar las condiciones de vida de mujeres, jóvenes y adultos mayores, y hoy es imperativo extenderlas a nuestra clase media.

Pero, sobre todo, hoy necesitamos una educación pública garantizada que permita entregar a nuestras niñas y nuestros niños oportunidades reales desde el inicio de su proceso de aprendizaje.

En nuestro concepto local, necesitamos una regionalización eficiente y efectiva, con una autonomía real, con elección popular de sus autoridades, que permita la creación de nuevas fuentes de trabajo y una distribución del ingreso más equitativa; pero, para que cumplamos estos objetivos, debe existir en la jefatura de Estado la voluntad política que garantice el envío de nuestras iniciativas.

Hoy, no estamos para darnos gustitos personales y debemos tener más claro que nunca que no da lo mismo quién gobierne y que no da lo mismo quién sea parlamentario.

Agradezco a quienes me han permitido la posibilidad de realizar lo que alguna vez soñé y proyecté desde el ejemplo de mi padre”.

Señor Presidente, logré ser reelegido; sin embargo, la ciudadanía no escuchó nuestros mensajes y perdimos la elección presidencial y la mayoría en la Cámara de Diputados.

Hoy, después de diecisiete meses del actual Gobierno, lamentablemente muchos de mis planteamientos cobran sentido. Nuestro país enfrenta una crisis política y social, con movilizaciones estudiantiles y ciudadanas, en un ambiente de enfrentamiento que, guardando las proporciones, nos hace recordar los tristes años previos al quiebre democrático. 

La mayoría de los chilenos nos dicen que ya basta de desigualdades. Es necesario y urgente escuchar a las personas.

El Ejecutivo, el Legislativo, los partidos políticos, los medios de comunicación, las instituciones y las organizaciones estudiantiles, sociales y ciudadanas deben saber escuchar los lineamientos del Chile de hoy. Para permitir los cambios institucionales que conduzcan a una democracia participativa y a un crecimiento económico que llegue a todas las chilenas y a todos chilenos, es fundamental construir, todos juntos, con nuestros ideales y con prudencia, pluralismo, tolerancia y generosidad, una patria justa y solidaria, donde todos podamos vivir en paz y amistad.

He dicho.

TRANSFORMACIÓN DE AEROPUERTO CARRIEL SUR EN TERMINAL INTERNACIONAL.
El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- El Comité de Renovación Nacional ha cedido su tiempo al Comité de la Unión Demócrata Independiente.

Tiene la palabra el diputado señor Van Rysselberghe.

El señor VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, el Centro de Estudios Biobarómetro, de la Universidad Católica de la Santísima Concepción, de mi Región del Biobío, dio a conocer una encuesta sobre conectividad e infraestructura del gran Concepción.

Sus resultados, además de ser interesantes, revelan las graves falencias que percibe la gente en materia de inversión pública en infraestructura en nuestra zona en los últimos años. 

En general, se cuestiona la infraestructura ferroviaria, caminera, de centros de abastecimiento de alimentos y de terminales de buses.

Sobre todo, nueve de cada diez personas del Gran Concepción estiman que la región requiere de un aeropuerto que tenga vuelos internacionales para facilitar el comercio y el tránsito de personas.

La encuesta cuantifica acertadamente una antigua y sentida demanda de la ciudadanía de la Región del Biobío, que exige respuestas rápidas y oportunas de la autoridad. 

Por esta razón, hemos trabajado en la elaboración de un proyecto de acuerdo relacionado con el llamado a licitación para la construcción de un aeropuerto internacional que sirva a Concepción y a la Región del Biobío.

En ese sentido, solicitamos al Presidente de la República, señor Sebastián Piñera, que evacue las órdenes necesarias y disponga de las gestiones pertinentes para que el Ministerio de Obras Públicas llame a licitación o propuesta pública internacional para la modificación y ampliación del actual Terminal de Pasajeros Aeropuerto Carriel Sur, de mi región, a fin de que éste califique como aeropuerto internacional, para que luego sea objeto de una concesión aeronáutica a título oneroso, también mediante el sistema de licitación o propuesta pública. 

En general, no existe una definición de aeropuerto internacional, pero sí un conjunto de capacidades e infraestructura con la que debe contar un terminal aéreo para recibir vuelos internacionales. Entre ellas, destacan incrementar el número de metros cuadrados construidos para la recepción de pasajeros y la construcción de una torre de control, de calles de rodaje, de un edificio del Servicio Agrícola y Ganadero; en fin, de una serie de obras para adecuar el aeropuerto a las exigencias de su nueva condición.

En suma, esperamos que en su momento el proyecto de acuerdo sea aprobado y enviado al Presidente de la República como una sentida e impostergable aspiración de la Región del Biobío, cuya concreción permitirá tener un poderoso resorte más que impulse definitivamente el progreso equitativo de mi región.

He dicho.

SALUDO A MINEROS CON MOTIVO DE CONMEMORACIÓN DE SU DÍA. Oficios. 

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor 
Carlos Vilches.

El señor VILCHES.- Señor Presidente, en primer lugar, agradezco el tiempo que me concedió el Comité de Renovación Nacional.

Estamos en el mes de la minería. Por eso, entrego un afectuoso y cariñoso saludo a todos los mineros del país, pues ayer, 10 de agosto, día de San Lorenzo, se celebró el Día del Minero. 

Para mí, es un privilegio representar a zonas mineras.

La minería sigue siendo el principal motor de desarrollo de nuestro país; es su principal actividad económica. Por eso, es un orgullo representarla en la Cámara de Diputados.

En esta oportunidad, saludo a personas que han sido muy importantes para el desarrollo minero de mi región y de mi distrito, como son el presidente de la Asociación de Pirquineros de Tierra Amarilla, señor 
Luciano Pinto; el presidente de la Asociación Minera de Copiapó, señor Eduardo Catalano; el presidente de la Asociación Gremial de Chañaral, señor Slobodan 
Novak, y la presidenta de la Asociación Minera de Diego de Almagro, señora 
Zulema Soto.

A todos ellos quiero decirles que les agradezco enormemente el trabajo que han hecho en el sector, porque han permitido a todos los pequeños mineros progresar, avanzar y crecer en una gran actividad, que genera una enorme cantidad de empleos en las ciudades de 
Chañaral, Diego de Almagro y Copiapó. 

Asimismo, deseo expresarles que la minería seguirá siendo grande. Gracias al trabajo que realizan los pequeños mineros, este país ha recibido la mayor cantidad de recursos de su historia por concepto de impuesto a la renta y royalty. Por primera vez se están entregando a las ciudades mineras y al resto de Chile, dineros provenientes del royalty. 

Por eso, doy las gracias a su excelencia el Presidente de la República, Sebastián 
Piñera, porque permitió que este año -la ley es de 2005- recibiéramos esos dineros. Así, la Región de Atacama percibirá 8,8 millones de dólares, que son recursos frescos para el presente año. 

En la Cámara de Diputados trabajamos para aprobar importantes proyectos de ley, como el de seguridad minera, recientemente ingresado a tramitación. El accidente ocurrido en la mina San José significó un antes y un después en esta materia. Creo que esto permitirá a los mineros trabajar con mayor seguridad al interior de la mina; no se trata de ponerles obstáculos ni a ellos ni a las empresas. Ésa es la razón de ser de esta modernización de la legislación en materia de seguridad minera, que la Sala conocerá en las próximas semanas. 

También quiero destacar el mejoramiento que ha habido en la compra de minerales y en la relación de los pequeños mineros con la Empresa Nacional de Minería. Esto es obra de su vicepresidente ejecutivo, don William Díaz, y de todo su equipo de técnicos, quienes han puesto a la Enami, la principal empresa exportadora de los pequeños mineros, al servicio de Chile.

Por otra parte, subrayo que esta semana se batió el récord del precio del oro: 1.786 dólares la onza, lo que tiene como lectura principal una bonanza para los pequeños mineros que explotan el oro en nuestro país.

Lo destaco en este saludo en el mes de la minería. 

Reitero que, en mi opinión, la minería seguirá siendo la principal actividad económica chilena. 

Quiero enviarle un cariñoso saludo al nuevo ministro de Minería, don Hernán de Solminihac, y desearle que le vaya muy bien en esta nueva responsabilidad que ha asumido. Tanto él como su subsecretario, don Pablo Wagner, se han destacado por su preocupación por los pequeños mineros y porque este país siga dándoles facilidades y ayudándolos en el fomento de su actividad.


¡Gracias, mineros de Chile! ¡Felicidades en su día! Espero que podamos seguir creciendo juntos. 

Finalmente, solicito enviar copia de mi intervención a cada una de las asociaciones mineras del país.

He dicho.

El señor BERTOLINO (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que están levantando la mano y de quien preside. 

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 13.23 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones.


VIII. ANEXO DE SESIÓN

COMISIÓN ESPECIAL DE SOLICITUDES DE INFORMACIÓN Y DE ANTECEDENTES.

-Se abrió la sesión a las 13.06 horas.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

REFLEXIONES SOBRE DECLARACIÓN DEL IV ENCUENTRO DE LA RED AMBIENTAL DEL NORTE, REALIZADO EN HUASCO. Oficios.

El señor ARAYA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alberto Robles.

El señor ROBLES.- Señor Presidente, hace pocos días se efectuó el IV Encuentro de la Red Ambiental del Norte, el cual se realizó en la comuna de Huasco. Los dirigentes allí reunidos sacaron una declaración, que deseo compartir con quienes habitan en la Región de Atacama y con la ministra del Medio Ambiente, a quien le haré llegar copia. Después de todo, cuando las organizaciones ambientales plantean algo, independientemente de que a uno le guste o no, están en todo su derecho.

Voy a dar lectura a dicha declaración:

“En el puerto de Huasco se desarrolló exitosamente, durante los días 5, 6 y 7 de agosto, el IV Encuentro de la Red Ambiental del Norte, en medio de las multitudinarias protestas que sacuden al país a lo largo y a lo ancho. Movilizaciones que se hicieron masivas con Barrancones, continuaron luego con la resistencia al proyecto HidroAysén y desembocaron en la gran movilización actual en defensa de la educación pública.

La represión inusitada y brutal que el Gobierno da como respuesta a las demandas sociales, nos conmina a reafirmar los acuerdos y las declaraciones de los encuentros anteriores, mejorar nuestros niveles organizativos e intensificar las luchas en cada una de las realidades locales.

En este contexto, la Red Ambiental del Norte declara lo siguiente:

1. Se concluye que el lucro es el motor del modelo económico, su viga maestra, mediante la cual han obtenido exorbitantes ganancias los bancos, los consorcios mineros, las multitiendas y supermercados, entre otros. Todo ello basado en la explotación de los seres vivos, la depredación de la tierra, el saqueo de nuestros bienes comunes y la contaminación de las aguas y el aire.

2. Es necesario fortalecer los lazos con todas aquellas organizaciones de base socioambientales, en forma generosa, entendiendo que los conflictos locales territoriales no tendrán una solución particular si no construimos todos juntos, como país, una propuesta alternativa a la estructura socioeconómica actual, que rompa con la lógica del lucro y saqueo señalada en el punto anterior.

3. Dado que el sistema tiene el control casi absoluto de los medios de comunicación, lo que les permite desinformar en vez de informar, nos comprometemos a afianzar los medios y canales alternativos que nos permitan generar la información confiable que el país necesita, necesaria para que las comunidades puedan empoderarse de lo que realmente sucede, lo que les afecta y actuar en consecuencia.

4. Nos comprometemos a desarrollar todas nuestras capacidades y medios de lucha para apoyar a las comunidades más desprotegidas con el fin de ayudarlas a obtener justicia ambiental. Y, en ese camino, desnudar la falsedad de que el bastión de la economía chilena es la minería y su modelo de desarrollo el depredador.

5. Planteamos firmemente la necesidad de encaminarnos a un proceso de Asamblea Popular Constituyente, que elabore una nueva Constitución para Chile, en que uno de sus pilares sea la protección del medio ambiente y cambio del modelo depredador existente en Chile, por uno respetuoso de los derechos de los pueblos y las personas, que se despliegue en armonía con la madre naturaleza.

Reivindicamos las acciones de resistencia de las comunidades del norte, amenazadas por proyectos mineros y energéticos, y la defensa de la vida y alimentación sana, y proclamamos nuestra absoluta independencia y autonomía de un Estado que está al servicio de los grandes consorcios, de las autoridades de turno y de los partidos políticos u organizaciones no gubernamentales que sustentan el modelo.

Nuestra política es la defensa de la vida y el medio ambiente de las comunidades por sobre cualquier otra consideración. 

La unidad nos hace fuertes y la acción común construye ciudadanía y dignidad.”.

La carta está firmada por la Red Ambiental Norte, en Huasco, el 7 de agosto de 2011.

Quería leer esta carta porque me parece que, independientemente de que uno pueda estar de acuerdo o no con todo lo que plantea la Red Ambiental, hay un grupo de personas que se juntan cada cierto tiempo, en distintas localidades del norte, porque están preocupadas del tema ambiental y defienden su posición, relacionada con el desarrollo, según la cual el tema ambiental debe ser considerado en primerísimo lugar. Por eso, es necesario que las autoridades sepan lo que plantea esa Red.

Por lo mismo, me gustaría que copia de esta carta se hiciera llegar a la ministra del Medio Ambiente, a la intendenta de la Región de Atacama, a los gobernadores de las distintas provincias de dicha región y a los respectivos concejos, porque es necesario que las organizaciones hagan oír su voz. En este sentido, es pertinente que algunos temas, en particular los relacionados con el desarrollo sustentable de la región, sean abordados y discutidos mucho más a fondo.

Agradezco la posibilidad que se me ha dado para hacer este planteamiento y para dar a conocer la presentación de la Red Ambiental del Norte, a fin de que su contenido sea conocido públicamente. 

He dicho.

La señora SAA, doña María Antonieta (Presidenta accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de quien habla.

INFORMACIÓN SOBRE PROTOCOLO QUE APLICA CARABINEROS EN MANIFESTACIONES PÚBLICAS. Oficio.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Tiene la palabra la diputada señora María Antonieta Saa.

La señora SAA (doña María Antonieta).- Señor Presidente, el pasado 9 de agosto, el país entero se sorprendió con la enorme manifestación realizada por los estudiantes, apoyados por otros sectores de la ciudadanía, con el objeto de pedir un cambio profundo en la estructura de nuestra educación.

Todos nos felicitamos por la concurrencia de miles de personas que marcharon en paz y en forma tranquila. Sólo al final de la marcha se produjeron incidentes, que no fueron protagonizados por los participantes en la manifestación, situación que es necesario dejar en claro. 

Quiero referirme al problema que se produjo en la población La Pincoya, comuna de Huechuraba, el 9 de agosto, en la noche. En la plaza de la población, frente a la comisaría, se juntó un grupo de manifestantes, fundamentalmente dueñas de casa y niños, que querían expresar su adhesión al petitorio de los estudiantes, realizando un toque de cacerolas o “caceroleo”. Había alrededor de 300 personas, reitero, mayoritariamente mujeres y niños. 

Pero esa manifestación pacífica, realizada por vecinos de la población La Pincoya, fue empañada por la actuación de Carabineros, que la disolvió lanzando bombas lacrimógenas. En la acción participaron escuadrones con trajes especiales y con escudos, que fueron arrinconando a las personas, lo que provocó la reacción de algunos. Es sabido que cuando la gente se está manifestando pacíficamente, la actitud agresiva de los carabineros provoca la misma reacción de los manifestantes.

Entonces, se produjo una situación lamentable: los carabineros lanzaron bombas lacrimógenas por las calles de la población, cuyos efectos se sentían en los hogares. En realidad, fue una situación muy lamentable ocurrida en una población de la comuna de Huechuraba. Seguramente, se repitió en otros barrios. 

Por eso, quiero oficiar al ministro del Interior, señor Rodrigo Hinzpeter, en su calidad de jefe del Ministerio del cual dependen las policías, a fin de que informe a nuestra Corporación sobre la forma en que ha estado actuando Carabineros de Chile y sobre el protocolo que se aplica en estos casos. Me imagino que debe haber un protocolo que guíe la labor que realiza Carabineros en estas situaciones. Necesitamos conocer el protocolo, examinarlo y determinar si existe un diseño respecto de la conducta que deben adoptar sus funcionarios en este tipo de manifestaciones pacíficas. 

La mayoría de los ciudadanos cree -yo estoy convencida de ello- que si Carabineros de Chile no actuara en la forma en que lo hace, sin duda, las marchas pacíficas se podrían realizar sin mayores problemas. Es cierto que hay infiltrados y se sospecha que, entre ellos, podría haber miembros de la policía, aunque no está comprobado. Si fuera así, estaríamos ante un problema tremendamente grave.

Hay ejemplos, como el de La Serena, la semana pasada, en que los carabineros no llevaban uniformes especiales ni escudos ni cascos, sino, simplemente, la indumentaria que todos conocemos. Pues bien, no pasó absolutamente nada. También puede haber grupos de infiltrados cuya misión es que las manifestaciones terminen en forma violenta.

Me interesa conocer el protocolo por el cual se rige Carabineros en estos casos, porque en la marcha realizada el 9 de agosto pasado había más de 100 mil personas manifestándose en paz. 

Asimismo, quiero saber si el protocolo señala que carabineros deben filmar. He concurrido a muchas marchas, y en todas ellas ha habido un carabinero filmando. Si la manifestación es pacífica, ¿qué filma ese carabinero? ¿Qué pasa con la información? ¿Acaso pretenden identificar a ciertas personas y a los líderes? ¿Por qué se filma si no hay conflictos? Tal vez, cuando éstos se producen se podría justificar que filmen, para probar que Carabineros procedió de manera correcta, frente a los reclamos de la ciudadanía.

La marcha del domingo pasado también se estaba llevando a cabo en forma absolutamente pacífica; sin embargo, en un recodo, me parece que en la calle San Diego, había un carabinero filmando. Hablé con el oficial y le pedí que no filmaran, porque eso era una provocación. Muchas personas le tomaron fotografías al carabinero. ¿Qué estaba filmando? ¿Qué valor puede tener esa información para Carabineros de Chile? Me gustaría saberlo.

Por eso, quiero que el ministro del Interior me envíe la información que le solicito: el protocolo de conducta de Carabineros, por qué filman las marchas pacíficas y por qué quieren llevar un registro de los ciudadanos que se manifiestan. Que yo sepa, Carabineros de Chile no realiza una labor periodística, sino de protección y seguridad. Me gustaría ver a los carabineros protegiendo a la ciudadanía que se expresa y no atacándola cuando ejerce ese legítimo derecho. 

Es lo que quería plantear. 

He dicho.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 13.19 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones.



IX. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que se inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.039, de Propiedad Industrial, para estandarizar y mejorar el proceso de solicitud de marcas y patentes. (boletín N° 7862-03).
“Honorable Cámara de Diputados:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que modifica la Ley N° 19.039, de Propiedad Industrial, para estandarizar y mejorar el proceso de solicitud de marcas y patentes.

I. ANTECEDENTES. 

1. Importancia de la Propiedad Industrial.

La propiedad industrial se encuentra presente en la gran mayoría de las actividades que día a día realizan las personas, las industrias, el comercio, las universidades y el gobierno. Por lo mismo, constituye una herramienta que impacta en los diversos ámbitos de la sociedad.

Nuestro país ha suscrito una serie de tratados internacionales que han sido progresivamente implementados en la legislación nacional. Sin embargo, existen algunos que requieren que la legislación vigente se ajuste para hacer su funcionamiento más eficiente, como es el caso del Tratado de Cooperación en Materia de Patentes (PCT) y el Tratado sobre el Derecho de Marcas (TLT).

2. Los Tratados internacionales y su implementación.

Nuestro país ha implementado progresivamente sus obligaciones internacionales emanadas de los tratados internacionales, lo que se ha traducido en dos modificaciones a la Ley 
Nº 19.039 de Propiedad Industrial. Estas son la Ley Nº 19.996, de 2005 y la Ley Nº 20.160, de 2007. La primera de ellas tuvo como finalidad adaptar la normativa nacional a los compromisos del Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (Adpic) de la Organización Mundial del Comercio, y la segunda modificación tuvo como objetivo implementar especialmente las obligaciones derivadas del Tratado de Libre Comercio entre Chile y los Estados Unidos de América. 

II. FUNDAMENTO DE LA INICIATIVA.

El PCT entró en vigencia en nuestro país el 2 de junio de 2009, estableciendo un procedimiento paralelo y alternativo de presentación de solicitudes de patentes de invención y de modelos de utilidad para varios países a la vez; sin embargo, no altera o modifica la tramitación de dichas solicitudes dentro del país, ni, tal como lo establece el mismo tratado, puede interpretarse en el “sentido que limita la libertad de cualquier Estado contratante de establecer todas las condiciones substantivas de patentabilidad que desee”. Por lo anterior, el PCT ha sido aplicado directamente sin una norma legal que la complemente o implemente.

No obstante, a casi dos años de la entrada en funcionamiento del PCT, se han detectado algunos aspectos que pueden ser modificados en nuestra Ley, a fin de lograr un mejor funcionamiento del sistema de presentación y recepción en fase nacional de las solicitudes de patentes de invención y de modelos de utilidad. Lo anterior, adquiere especial importancia debido a la gran cantidad de solicitudes PCT que se han presentado y que se espera se presenten conforme a este sistema.

Por lo anterior, es necesario establecer reglas de rango legal que perfeccionen estos aspectos y otorguen el máximo de seguridad jurídica a los usuarios.

Al igual que el PCT, el TLT establece obligaciones de carácter formal, pero no contempla un procedimiento alternativo de presentación de marcas comerciales, sino que señala un estándar que deberá ser observado por la oficina nacional de registro al momento de tramitar las solicitudes de marcas comerciales.

El TLT, en consecuencia, tiene dos objetivos fundamentales que se pueden resumir de la siguiente forma:

a) Simplificar los procedimientos nacionales para el registro de marcas; y

b) Establecer un marco regulatorio relacionado con cuestiones de procedimiento en las solicitudes de marcas, es decir, la estandarización de los requerimientos formales.


No obstante no contener normas de carácter sustantivo, es posible apreciar ciertas disposiciones que podrían entrar en conflicto con normas de la Ley N° 19.039, por lo que se hace necesaria una adecuación de este último cuerpo legal.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO.

Los cambios que se proponen a la Ley N° 19.039, de Propiedad Industrial, se pueden resumir en los siguientes:

1. Tratado de Cooperación en materia de Patentes (PCT)

a) Normas generales y conceptos que deben ser expresamente señalados:

i. Concepto de solicitud internacional;

ii. Oficina receptora;

iii. Idioma de presentación;

iv. Normas aplicables a la tramitación; y

v. Plazo de oposición.

En primer lugar, se hace necesario definir el concepto de “solicitud internacional” para identificarla plenamente con aquéllas presentadas conforme al procedimiento alternativo establecido en el PCT. 

En segundo lugar, es necesario establecer que INAPI es la “oficina receptora” de las solicitudes PCT en Chile.

En cuanto al idioma de presentación de las solicitudes internacionales, se establecerá el español como idioma oficial. 

Por otra parte el PCT no modifica la tramitación de solicitudes conforme a la ley nacional. Es por tal razón, que debe hacerse mención a que las solicitudes internacionales de patentes de invención o de modelos de utilidad presentadas en Chile en fase nacional, se regirán, en lo que respecta a los requisitos de fondo, por las disposiciones de la Ley N° 19.039.

Finalmente, y dado que una de las etapas más importantes del procedimiento nacional es la posibilidad de oponerse al registro dentro del plazo de 45 días a contar de la publicación de la solicitud en el Diario Oficial, se debe indicar expresamente que, a pesar de la existencia de la publicación internacional, es imprescindible realizar la publicación contemplada en el artículo 4° de la Ley N° 19.039, con el objeto de permitir que terceros puedan ejercer sus derechos a través de una oposición.

b) Plazos de entrada en fase nacional y vigencia de derechos.

Existen algunos aspectos que son necesarios aclarar a través de una norma legal y que se refieren a:

i. Plazo de entrada en fase nacional;

ii. Requisitos de entrada en fase nacional;

iii. Derecho de restablecimiento, y


iv. Plazo de vigencia de los derechos.

El plazo de entrada en fase nacional de las patentes de invención o de los modelos de utilidad, de acuerdo con el artículo 22 del PCT, es hasta 30 meses contado desde la fecha de la prioridad más antigua, lo que parece conveniente sea señalado expresamente en la ley. Mediante este proyecto, se explicitan, además, los requisitos para comenzar la tramitación en fase nacional.

Se señalan, por su parte, los requisitos exigidos por INAPI para el restablecimiento de derechos, en el caso que no se deposite la solicitud en fase nacional, conforme al PCT, antes del vencimiento del plazo de treinta meses contado desde la fecha de prioridad.

Por último, la presentación de la solicitud internacional tiene el mismo efecto que la de una solicitud presentada en Chile, por lo tanto y de acuerdo con el artículo 11.4 del PCT, el plazo de vigencia de las patentes de invención y de los modelos de utilidad, debe contarse desde la presentación de la solicitud internacional correspondiente.

2. Tratado de Derecho de Marcas (TLT).

En cuanto al TLT, se pueden resumir las modificaciones en los siguientes puntos:

a) Eliminación de formalidades en la presentación de poderes; y

b) División de la solicitud.

El artículo 4° del TLT regula la representación, estableciendo los requisitos que se pueden exigir para que el poder sea válido. Al respecto, el párrafo 6) establece que “Ninguna Parte Contratante podrá exigir que se cumplan requisitos adicionales a los referidos en los párrafos 3) a 5) respecto de las cuestiones tratadas en esos párrafos.” Dichos requisitos se refieren, entre otros, a la facultad que tienen las oficinas para exigir que quienes residan en el extranjero designen un representante en Chile; a que el poder se otorgue en idioma español; a que el poder pueda ser acompañado en una oportunidad distinta a la de presentación de la solicitud; y a la posibilidad de utilizar el formulario estándar para poderes que se encuentra en el anexo del Reglamento del TLT.

Por otra parte el artículo 8.4) establece que “Ninguna Parte Contratante podrá exigir la atestación, certificación por notario, autenticación, legalización o cualquier otra certificación de una firma u otro medio de identificación personal referido en los párrafos anteriores, salvo cuando la firma se refiera a la renuncia de un registro, si la legislación de la Parte Contratante así lo estipula.”
De acuerdo con esas normas, el artículo 15 de la Ley N° 19.039, relativo al requisito de autorización notarial, se encontraría en oposición con lo dispuesto por el TLT, por lo que se hace necesario eliminar este requisito respecto de las solicitudes de marcas.

Se propone que un poder otorgado de acuerdo con lo establecido por el TLT, sería válido para efectuar los trámites administrativos del procedimiento, con exclusión de la facultad de renunciar o retirar la solicitud de marca y del trámite contencioso, que seguiría requiriendo la autorización notarial.

El TLT establece que la solicitud y el registro podrán dividirse a petición del solicitante o titular, en ciertas circunstancias.

Nuestra legislación no contempla expresamente dicha facultad, por lo que debe incorporarse expresamente la posibilidad de que se solicite la división de la solicitud o registro.

Por último, actualmente sólo se pueden presentar solicitudes multiclase de productos o servicios, pero no de productos y servicios en un mismo formulario. Debido a lo anterior, se hace necesario implementar el art. 6 del TLT que establece la posibilidad de presentar una única solicitud de productos y/o servicios que pertenezcan a varias clases del Clasificador Internacional y que como resultado de esta solicitud se obtendrá un registro único.

En consecuencia, y en mérito de lo expuesto precedentemente, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo Primero.- Incorpóranse las siguientes modificaciones al Decreto con Fuerza de Ley N° 3, de 2006, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, hoy Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 19.039, de Propiedad Industrial:

1) Modifícase el artículo 14 en los siguientes términos:

a) Elimínase del inciso primero, a continuación de las expresiones “instrumento privado”, la frase “suscrito ante notario”.

b) Elimínase en el inciso segundo, a continuación de las expresiones “instrumento privado”, la frase “suscrito ante notario”.

c) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, pasando los actuales incisos segundo y tercero, a ser cuarto y quinto respectivamente:

“En el extracto respectivo deberá constar la fecha en que se celebró el acto o contrato, así como las demás menciones que señale el Reglamento. 

Igualmente, los actos o contratos celebrados en el extranjero deberán ser anotados al margen del registro respectivo.”.

2) Modifícase el artículo 15 en los siguientes términos:

a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:

“Los poderes relativos a la propiedad industrial se otorgarán por instrumento privado. No obstante lo anterior, los solicitantes podrán suscribirlos por escritura pública o por instrumento privado firmado ante notario o ante un Oficial de Registro Civil competente, en aquellas comunas que no sean asiento de notario. Los mandatos provenientes del extranjero podrán otorgarse ante el Cónsul de Chile respectivo sin ninguna otra formalidad posterior, o en la forma establecida en el artículo 345 del Código de Procedimiento Civil.”.

b) Agréganse los siguientes incisos 2° y 3°:

“La facultad para desistirse de una solicitud o para renunciar a un registro deberá conferirse expresamente, de lo contrario se entenderá que se excluye dentro de las facultades del representante.

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso primero, para la presentación de la solicitud bastará con que el representante indique en ella el nombre del solicitante por quien actuará. En estos casos, el Instituto conferirá un plazo de 30 días a los residentes nacionales y de 60 días a quienes son residentes en el extranjero para acompañar el poder respectivo. Vencidos estos plazos, se tendrá por abandonada la solicitud.”.

3) Agréganse al artículo 21 los siguientes incisos 2°, 3°, 4° y 5º:

“Toda solicitud que enumere varias clases de productos y/o servicios, denominada en adelante “solicitud inicial”, podrá ser dividida, a petición del solicitante, en dos o más solicitudes, denominadas en adelante “solicitudes divisionales”. Para este efecto, el solicitante deberá indicar en cada una de ellas la distribución de los productos y/o servicios. Las solicitudes divisionales conservarán la fecha de presentación de la solicitud inicial y el beneficio del derecho de prioridad, si lo hubiere. Las solicitudes divisionales darán lugar a los pagos respectivos que correspondan, como si se tratara de una nueva solicitud.

La petición para dividir la solicitud para el registro de una marca comercial puede formularse hasta antes de la decisión final del Instituto sobre la solicitud inicial de su registro, ya sea que se trate de una solicitud con o sin juicio de oposición en trámite. Asimismo, la petición podrá presentarse durante la apelación o reclamación contra la decisión relativa al registro de la marca. 

Los registros de marcas comerciales vigentes siempre podrán ser divididos. En aquellos casos en que se esté impugnado su validez ante el Instituto o durante la apelación en un juicio de nulidad de una marca registrada, se podrá solicitar su división en términos similares a los señalados en los incisos precedentes.

Durante la tramitación de una observación de fondo, procedimiento de oposición, de nulidad, o de otro recurso pendiente, la división de la solicitud o del registro, sólo será procedente cuando, como resultado de la división, la observación de fondo, el juicio de oposición, el juicio de nulidad o el recurso de que se trate, queden circunscritos a una de las solicitudes o uno de los registros divididos.”.

4) Agrégase al artículo 23 el siguiente tercer inciso:

“Cuando se hayan incluido en una única solicitud productos y/o servicios que pertenezcan a varias clases de la Clasificación Internacional, dicha solicitud dará por resultado un registro único.”.

5) Intercálase el siguiente Título XI, pasando el actual Título XI a denominarse XII y el actual Título XII a denominarse XIII.:

“Título XI. De la Tramitación de las solicitudes internacionales de patentes de invención o de modelos de utilidad”.

6) Intercálanse los siguientes artículos 114 a 121, pasando el actual artículo 114 a denominarse artículo 122.

“Artículo 114.- Una solicitud internacional corresponde a una solicitud de patente de invención o de modelo de utilidad presentada conforme al Tratado de Cooperación en Materia de Patentes.

Artículo 115.- El Instituto Nacional de Propiedad Industrial será la Oficina Receptora en Chile para la presentación de solicitudes internacionales, conforme al Tratado de Cooperación en Materia de Patentes, respecto a solicitudes de nacionales o de residentes en Chile.

Las solicitudes internacionales deberán presentarse en Chile en idioma español y pagar las tasas señaladas en el Tratado de Cooperación en Materia de Patentes.

Asimismo, el Instituto actuará en calidad de Oficina Designada y/o Elegida cuando Chile haya sido designado o elegido como Estado, con el objeto de obtener un registro de una patente de invención o de un modelo de utilidad, en fase nacional, del Tratado de Cooperación en Materia de Patentes.

Artículo 116.- Cuando la solicitud internacional tenga una fecha de presentación posterior a la fecha de vencimiento del plazo de prioridad, conforme al Tratado de Cooperación en Materia de Patentes, el solicitante podrá requerir la restauración del derecho de prioridad ante el Instituto como Oficina Receptora, dentro del plazo de dos meses contados desde la fecha de vencimiento del plazo de prioridad.

En el mismo caso, el solicitante podrá requerir la restauración del derecho de prioridad ante el Instituto como Oficina Designada y/o Elegida al momento de la entrada en fase nacional, en caso que la solicitud de restauración del derecho de prioridad haya sido debidamente solicitada ante la Oficina Receptora correspondiente y ésta no se hubiere pronunciado o no la hubiere aceptado.

En ambos casos, la petición deberá realizarse en conjunto con la presentación de la solicitud, acreditando el pago de la tasa respectiva; expresando las razones del incumplimiento del plazo de prioridad, y aportando las pruebas correspondientes.

Artículo 117.- Las solicitudes de patentes de invención o de modelos de utilidad deberán presentarse en Chile, en fase nacional, conforme al Tratado de Cooperación en Materia de Patentes, antes del vencimiento del plazo de treinta meses contado desde la fecha de prioridad. Si la solicitud internacional no reivindica ninguna prioridad, se podrá presentar ante el Instituto hasta antes del vencimiento del plazo de treinta meses contado desde la fecha de presentación internacional.

Encontrándose vencido el plazo de treinta meses establecido en el inciso anterior, el solicitante podrá pedir el restablecimiento de derechos ante el Instituto. La petición deberá realizarse en conjunto con la presentación de la solicitud, acreditando el pago de la tasa respectiva; expresando las razones del incumplimiento del plazo, y aportando las pruebas correspondientes.

Artículo 118.- Para iniciar la tramitación de una solicitud internacional, en fase nacional, sin perjuicio de los demás requisitos que exija esta ley, el solicitante deberá:

a) Presentar una traducción al idioma español de la solicitud internacional, en caso que ésta no se hubiera presentado en este idioma, y de todas las modificaciones ocurridas durante la fase internacional, junto al formulario habilitado para el efecto, y

b) Pagar la tasa establecida en el artículo 18 de esta ley para la presentación de la solicitud y las demás tasas que fije el Instituto, de acuerdo con lo establecido por el Tratado de Cooperación en Materia de Patentes.

Artículo 119.- Será aplicable a las solicitudes de patentes de invención o de modelos de utilidad que se presenten en Chile, en fase nacional, conforme al Tratado de Cooperación en Materia de Patentes, lo dispuesto en el artículo 4° de esta ley, pudiendo cualquier interesado formular oposición a dichas solicitudes dentro del plazo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5° de esta ley.

Artículo 120.- Las solicitudes de patentes de invención o de modelos de utilidad que se presenten en Chile, en fase nacional, conforme al Tratado de Cooperación en Materia de Patentes, se regirán en cuanto a sus aspectos sustantivos, por las disposiciones de la presente ley y su reglamento.

Artículo 121.- El plazo de concesión para las patentes de invención y para los modelos de utilidad presentados en Chile, en fase nacional, conforme al Tratado de Cooperación en Materia de Patentes, se contará desde la fecha de la presentación de la solicitud internacional correspondiente.”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE; Presidente de la República; PABLO LONGUEIRA MONTES, Ministro de Economía, Fomento y Turismo.”
2. Oficio de S.E. el Presidente de la República.

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto poner urgencia para el despacho del siguiente proyecto de ley:

	Mensaje 153-359
	Modifica la Ley N° 19.039, de propiedad industrial, para estandarizar y mejorar el proceso de solicitud de marcas y patentes.



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales –incluyendo los que correspondiere cumplir en la H. Cámara de Diputados-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHEÑIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la República.”
3. Informe de la Comisión de Minería y Energía acerca del proyecto de ley que regula la certificación de los artefactos para combustión de leña y otros productos dendroenergéticos. (boletín Nº 7.141-08.)

“Honorable Cámara:

Vuestra Comisión de Minería y Energía pasa a informaros acerca del proyecto de ley, iniciado en un mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, que regula la certificación de los artefactos para combustión de leña y otros productos dendroenergéticos. Su urgencia ha sido calificada de “suma”, en todos sus trámites.

El presente proyecto de ley establece un sistema de certificación de artefactos que utilicen leña y otros productos dendroenergéticos como medios de combustión, de manera de asegurar un uso sustentable de este medio energético, utilizándolo en la forma más eficiente posible y rebajando sus emisiones.

Constancias reglamentarias.

Para los efectos previstos en el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, se hace constar lo siguiente:

Artículos nuevos:
No los hay.

Indicaciones aprobadas:

Se aprobaron tres indicaciones.

Indicaciones rechazadas:

Se rechazó una indicación. 

Normas de ley orgánica constitucional o de quórum calificado:

No las hay.

Normas que deban ser conocidas por la Comisión de Hacienda:

El artículo único debe ser conocido por la Comisión de Hacienda.

Aprobación en general:

El proyecto fue aprobado en general por la unanimidad de los Diputados presentes señores Bertolino, Carmona, Goic, doña Carolina, Harboe, Lemus, Marinovic, Rojas y Vilches.

-El Diputado señor García-Huidobro, se inhabilitó para la votación.

Diputado informante:

Ward, don Felipe.

Para el estudio del proyecto de ley, la Comisión contó con la colaboración y asistencia del ex Ministro de Energía, señor Fernando Echeverría Vial; del actual Ministro Energía, señor Rodrigo Álvarez Zenteno; del Subsecretario de Energía, señor Sergio del Campo Fayet; del Coordinador Legislativo de los Ministerios de Minería y Energía, señor Franco Devillaine Gómez, y del profesional de la División de Eficiencia Energética, y Experto en Dendroenergía, señor Fernando Anaya.

I. ANTECEDENTES GENERALES.

Un estudio de “Análisis del Potencial Estratégico de la Leña en la Matriz Energética Chilena”, elaborado por la Corporación Chile-Ambiente para la Comisión Nacional de Energía, en diciembre del año 2008, señaló que la biomasa representa entre el 17% y 20% del consumo de energía primaria de la matriz energética de Chile, colocando a la leña en el tercer lugar de importancia de las fuentes energéticas primarias, después del petróleo y del gas. Sin embargo, ese porcentaje, en promedio, se eleva al 59% cuando se revisa el consumo de la leña en el sector residencial, destinado fundamentalmente a calefacción, cocción y calentamiento del agua.

Se indica que el uso masivo de la leña como combustible, se debe fundamentalmente a su precio en ciertas zonas del país, el que hasta el momento es menor al de los demás recursos energéticos. Por otra parte, en zonas rurales, sobretodo de las regiones del sur, la leña constituye un recurso de fácil acceso. Por todo lo anterior, es entendible que la leña sea utilizada como la principal fuente energética en los hogares de menores recursos y de la zona del país, antes indicada.

Por otra parte, su comercialización representa cierto dinamismo en las economías locales y regionales del país, estimado en más de cien mil millones de pesos anuales, mercado en el cual participan mayoritariamente pequeños propietarios y para quienes la extracción o producción de la leña constituye una fuente importante de sus ingresos. 

Sin embargo, el uso no sustentable de la leña produce impactos ambientales importantes. Ello, en especial, producto de las emisiones de MP10 y MP2.5, derivadas de la combustión de la leña. Por ello, la leña es considerada uno de los factores que ha incidido más gravemente, en el deterioro de la calidad del aire de las principales ciudades entre la VI a la XI regiones, También, en parte, es fuente de los problemas de calidad del aire en la Región Metropolitana. Entre las ciudades más afectadas se encuentran Temuco, Rancagua, Talca, Chillán, Valdivia, Coyhaique y Santiago. 

Se plantea finalmente, que en Temuco los niveles diarios de PM10 alcanzan durante el invierno promedios de 200 y 250 ug/m3, lo que excede la norma chilena, que es de 150 ug/m3. La situación es aún más grave al interior de las viviendas que utilizan artefactos a leña inadecuados. Lo mismo sucede en las otras ciudades nombradas. Los estudios estiman que los gastos en salud asociados al PM10 emitido por la combustión de leña se sitúan en alrededor de 364 millones de dólares al año.

II. FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.

En Chile, los artefactos que se utilizan para el consumo de la leña como medio energético son múltiples y presentan rasgos y niveles de emisiones de gases y partículas muy diferentes. Entre éstos, cabe nombrar la cocina de fierro, la salamandra, la estufa de cámara lenta simple y doble, la chimenea, el brasero, la estufa y el fogón a llama abierta, entre otros.

En general, se reconoce que las tecnologías de combustión más antiguas presentan limitaciones de tipo ambiental que las hacen no sustentables, especialmente en entornos urbanos. Es así, como las estufas y cocinas tradicionales, presentan emisiones de entre 500 y 5.000 mg/MJ, según se utilice leña seca o húmeda, respectivamente, y el fogón presenta emisiones de 50.000 mg/MJ. Una estufa avanzada, por su parte, presenta emisiones de sólo 50 mg/MJ y las calderas de edificios presentan emisiones de 30 mg/MJ. La eficiencia del recurso, además, es más bajo en aquellos artefactos que emiten más y viceversa. No cabe duda, por tanto, que el tipo de artefacto que se utiliza, impacta severamente en la calidad ambiental y en la salud de las personas.

En definitiva, a través del presente proyecto se busca que la información antes indicada sobre emisiones y eficiencia, sea conocida por los usuarios de los artículos mencionados. Por lo tanto, es necesario que los antecedentes sean puestos a disposición de los usuarios, a través del correspondiente certificado de los artefactos que se adquieran

III. MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.

Para los efectos previstos en los artículos 66 y 70 de la Constitución Política de la República y en los incisos primeros de los artículos 24 y 32 de la ley N°18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, corresponde consignar, como lo exige el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, una minuta de las ideas matrices o fundamentales del proyecto, entendiéndose como tales las contenidas en el mensaje.

De acuerdo con esto último, el proyecto busca establecer un sistema de certificación de artefactos que utilicen leña y otros productos dendroenergéticos como medios de combustión.

IV. ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO-CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.

El proyecto no contiene este tipo de normas.

V. ARTÍCULOS DEL PROYECTO QUE, EN CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 220 DEL REGLAMENTO, DEBAN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.

La Comisión estimó que el proyecto debe ser conocido por la Comisión de Hacienda.

VI. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO.

El ex Ministro de Energía, señor Fernando Echeverría, explicó que cuando desempeñó el cargo de Intendente de la Región Metropolitana, le tocó padecer la falta de una ley como la que pretende el proyecto, puesto que el 50 por ciento de la contaminación que allí se produce en invierno es, en gran medida, derivada de la combustión de leña, situación que es peor aún en otras regiones.

-o-
La Ministra de Medio Ambiente, señora María Ignacia Benítez, destacó que con esta iniciativa se desea reemplazar los equipos deficientes que existen en la actualidad, además, se pretende establecer un mayor control sobre la venta de leña húmeda e instaurar una mayor protección de los bosques nativos; lo cual, producirá un impacto ambiental positivo.

Por otra parte, se fijará el plazo de un año para efectuar el recambio de los artefactos o el retiro de los calefactores que no cumplen con la norma, en la ciudad de Santiago. En el caso de las regiones, será necesario crear un organismo fiscalizador. También, se deben fijar incentivos que apunten a las familias vulnerables, con el objeto que sustituyan sus artefactos de combustión.

-o-
El Subsecretario de Energía, señor Sergio Del Campo, planteó que los artefactos de combustión a leña y sus derivados son los más utilizados en la zona centro-sur del país, porque forman parte de la tradición de la cultura urbana y rural del sur de Chile.

Precisó que cerca del 95 por ciento de los artefactos de combustión dendroenergéticos, se dividen entre un 70 por ciento de calefactores y un 30 de cocinas a leña residenciales. Sin embargo, los estudios señalan que el parque de artefactos chilenos es antiguo, ineficiente, con bajos estándares de seguridad y que aprovechan menos del 40 por ciento del poder energético de la leña. Lo cual, constituye un gasto energético hasta tres veces mayor por familia en calefacción, y por lo tanto, se producen mayores emisiones contaminantes, puesto que emiten hasta 16 veces más que un artefacto de tecnología avanzada. Al respecto, es necesario precisar que existe un mercado emergente de artefactos que consumen dendroenergéticos más eficientes, como pellets y briquetas.

En ese sentido, agregó que las emisiones de material particulado provienen del combustible no quemado, producto de la baja eficiencia de los aparatos. Sin embargo, los artefactos a biomasa de alta eficiencia recirculan las partículas no combustionadas para una combustión completa, ya que mientras más eficiente es un artefacto, menores serán sus emisiones. Agregó que al contrario de lo que se cree, que los artefactos más pequeños o de menor capacidad, no necesariamente emiten menos material particulado por cada unidad de calor que generan.

Destacó que las altas emisiones provenientes de los artefactos a leña, son la principal causa de la mala calidad del aire que se produce en varias ciudades del país. A modo de ejemplo, en Temuco y Coyhaique, más del 90 por ciento de las emisiones provienen de artefactos que utilizan leña. Agregó, que en la ciudad de Santiago cerca del 30 por ciento de las emisiones de MP 10, y 36,5 por ciento de MP 2,5, entre los meses de abril y agosto, provienen de calefactores a leña.

Señaló que en mérito de las razones expuestas, es urgente y necesario instaurar un mecanismo de control, que permita obtener un mayor grado de cumplimiento de la normativa aplicable en materia de calidad, seguridad y eficiencia energética, incluidas las emisiones, además de disminuir costos de transacción. Al respecto, explicó que en los Estados Unidos la regulación de artefactos a leña está a cargo de la Agencia de Protección Ambiental, a través del Código Federal de Regulación, que establece la obligatoriedad de la certificación para todos los artefactos a leña comercializados e instalados, a partir de 1988, y que la Comunidad Europea cuenta con una normativa desde el año 1992, que establece los requisitos para el funcionamiento de los artefactos que combustionan con biomasa. Sin embargo, adicionalmente al cumplimiento de la norma, algunos países europeos utilizan el etiquetado, o certificación, que exige, además de la medición de MP y otros contaminantes. Por otra parte, en Nueva Zelanda la primera regulación para artefactos fue en el año 1935, y desde 1997 se establecieron regulaciones incluso más exigentes. Actualmente, allí el Ministerio de Medio Ambiente publica los artefactos autorizados para instalación que cumplen con los estándares de eficiencia y emisiones.

Por último señaló, que en el caso particular chileno, existen algunos productos, materiales y artefactos que están sometidos a un sistema de certificación que llevan a cabo entidades privadas especializadas, cuya labor es dar cuenta si cumplen o no con la normativa aplicable. En tal sentido, explicó que la SEC es el órgano público con atribuciones para autorizar a las entidades certificadoras, para establecer los métodos de ensayo, y el Ministerio de Energía está facultado por ley para fijar, por resolución, los materiales, productos y artefactos eléctricos, a gas o combustibles líquidos que deben someterse a dicha certificación. Agregó que de establecerse una certificación obligatoria como mecanismo de control, que es lo que se pretende con el proyecto, se permitiría el control masivo del cumplimiento de la normativa; se aliviaría la carga de fiscalización del Estado; se establecería una línea base de cumplimiento de calidad, seguridad, eficiencia y emisiones como requisito para la comercialización de artefactos, y se facilitaría la formulación y evaluación de programas de recambio de artefactos y de planes de compensación de emisiones.

-Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino, Carmona, Goic, doña Carolina, Harboe, Lemus, 
Marinovic, Rojas y Vilches.

-Se deja constancia que el Diputado señor García-Huidobro, se inhabilitó de la votación.

-Además, la Comisión acordó dejar pendiente la votación en particular, en espera de una indicación parlamentaria, por la que sustituye el artículo único por dos artículos permanentes.

VII. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN PARTICULAR.

El proyecto consta de un artículo único con dos letras. 

Por la letra a), se incorpora a la leña y otros productos dendroenergéticos al inciso primero del número 14 del artículo 3°, de la Ley N°18.410, que crea la SEC.

Por la letra b), se establece en el inciso segundo de la citada disposición legal, la condición que para la entrega del certificado que otorgue la SEC, para los artefactos que utilicen como combustible leña y otros productos dendroenergéticos, los que deberán, además, acreditar que cumple con las normas de emisión que se dicten de conformidad a lo dispuesto en el artículo 40 de la ley N°. 19.300, Sobre Bases Generales del Medio Ambiente.

-o-
Posteriormente, el Ejecutivo formuló la siguiente indicación:

Propone sustituir el texto del proyecto por el siguiente:

“Artículo Único.- Modifícase el número 14 del artículo 3º de la ley N° 18.410, que Crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles en el siguiente sentido:

a) Sustitúyanse, en el inciso primero, los términos “de gas y de combustibles líquidos, que acrediten que cumplen con las especificaciones de seguridad, eficiencia energética y, o calidad establecidas y no constituyen peligro para las personas o cosas” por “de gas, combustibles líquidos, y los que utilicen leña y otros productos dendroenergéticos como medio de combustión, que acrediten cumplir con los estándares de seguridad, eficiencia energética y calidad que fijen los organismos competentes en cada una de estas materias”.

b) Suprímase, en el inciso segundo, la frase “de aprobación que acrediten el cumplimiento de los estándares establecidos en materia de seguridad, calidad, y, o eficiencia energética”; y agrégase la siguiente frase final: “Tratándose de artefactos que utilicen como combustible leña y otros productos dendroenergéticos, los correspondientes certificados deberán, además, acreditar el cumplimiento de las normas de emisión dictadas en conformidad al artículo 40 de la ley N° 19.300 o al artículo 44 de la misma ley. Para estos efectos, el Ministro de Energía se considerará uno de los ministros competentes o sectoriales.”.

El Subsecretario de Energía, señor Sergio Del Campo, planteó que el Ejecutivo formuló la indicación con el fin de mejorar el texto que se adjunta al mensaje.

Explicó que tanto la descripción del proyecto inicial como de la indicación propuesta, tiene como propósito fundamental instaurar un sistema de certificación obligatoria para artefactos a leña y otros productos dendroenergéticos. Además, se dispone que la certificación deberá siempre abarcar el cumplimiento de las normas de emisión que dicte el Ministerio de Medio Ambiente junto al Ministerio de Energía, sin perjuicio de otros ministerios que resulten competentes, conforme a la Ley N°19.300, de Bases Generales del Medio Ambiente.

Agregó que para instaurar un sistema de certificación de artefactos a leña y sus derivados, basta con ampliar las atribuciones que tiene la SEC para autorizar a las entidades certificadoras, mediante modificaciones al número 14 del artículo 3 de la Ley N°18.410, que creó la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, porque en la actualidad la Superintendencia de Electricidad y Combustible tiene atribuciones para autorizar entidades certificadoras, pero sólo respecto de productos, instrumentos y artefactos eléctricos, de gas y combustibles líquidos. Además, hoy la certificación versa sobre el cumplimiento de normas de eficiencia energética, seguridad y calidad, pero no obliga a certificar el cumplimiento de normas de emisión.

Finalmente destacó, que con la aprobación de este proyecto de ley, se podrá lograr un control efectivo de la normativa existente en cuanto a seguridad, calidad y eficiencia energética, ya que la comercialización de artefactos sin la certificación correspondiente estaría prohibida; por lo tanto, la SEC podría, con ayuda de la fuerza pública, retirar del comercio los artefactos que no cuenten con la correspondiente certificación. Además, se lograría un control efectivo de la normativa ambiental relativa a emisiones, porque serían exigibles las normas de emisiones que se dicten para artefactos a leña y otros productos dendroenergéticos, y también la autoridad podría exigir el cumplimiento de las normas relativas a artefactos a leña en los planes de descontaminación atmosférica que hoy se encuentran vigente.

-o-
A continuación, los Diputados Harboe, Carmona; Goic, doña Carolina; Lemus y Rojas, formularon la siguiente indicación:

1) Para modificar la letra a) de la indicación del Ejecutivo de la siguiente forma:

Suprimir la frase final del inciso primero del número 14: “que acrediten cumplir con los estándares de seguridad, eficiencia energética y calidad que fijen los organismos competentes en cada una de estas materias.”.

2) Para incorporar un artículo 2°, nuevo, por el que se agrega un número 14 bis al artículo 3° de la Ley N° 18.410, quedando el actual artículo único como artículo primero:

“14 bis.- Los certificados de aprobación emitidos por los organismos autorizados de conformidad con el número 14, relativos a los productos, máquinas, instrumentos, equipos, artefactos, aparatos y materiales eléctricos, de gas, combustibles líquidos, y los que utilicen leña y otros productos dendroenergéticos como medio de combustión, deberán acreditar que cumplen con los estándares de seguridad, eficiencia energética, calidad y emisiones que fijen los organismos competentes en cada una de estas materias.”.

-o-
El Diputado Harboe fundamentó la indicación propuesta, en que a su juicio, no corresponde que las normas que fijen competencias a los Ministerios de Energía y Medioambiente estén en la misma norma en que se encuentre los elementos que se deben tomar en consideración por un ente privado, para la certificación de productos, máquinas, instrumentos, equipos, artefactos, aparatos y materiales eléctricos, de gas, combustibles líquidos, y los que utilicen leña y otros productos dendroenergéticos como medio de combustión; por lo tanto, es razonable que se encuentren separados o estén en números distintos.

-Puesta en votación la indicación signada con el número 1), fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino, Espinosa, don Marcos, Goic, doña 
Carolina, Lemus, Marinovic, Rojas, Vilches y Ward.

El Ministro Energía, señor Rodrigo Álvarez, planteó la necesidad de incorporar la norma que señala la indicación, signada con el número 2) como inciso final, nuevo, del número 14. A su juicio, no es conveniente que se incorpore como número separado, puesto que lo que se incorpora en la indicación, está estrechamente relacionado con lo que se indica en el número 14. Por lo tanto, propone que se haga una nueva indicación, al respecto.

Finalmente señaló que el Ejecutivo comparte lo planteado por la indicación, por cuanto, no se aparta de lo que dispone el proyecto de ley, pero, insiste en que se incorpore al número 14 del artículo tercero de la ley N°18.410.

-Puesta en votación la indicación signada con el número 2), fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino, Espinosa, don Marcos, Goic, doña Carolina, Lemus, Marinovic, Rojas, Vilches y Ward.

*Los Diputados señores Bertolino; Espinosa, don Marcos; Goic, doña Carolina; Lemus, Marinovic, Rojas, Vilches y Ward, formularon una indicación para incorporar un inciso final, nuevo, al número 14, que es del siguiente tenor:

“Los certificados de aprobación emitidos por los organismos autorizados de conformidad con el número 14, relativos a los productos, máquinas, instrumentos, equipos, artefactos, aparatos y materiales eléctricos, de gas, combustibles líquidos, y los que utilicen leña y otros productos dendroenergéticos como medio de combustión, deberán acreditar que cumplen con los estándares de seguridad, eficiencia energética, calidad y emisiones que fijen los organismos competentes en cada una de estas materias.”.

-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Bertolino, Espinosa, don Marcos, Goic, doña Carolina, Lemus, Marinovic, Rojas, Vilches y Ward.

VIII. TEXTO DEL PROYECTO DE LEY APROBADO.

En mérito de las consideraciones anteriores y de las que, en su oportunidad, os podrá añadir el señor Diputado Informante, vuestra Comisión de Minería y Energía, os recomienda la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY.

“Artículo único.- Modifícase el número 14 del artículo 3° de la ley N°18.410, que creó la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, de la siguiente forma:

a) Sustitúyanse, en el inciso primero, los términos “de gas y de combustibles líquidos, que acrediten que cumplen con las especificaciones de seguridad, eficiencia energética y, o calidad establecidas y no constituyen peligro para las personas o cosas” por “de gas, combustibles líquidos, y los que utilicen leña y otros productos dendroenergéticos como medio de combustión.”.

b) Suprímase, en el inciso segundo, la frase “de aprobación que acrediten el cumplimiento de los estándares establecidos en materia de seguridad, calidad, y, o eficiencia energética” y agrégase la siguiente frase final: “Tratándose de artefactos que utilicen como combustible leña y otros productos dendroenergéticos, los correspondientes certificados deberán, además, acreditar el cumplimiento de las normas de emisión dictadas en conformidad al artículo 40 de la ley N° 19.300 o al artículo 44 de la misma ley. Para estos efectos, el Ministro de Energía se considerará uno de los ministros competentes o sectoriales.”.

c) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:

“Los certificados de aprobación emitidos por los organismos autorizados de conformidad con el número 14, relativos a los productos, máquinas, instrumentos, equipos, artefactos, aparatos y materiales eléctricos, de gas, combustibles líquidos, y los que utilicen leña y otros productos dendroenergéticos como medio de combustión, deberán acreditar que cumplen con los estándares de seguridad, eficiencia energética, calidad y emisiones que fijen los organismos competentes en cada una de estas materias.”.

Se designó Diputado Informante al señor Felipe Ward Edwards.

Sala de la comisión, a 09 de agosto de 2011.

Tratado y acordado, conforme se consigna en las actas de fechas 20 de julio; y 3 de agosto de 2011, con la asistencia de los Diputados señores Ward, don Felipe (Presidente); Bertolino, don Mario; Carmona, don Lautaro; Espinosa, don Marcos; García-Huidobro, don Alejandro; Goic, doña Carolina; Harboe, don Felipe; Lemus, don Luis; Marinovic, don Miodrag; Rivas, don Gaspar; Rojas, don Manuel; Vilches, y don Carlos.

Se hace constar que asistió además el Diputado, Cerda, don Eduardo.

(Fdo.): PATRICIO ÁLVAREZ VALENZUELA, Secretario de la Comisión.

4. Moción de los señores diputados Letelier, Arenas, Hernández, Recondo, Sandoval, Van Rysselberghe, y de las diputadas señoras Hoffmann, doña María José; Molina, doña Andrea; Nogueira, doña Claudia y Zalaquett, doña Mónica.


Modifica el plazo de prescripción contenido en el artículo 26 de la ley N° 19.496 sobre Protección de los Derechos del Consumidor. (boletín N° 7861-03)
Antecedentes.

La ley N° 19.496 sobre los derechos del consumidor, establece en el artículo 26 que “Las acciones que persigan la responsabilidad contravención al que se sanciona por la presente ley prescribirán en el plazo de seis meses, contado desde que se haya incurrido en la infracción respectiva”.

El Código Civil, a su vez, en materia de' de fas acciones, distingue entre la prescripción de corto y de largo tiempo. Dentro de las de corto tiempo nos encontramos con que la prescripción de la acción de los mercaderes, proveedores y artesanos por el precio de los artículos que despachan al menudeo, es de un año, al igual que la de toda clase de personas por el precio de servicios que se prestan periódica o accidentalmente; como posaderos, acarreadores, mensajeros, barberos, etc. (artículo 2522 del Código Civil).

Fundamentos.
Hoy en día, los consumidores se han hecho más responsables respecto de los derechos que la ley les reconoce como tales y cómo pueden ejercerlos frente a los distintos tipos de proveedores que existen en el mercado, sean éstos casas comerciales, institutos, universidades, etc.

Cada día en las noticias vemos cómo las personas comunes y corrientes, concientes de sus derechos ciudadanos, ejercen las acciones que la ley ha dispuesto para los casos en que se contravenga el contrato de compraventa de bienes o servicios, No obstante, aún persisten innumerables situaciones en que los proveedores de ciertos servicios se han desligado en forma absoluta de toda responsabilidad frente a la mala calidad o publicidad engañosa de los servicios que prestan, amparándose en la prescripción de las acciones que se han pretendido ejercer en su contra, todo ello en conformidad a lo que establece el artículo 26 de la ley 
N° 19.496 sobre los derechos del consumidor, atendido principalmente al corto tiempo en la extinción de las acciones.

Es así como hemos tenido que presenciar durante este último tiempo, a estudiantes de diversas casas de estudios superiores o institutos, engañados respecto a las carreras que se encontraban estudiando, o de las cuales ya habían egresado, mayormente en lo relativo a las áreas de ejercicio de las mismas o los lugares donde en el futuro podrían desempeñarse como profesionales. Dichos estudiantes, al momento de querer ejercer sus derechos como consumidores, se vieron mermados en sus posibilidades, puesto que las acciones que se consagran en la Ley sobre los derechos de los consumidores se encontraban prescritas,

El plazo de prescripción de las acciones que persiguen la responsabilidad contravencional de los proveedores de bienes o servicios, regulados por la ley N° 19.496, es tan exiguo que impide que los consumidores alcancen a reaccionar frente a las infracciones a la ley y exigir su reparación o sanciones correspondientes en un plazo razonable.

Nuestro ordenamiento jurídico establece que las normas supletorias en materia civil se encuentran en el Código Civil, el cual al tratar el tema de la prescripción de las acciones, distingue entre la prescripción de corto y de largo tiempo. Dentro de la prescripción de corto tiempo, el artículo 2522 establece que “prescribe en un año la acción de los mercaderes, proveedores y artesanos por el precio de los artículos que despachan al menudeo. La de toda clase de personas por el precio de servicios que se prestan periódica o accidentalmente; como posaderos, acarreadores, mensajeros, barberos, etc”. Esta norma se encuentra directamente relacionada con las acciones que se consagran en la ley sobre derechos de los consumidores, puesto que nos da un indicio de cómo debe tratarse el tema del plazo de prescripción de las acciones que se relacionan con el precio de los artículos que los mercaderes, proveedores de bienes y artesanos despachan al menudeo, o el de toda clase de personas por el precio de servicios que prestan periódica o accidentalmente. Debemos considerar que el artículo 2522 del Código Civil nos marca las pautas básicas y generales respecto al plazo de prescripción de las acciones, y entendiendo que éste le da a este tipo de acciones una prescripción de corto tiempo, el plazo que el referido Código establece es el doble del que se establece en la ley sobre derechos de los consumidores.

Consideramos que en atención a la referida disposición legal, la prescripción de las acciones que persigan la responsabilidad contravencional que se sanciona en la ley N° 19.496, no puede tener un plazo menor que el que se establece pare la generalidad de los casos en el ordenamiento jurídico, sino que debería ser de un año contado desde que se haya incurrido en la infracción respectiva, puesto que de nada sirve que una ley especial, como es la ley sobre los derechos de los consumidores, establezca un plazo para la prescripción de !as acciones aún más corto que el que se dispone en el ordenamiento en general para las denominadas prescripciones de corto tiempo.

Por esto, estimamos necesario se modifique el artículo 26 de la ley N° 19.496 sobre los derechos del consumidor, respecto del plazo de las acciones que persigan la responsabilidad contravencional sancionada por la referida ley, estableciendo un plazo de prescripción acorde a la legislación civil, en atención a lo cual presentamos el siguiente proyecto de ley:

Artículo único: reemplazase en el artículo 26 de la Ley N° 19.496 la expresión “seis meses” por la expresión “UN AÑO” quedando dicha disposición de la siguiente manera: “Las acciones que persigan la responsabilidad contravencional que se sanciona por la presente ley prescribirán en el plazo de UN AÑO, contado desde que se haya incurrido en la infracción respectiva”
5. Oficio de la Corte Suprema.

“Santiago, 5 de agosto de 2011.

Por Oficio N° 9596, de 1 de agosto en curso, el Segundo Vicepresidente de la H. Cámara de Diputados, ha requerido la opinión de esta Corte Suprema respecto del proyecto de ley que crea el Tribunal Ambiental, correspondiente al Boletín N° 6747-12.

Impuesto el Tribunal Pleno del proyecto en sesión del día de hoy, presidida por el subrogante señor Nibaldo Segura Peña y con la asistencia de los Ministros señores Adalis Oyarzún Miranda, Rubén Ballesteros Cárcamo, Sergio Muñoz Gajardo, Hugo Dolmestch Urra, 
Patricio Valdés Aldunate, Héctor Carreño Seaman y Pedro Pierry Arrau, señora Sonia 
Araneda Briones, señores Carlos Künsemüller Loebenfelder, Haroldo Brito Cruz y 
Guillermo Silva Gundelach, señoras Rosa María Maggi Ducommun, Rosa Egnem Saldías y María Eugenia Sandoval Gouét, acordó informarlo desfavorablemente al tenor de la resolución que se transcribe a continuación:

AL SEÑOR

MARIO BERTOLINO RENDIC
SEGUNDO VICEPRESIDENTE
H. CÁMARA DE DIPUTADOS
VALPARAÍSO”.
*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PRI: Partido Regionalista de los Independientes. PC: Partido Comunista. PRO: Partido Progresista.





